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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor Francisco Vidal Salinas, y Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; la Ministra de Planificación, señora Paula Quintana Meléndez; el Ministro de Salud, señor Álvaro Erazo Latorre; el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García Pino; la Subsecretaria de Marina, señora Carolina Echeverría Moya; los Subsecretarios de Aviación, señor Raúl Vergara Meneses, y de Investigaciones, señor Ricardo Navarrete Betanzo, y el Secretario Ejecutivo de FONADIS, Roberto Cerri López.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:6, en presencia de 31 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.
III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 63ª, ordinaria, en 10 de noviembre del año en curso, que no han sido observadas.



(Véase en los Anexos el Acta aprobada).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje


De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (boletín N° 3.994-02).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, la discusión de este proyecto ya se había iniciado y se aplazaron las votaciones, razón por la cual lo voy a poner en el primer lugar de la tabla de hoy.



Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).-Gracias, señor Presidente.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que establece un bono extraordinario para quienes ejerzan como vocales de mesa receptoras de sufragios (boletín N° 6.760-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo informa que ha aprobado el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 3.962-07).



--Queda para tabla.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo que aprueba la Convención Interamericana para la Protección y Conservación de las Tortugas Marinas, y sus Anexos (boletín N° 6.394-10) (Véanse en los Anexos, documentos 1 y 2).



--Queda para tabla.

Mociones



Tres de los Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, mediante las cuales dan inicio a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que prohíbe y sanciona la exposición y difusión de mensajes que induzcan a error al consumidor respecto de sus derechos (boletín N° 6.768-03) (Véase en los Anexos, documento 3).



2.- Proyecto de ley que establece la obligación del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia de disponer una nueva licitación cuando actos de colusión hayan incidido en la concesión o entrega a cualquier título de un bien nacional (boletín N° 6.770-03) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasan a la Comisión de Economía.



3.- Proyecto de ley que sanciona la celebración de acuerdos discriminatorios entre una empresa y sectores de la comunidad afectada con motivo de un proceso de evaluación del impacto ambiental (boletín N° 6.771-12) (Véase en los Anexos, documento 5)


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Cantero, Gazmuri, Navarro, Pérez Varela, Romero, Ruiz-Esquide y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República evaluar la posibilidad de enviar ayuda humanitaria a la República de El Salvador en auxilio de los damnificados por los recientes temporales ocurridos en la región (boletín N° S 1.211-12) (Véase en los Anexos, documento 6)


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, con la que dan inicio a un proyecto de ley que interpreta el decreto ley N° 3.500, precisando que en caso de inflación negativa las pensiones mantendrán su valor nominal.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)-------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, por su intermedio, debo informar a la Sala que, en cumplimiento de un acuerdo de Comités, la Comisión de Relaciones Exteriores celebró una reunión especial con el Canciller, don Mariano Fernández, para evaluar la situación de las relaciones internacionales con nuestros vecinos del Perú.



Acabamos de concluir la reunión de trabajo.



La Comisión, por unanimidad, acordó someter a la consideración de la Sala un proyecto de acuerdo donde, en lo fundamental, se respalda con mucha claridad lo que ha sido la postura del Gobierno de la Presidenta Bachelet y de nuestro Ministerio de Relaciones Exteriores frente a las declaraciones o imputaciones total y absolutamente desmedidas tanto del Presidente de la República del Perú como de su Cancillería.



En tal virtud, solicitamos que, una vez que tengamos el texto definitivo del acuerdo que acabamos de adoptar, se someta a  votación de la Sala.

El señor NOVOA (Presidente).- Propongo que se distribuya el texto, para que todos los señores Senadores puedan tomar conocimiento de él, y que procedamos a votar el proyecto de acuerdo al término del Orden del Día.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, si no hay inconveniente, el acuerdo de la Comisión es votar apenas se disponga del texto. Ello, por una razón de oportunidad.

El señor NOVOA (Presidente).- Lo veremos en el momento oportuno.

El señor PIZARRO.- Estará listo en cinco minutos. Se están sacando las copias respectivas.

El señor NOVOA (Presidente).- Muy bien.

)-----------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, he hecho llegar a la Mesa una nota donde consta un acuerdo de Comités -por el Partido Socialista, no estando los Senadores señores Gazmuri y Naranjo, firmó su miembro de la Comisión de Pesca- en que se plantea ver como si fuera de Fácil Despacho el proyecto que nomina a los miembros de designación del Presidente de la República en el Consejo Nacional de Pesca, organismo que debe sesionar en diciembre.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, tenemos cinco proyectos con “discusión inmediata”, y varios de ellos son muy importantes.

El señor HORVATH.- Pero ese es un acuerdo de Comités...

El señor NOVOA (Presidente).- Igual.

El señor HORVATH.-...que ya está en la Mesa.

El señor NOVOA (Presidente).- De ser posible, lo veríamos al final de la sesión. En todo caso, como estamos convocados a sesiones para los días...

El señor HORVATH.- 1º y 2 de diciembre.

El señor NOVOA (Presidente).-...1° y 2 de diciembre -como bien dice Su Señoría-, me comprometo a, si no despachamos el asunto hoy, ponerlo en Fácil Despacho de la sesión del día 1º.

El señor HORVATH.- Es decisión suya, señor Presidente.



En todo caso, los Comités están de acuerdo.

)----------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable  señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en primer término, con relación al proyecto de acuerdo mediante el cual se le solicita al Gobierno evaluar la posibilidad de enviar ayuda humanitaria a El Salvador, donde los temporales y las inundaciones han dejado casi 200 muertos, el acuerdo de Comités de ayer apelaba a que, dada la urgencia de la situación, fuera planteado directamente a la Sala.



Para eso se elaboró el documento pertinente, que estuvo a disposición de todos los Comités que lo firmaron.



Ojalá pudiéramos despachar hoy el proyecto de acuerdo, porque si se envía a la Comisión de Relaciones Exteriores habrá un retraso y la eventual aprobación será atemporal.



En segundo lugar, tocante al proyecto de ley que el señor Presidente declaró inadmisible durante la Cuenta de esta sesión -interpreta el decreto ley 3.500 precisando que en caso de IPC negativo las pensiones mantendrán su valor nominal-, solicito requerir el patrocinio del Ejecutivo. Porque el hecho cierto es que existen fallos en el plano laboral, particularmente en materia de reajustes, que han establecido que la inflación negativa (paradójica, pero así es) debiera implicar una rebaja en los sueldos.



No queremos que ningún fallo judicial afecte por dicho concepto las pensiones ni los sueldos. Y para ello necesitamos el patrocinio del Gobierno.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, hace dos o tres semanas se presentó un proyecto en los mismos términos y se solicitó el patrocinio presidencial.



En todo caso, le haremos presente al Ejecutivo que Su Señoría también planteó una iniciativa legal en tal sentido.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!

)----------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Quiero hacer una rectificación, señores Senadores.



Cuando di cuenta del tratamiento con “discusión inmediata” del proyecto que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional, señalé que, encontrándose en proceso de discusión y faltando solo la votación, lo pondría en el primer lugar de la tabla. 



Empero, quiero pedir la venia de la Sala a los efectos de mantener en el primer lugar la iniciativa sobre discapacidad, porque están presenciando esta sesión personas discapacitadas a las que, como es probable que durante el tratamiento del proyecto antes individualizado se solicite sesión secreta para analizar ciertos antecedentes, debería incomodar pidiéndoles hacer abandono de las tribunas.



Entonces, si le parece a la Sala, veremos primero el proyecto que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad y luego el que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE NORMAS PARA PLENA INTEGRACIÓN 

SOCIAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD
El señor NOVOA (Presidente).- Conforme a lo recién acordado por Sus Señorías, corresponde tratar, en segundo trámite constitucional, el proyecto modificatorio de la ley Nº 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad, con segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3875-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 56ª, en 9 de octubre de 2007.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 62ª, en 6 de noviembre de 2007.

Salud (segundo), sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.


Hacienda, sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.

Discusión:



Sesión 63ª, en 7 de noviembre de 2007 (se aprueba en general).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Este proyecto fue aprobado en general en sesión del 7 de noviembre de 2007 y cuenta ahora con segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la de Hacienda.



Ambas Comisiones dejan testimonio de los artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, los cuales conservan el mismo texto aprobado en general y se consignan en el informe de la Comisión de Salud, complementado a su vez por el informe de la de Hacienda.



Esos preceptos deben darse por  aprobados según el Reglamento, salvo que algún señor Senador solicite su discusión y votación.



--Quedan aprobados reglamentariamente.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Salud introdujo al proyecto aprobado en general una serie de enmiendas, las que aprobó en forma unánime, con excepción de 7 que oportunamente serán puestas en votación por el señor Presidente.



La Comisión de Hacienda hizo modificaciones al texto despachado  por la de Salud, las que aprobó por unanimidad, con excepción de una, la cual será puesta en votación en su momento.



Corresponde destacar que la Comisión de Hacienda agregó al Congreso Nacional entre las instituciones que en los procesos de selección de personal, ante igualdad de méritos, deben preferir a las personas con discapacidad.



Cabe recordar que las enmiendas acordadas unánimemente deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.



De las enmiendas aprobadas por consenso, las recaídas en los artículos 28, 33, 44, 56, 60, 61, 62, 63, 65, 66 y 81 son orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación se requieren los votos conformes de 22 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el Secretario Ejecutivo de FONADIS, señor Roberto Cerri López.



--Se accede.
El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, conforme al Reglamento, debemos votar en conjunto y sin debate todas las modificaciones que fueron acordadas por unanimidad en Comisiones, salvo que se pida votación separada de alguna de ellas.



No han llegado solicitudes a ese respecto.



Por lo tanto, pondré en votación todas las enmiendas que fueron  aprobadas por consenso, incluidas las que requieren quórum especial. De modo que les agradeceré a los señores Senadores no ausentarse de la Sala.



En votación.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones acordadas por unanimidad en Comisiones (30 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido para las normas orgánicas constitucionales.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Para mantener una norma general, les agradeceré a los presentes en las tribunas no hacer manifestaciones ruidosas.



Todavía quedan varias disposiciones por votar.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en la Comisión de Salud, el Senador señor Arancibia, el que habla y otros emitimos un pronunciamiento que llevó a votación dividida en algunos preceptos.



En lo personal, en ciertos casos me abstuve y en otros me pronuncié en contra.



Para los efectos de facilitar en la Sala el debate y el pronto despacho del proyecto, le pido a la Mesa que, frente a las siete modificaciones que han de votarse, en aquellas donde con el Honorable señor Arancibia (conversé con Su Señoría sobre el particular) aparecemos como minoría, por cualquier motivo, dé por retiradas nuestras posiciones a fin de que las normas respectivas se consideren aprobadas por unanimidad.



Gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me gustaría saber qué artículos quedan pendientes. Ello, para los efectos de la fundamentación del voto.

El señor NOVOA (Presidente).- El señor Secretario irá indicando cuáles son esos artículos y en cada caso se consultará la opinión de la Sala antes de darlos por aprobados en forma unánime con la misma votación.



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La primera votación dividida recae en el artículo 18, cuyo inciso primero fue aprobado en la Comisión de Salud con los votos favorables de los Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ominami y la abstención del Honorable señor Ruiz-Esquide.



El Senador señor Ruiz-Esquide acaba de retirar su abstención, por lo que la norma debe darse por aprobada unánimemente.

El señor VÁSQUEZ.- Al final se consigna una votación unánime, de cinco por cero, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Las modificaciones acordadas por consenso en Comisiones acaban de ser aprobadas por la Sala.



Si les parece a Sus Señorías, se dará por aprobado el inciso primero con la misma votación precedente.



--Se aprueba el inciso primero del artículo 18 con la misma votación anterior (30 votos afirmativos).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, en el inciso primero del artículo 20, la supresión de las frases “los desórdenes genéticos, complicaciones perinatales,” y “, falta de acceso a los servicios de salud” fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señora Matthei y señores Escalona y García y los votos en contra de los Honorables señores Ominami y Ruiz-Esquide.



El Senador señor Ruiz-Esquide retiró su oposición, y lo propio ha hecho ahora el Honorable señor Ominami.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, se dará por aprobada la enmienda con la misma votación precedente.



--Se aprueba la supresión con la misma votación anterior (30 votos afirmativos).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En el artículo 28, que pasó a ser 29, la oración agregada al final del inciso segundo (“Estas deberán contemplar adaptaciones tales como rampas de acceso, puertas más amplias, ascensores de escalas, señalizaciones especiales, salidas de emergencia, y todo otro requisito necesario para la seguridad, correcto desplazamiento y calidad de vida de la persona con discapacidad.”) fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señores Girardi, Kuschel y Ominami y los votos en contra de los Honorables señores Arancibia y Ruiz-Esquide.



Como los dos señores Senadores que se pronunciaron negativamente retiraron su objeción, la modificación debe entenderse aprobada por unanimidad. 

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala...

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, las adaptaciones, en particular las de acceso a edificios públicos y privados, si no van acompañadas de una adecuada fiscalización, son letra muerta. De hecho, hoy existe la exigencia y no se cumple. En muchos edificios, públicos o privados, el estado de las veredas, que está en manos de los gobiernos regionales -es el caso de Concepción-, es un desastre y constituye un riesgo para todos, tanto para las personas con discapacidad como para quienes caminan sin impedimentos.



Por eso, quiero preguntar si se prevén sanciones frente al incumplimiento de las diversas medidas. Porque si no las hay, y drásticas, lo que se está estableciendo no se acatará. En definitiva, si los municipios y las direcciones de obras no efectúan fiscalización, las ordenanzas y las normas de la Ley General de Urbanismo no se aplicarán.



Tal es la experiencia. 



Es una consulta para algún miembro de la Comisión de Salud o para la señora Ministra.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora QUINTANA (Ministra de Planificación).- Señor Presidente, el proyecto de ley contempla el robustecimiento de los mecanismos de fiscalización por la vía de entregar mayores responsabilidades a las direcciones de obras municipales y a las entidades que las puedan asesorar a tales efectos. Pero, además, para el caso de infracción se establecen sanciones, que varían entre 10 y 120 unidades tributarias mensuales.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Solo deseo destacar, señor Presidente, que el artículo 29 guarda consistencia con el programa de protección del patrimonio familiar, que permite a personas y familias acceder al mejoramiento o ampliación de sus viviendas.



En muchos casos se han entregado viviendas sociales donde los discapacitados ni siquiera pueden ingresar al baño. 



Por eso, la norma sintoniza en tal línea y posibilita una solución a la realidad que describí.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobada la oración leída por el señor Secretario, con la misma votación precedente.



--Se aprueba la oración agregada al final del inciso segundo del artículo 29, con la misma votación anterior (30 votos afirmativos).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En el inciso segundo del artículo 66, que pasó a ser 65, la Comisión de Salud recomienda aprobar la siguiente letra d), como una de las funciones del Servicio Nacional de la Discapacidad:



“d) Dictar el Reglamento Interno del Personal a que se refieren los artículos 154 y siguientes del Código del Trabajo, así como toda otra norma necesaria para el buen funcionamiento del servicio;”.



Esa letra fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señores Ruiz-Esquide y Kuschel y la abstención del Honorable señor Longueira.

El señor NOVOA (Presidente).- El Senador señor Longueira no se encuentra en la Sala.



Si les parece a Sus Señorías, se dará por aprobada la enmienda con la misma votación precedente.



--Se aprueba la letra d) del artículo 65 con la misma votación anterior (30 votos afirmativos).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Luego, en la letra f) del inciso primero del artículo 68, que pasó a ser 67, la intercalación de la frase “, de acuerdo a las normas e instrucciones que les imparta el Director Nacional,” fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señores Arancibia y Kuschel y la abstención del Honorable señor Ruiz-Esquide.



Como el Senador señor Ruiz-Esquide retiró su abstención, la modificación debe entenderse acordada por la unanimidad de los miembros presentes de la respectiva Comisión.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobada con la misma votación precedente.



--Se aprueba la intercalación de la frase individualizada, con la misma votación anterior (30 votos afirmativos).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Comisión de Salud suprimió el artículo 75, con los votos favorables de los Senadores señores Arancibia y Kuschel y el voto en contra del Senador señor Ruiz-Esquide.



Habiendo el Honorable señor Ruiz-Esquide retirado su oposición, la eliminación debe entenderse aprobada por unanimidad de 3 votos.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero hacerle una pregunta a la señora Ministra.



Los fondos, y en particular los destinados a ayudas técnicas, son insuficientes. Siempre hay una demanda mayor que la que se logra cubrir.



Ahora se suprime el artículo 75. El punto es si el financiamiento, total o parcial, se va a mantener. ¿Existen mecanismos de innovación para aumentar los fondos, a fin de que ello no solo dependa directamente del Estado? Porque entiendo que la idea de la supresión se relacionaba con la posibilidad de establecer si efectivamente iba a registrarse una progresión permanente en los recursos destinados a este tipo de ayuda.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora QUINTANA (Ministra de Planificación).- Señor Presidente, el proyecto de ley contempla un fortalecimiento institucional de la gestión para la discapacidad. El actual Fondo Nacional de la Discapacidad es reemplazado por un Servicio Nacional de la Discapacidad, considerándose los programas que hoy día se ejercen, pero, además, la articulación de todos aquellos en general orientados al problema y coordinados en particular por el Ministerio a mi cargo.



Específicamente, respecto de los recursos previstos para dicho Fondo, ellos se encuentran incluidos en la Ley de Presupuestos de cada año.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, como les consta a los señores Senadores presentes, hace varios años he venido planteando mi falta de satisfacción -por no decirlo de otra manera- con las políticas sociales hacia la discapacidad.



Reconozco el tremendo avance que significa la nueva institucionalidad. Sin embargo, junto con saludar la creación del Servicio, con valorar el establecimiento del concepto de discriminación positiva respecto de los discapacitados, con celebrar la búsqueda de políticas de integración, de accesibilidad, entre otros criterios que se incluyen, no puedo menos que señalar en este punto -y no tengo más que exponer- lo curioso de lo que les pasa a miles de familias como la de Andrés Trincado Vergara.



Me explico. En el país logramos un enorme avance con la reforma previsional. Las personas con más de 50 por ciento de discapacidad tienen derecho a una pensión a partir de los 18 años. Pero si se tiene un hijo autista, que padece algún tipo de disfasia -lo que el FONADIS no considera como discapacidad- o cuadripléjico, este carece de todo derecho a una política de subvención y apoyo. Miles de mujeres y de familias se empobrecen si uno de los hijos es discapacitado y no autovalente.



Existía un compromiso del Ministerio de Hacienda, en el marco de la normativa, en orden a corregir esa realidad. Solo los menores de edad que padecen de trastornos psiquiátricos tienen derecho a una pensión. Pero un autista no es un enfermo psiquiátrico: su patología es de otra naturaleza. En idéntica situación se halla una persona con algún tipo de disfasia. Y, en esta materia, seguimos sin tener en cuenta un problema que debería ser parte de una política nacional sobre la discapacidad.



Ayer logramos reparar otra situación, señor Presidente. Por desgracia, hasta la aprobación del proyecto de Ley de Presupuestos, y tratándose de talleres protegidos o de diferentes tipos de instituciones con talleres permanentes en que participan niños discapacitados, solo se pueden financiar aquellos a los que concurren personas hasta de 24 años. Después de esa edad, estas han quedado abandonadas a la suerte de la madre, normalmente, quien es la que se halla en primera fila cuidando al hijo mayor de edad. Eso se corrigió en la iniciativa, por cuanto las platas del Ministerio de Educación destinadas a esta clase de asuntos van a poder financiar por primera vez también a los mayores de 24 años.



Queda pendiente lo de las políticas que coordinará el Ministerio de Planificación.



Desde luego, nadie puede votar en contra del texto en debate, pero es necesario representar que decenas de miles de familias quedan en una absoluta desprotección. Si incluyen un hijo que no es autovalente -y quiero usar ese concepto, más amplio que el de discapacidad-, se empobrecen brutalmente. Y, en el nivel en que nos encontramos, no puede ser que, por una lectura de lo que es el sistema previsional -más bien debería ser de seguridad social-, no se incorpore a los menores de edad.



Quiero dejar constancia de que estoy muy contento con la creación del Servicio Nacional de la Discapacidad. Entiendo lo que significa la superación del Fondo Nacional de la Discapacidad, que constituyó un gran logro durante los noventa, pero que resulta insuficiente a estas alturas de nuestro desarrollo. Estoy consciente del esfuerzo de FONADIS, de las ayudas técnicas, y con seguridad el Servicio va a seguir en esa línea. Pero quiero subrayar que falta una pata de las políticas públicas para la discapacidad.



Existe una buena orientación, pero, en casos como el de Andrés Trincado Vergara, cuya hija de trece años padece de disfasia y autismo, por lo que no puede comunicarse con la sociedad, FONADIS ha dicho hasta ahora que no media una discapacidad. Una persona a la que le falta una mano es discapacitada; una persona autista, impedida de comunicarse con el mundo exterior, no es considerada en la misma condición.



Se registra un problema al calificar, y temo que las entidades que se encargarán de hacerlo probablemente no van a cambiar de mentalidad y seguirán demostrando una visión restrictiva acerca de ciertos tipos de discapacidad. Espero que ello no quede en manos solo de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, porque ahí nos hallaremos ante tremendas dificultades.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, lamentablemente, no vamos a discutir el artículo 44, porque ya lo pasamos y entiendo que fue aprobado por unanimidad, pero quisiera plantear una cuestión que no es menor.



Es preciso reconocer que el proyecto en debate redundará en extraordinarios beneficios para los discapacitados, con quienes hoy día estamos en deuda. La ley que se modifica ostenta un nombre maravilloso: apunta a la plena integración social de personas con discapacidad, y creo que la mejor integración que puede hacer la sociedad con ellas es brindarles la posibilidad de trabajar.



Conviene advertir que el que más las discrimina hoy día es el Estado, que contempla normas sobre “salud compatible”. Y estamos aprobando una norma que, si bien es un avance, no es el camino seguido por todos los países desarrollados. Estos aseguran un espacio para los discapacitados en la Administración Pública, en el Congreso, como lo están haciendo, por ejemplo, las Fuerzas Armadas, Carabineros y algunos privados que, en supermercados o en restoranes, les dan cabida. Y las personas favorecidas han respondido muy bien, porque se dan cuenta de que constituye una tremenda oportunidad.



¿Cuál era mi propuesta en la materia? Presenté un proyecto de ley -el señor Presidente de la Comisión dice que no lo conoce, lo cual se explica porque seguramente fue declarado inadmisible- y se lo llevé al FONADIS, al Gobierno. Hubo oídos sordos. Se basaba en la idea de que una proporción de los concursos en la Administración Pública -uno por ciento- se dejara para los discapacitados, ámbito en que podrían competir a fin de que se quedase con el cupo el que representara la mejor posibilidad. 



Lo que se aprueba al acoger el artículo 44 propuesto por la Comisión de Hacienda es que “En los procesos de selección de personal, la Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, el Congreso Nacional, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, seleccionarán preferentemente en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.”.



¿Qué va a pasar con esta norma, señor Presidente? Nunca los discapacitados van a quedar en mejor condición, y creo que la medida va a terminar en la nada. Pero es una buena intención. 



En lo personal, me gustaría que se explorara el camino seguido por España, Alemania y otros países,...

El señor LETELIER.- ¡Las cuotas!

El señor PROKURICA.- ... donde se fija una cuota para que los discapacitados puedan ingresar a la Administración Pública. Y no digo cualquiera. ¡Si aquí no se trata de hacer solidaridad a costa de la Administración Pública! No. La idea es que un no vidente puede trabajar, por ejemplo, como operador telefónico, en igualdad con quien exhibe otras condiciones.



A mi juicio, se registra un avance, pero no es lo mejor, señor Presidente. Este no es el camino seguido por quienes se encuentran mucho más adelante que nosotros en el tratamiento de la discapacidad.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, me sumo a mis Honorables colegas que han expresado la voluntad de mejorar el proyecto y, a la vez, despacharlo lo más rápido posible. La normativa en examen debería estar aplicándose pronto y durante un largo tiempo. Es la primera reforma en la materia. A varios de los presentes nos tocó aprobar la ley original.



Me permito sugerirle a la señora Ministra, por intermedio de la Mesa, que se recojan algunos de los planteamientos de los Senadores señores Letelier y Prokurica -he preguntado en la Comisión de Salud qué pasó con el de este último, pero lo más probable es que haya sido declarado inadmisible- y se discutan con motivo del trámite de un veto, tal vez, a fin de completar el texto de manera de dictar una muy buena ley, que pueda permanecer en el ordenamiento por bastante tiempo.



Incorporar esos agregados no me parece algo demasiado difícil. Considero perfectamente lógico lo que se ha expuesto. Constituye un avance con relación a lo que hicimos el otro día respecto a los 24 años.



Además, es cierto lo que se ha señalado: muchas personas a menudo quedan solas cuando llegan a una edad avanzada, y tal situación, francamente, resulta dramática.



Hoy en la mañana asistimos con el Senador señor Frei a una reunión con discapacitados en Santiago. Ahí nos contaron sus dramas. Pero lo que el servicio público puede hacer al respecto, a través de las municipalidades, es francamente interesante.



Por eso, despachar una mejor normativa importaría un progreso sustancial, y no creo que el trámite de un veto nos demoraría mucho más.



Esa es mi proposición.



Quisiera recabar, a través de la Mesa, una sonrisa de aprobación por parte de la señora Ministra.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Quintana.

La señora QUINTANA (Ministra de Planificación).- Señor Presidente, el proyecto de ley en debate ha sido objeto de una larga elaboración. Se presentó en la Cámara de Diputados en 2005 e ingresó al Senado en 2007, habiendo sido trabajado por las dos ramas del Congreso.



El resultado que hoy se está votando refleja una labor muy acuciosa de las Comisiones de Salud y de Hacienda, donde se discutieron ampliamente los temas planteados ahora, y da cuenta del nivel de acuerdo alcanzado en ambos órganos técnicos.



Con relación a lo expresado por el Senador señor Prokurica en el sentido de determinar cupos en el caso de la selección de funcionarios públicos, existen datos por considerar. Contamos con un estudio que indica que cerca de 10 por ciento de ese personal padece de algún grado de discapacidad, en circunstancias de que la proposición se refiere a uno por ciento. Claramente, no se hallan a la vista los antecedentes, entonces, como para poder establecer una cuota de esa naturaleza.

El señor PROKURICA.- La sugerencia se refiere a los postulantes.

La señora QUINTANA (Ministra de Planificación).- Pido a la Sala considerar -ello también dice relación a las observaciones del Honorable señor Letelier- el arduo trabajo que les significó a las Comisiones de Salud y de Hacienda llegar al resultado que ahora se conoce, en lo cual asimismo intervinieron los equipos técnicos de respaldo de todos los sectores.



La normativa contiene avances tremendamente significativos en distintas materias, tanto en educación, medios de comunicación e instrumentos para favorecer el acceso al mundo laboral como en otros ámbitos.



Solo por poner un ejemplo, cabe recordar que los cuartos básicos están rindiendo la prueba SIMCE. Cuando las disposiciones en análisis se hallen en plena vigencia, será posible que, a diferencia de lo que ocurre hoy, participen en ella los niños con discapacidad auditiva y visual, porque el Ministerio de Educación tendrá la obligación de adaptar los instrumentos de evaluación y eliminar todas las barreras de acceso a los establecimientos de enseñanza, de modo que ninguno quede fuera del sistema por presentar algún problema de ese tipo.



En el ámbito de las comunicaciones, toda información de utilidad pública deberá ser implementada con lenguaje de señas, a fin de extenderla a las personas con discapacidad.



Los anteriores, señor Presidente, constituyen logros que se expresan en el proyecto, cuya tramitación y discusión ha demorado mucho tiempo.



Pido que los aspectos que se expresaron queden planteados para poder estudiarlos en el futuro, pero que no se retrase hoy el despacho del conjunto de avances en educación, en salud, en el acceso a edificios públicos, en desarrollo urbano, con que deben contar los afectados por una discapacidad para encontrarse en igualdad de condiciones.



Muchas gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, coincido plenamente con las palabras de la señora Ministra y me habría gustado que el Servicio Nacional de la Discapacidad hubiera tomado forma mucho antes. En la Cámara de Diputados, cuando creamos la Comisión Especial sobre Discapacitados, hicimos presente la insuficiencia crónica del FONADIS, no solo en el aspecto financiero, sino también en la falta de personal, y la necesidad de una institucionalidad más fuerte.



Ello se está logrando, lo cual es tremendamente positivo.



Deseo destacar que al menos tres reglamentos deben ser dictados por diversos Ministerios para hacer efectiva la ley en proyecto.



En el caso de los procesos de selección de personal estatal, el artículo 44, al cual hacía referencia el Senador señor Prokurica, expresa que “Un reglamento suscrito por los Ministros de Planificación y de Hacienda” -mi preocupación no se centra en el tiempo que pueda demorar Planificación, sino Hacienda- “determinará la forma en que los organismos de la Administración del Estado darán cumplimiento a esta disposición”.



Del mismo modo, el artículo 52 señala que “Un reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda determinará el procedimiento de obtención de los beneficios arancelarios y tributarios establecidos en los artículo precedentes”. Es decir, esa Cartera podrá normar. Ello conlleva un aspecto positivo, porque se podrían incorporar elementos para mejorar, para hacer avanzar el proyecto; pero se presenta también la cuestión de los plazos.



En tercer lugar, el artículo 54 dice que el Registro Nacional de la Discapacidad, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, tiene por objetivo reunir los antecedentes de las personas con discapacidad, lo que permitirá llevar estadísticas. El inciso segundo determina que “Un reglamento dictado por los Ministerios de Justicia y de Planificación establecerá la estructura y funcionamiento del Registro Nacional de la Discapacidad.”.



Se registra una larguísima experiencia de leyes despachadas con premura y respecto de las cuales se eterniza la espera -cuatro a cinco años- por sus reglamentos. Y también se da el caso de iniciativas que demoran bastante en ser tramitadas y cuyos reglamentos demoran más tiempo todavía.



A fin de que se pueda cumplir con la petición formulada por la señora Ministra, los reglamentos cuya elaboración dependa de los Ministerios de Hacienda y de Justicia deben ser dictados con la celeridad necesaria para hacer efectiva la ley. Sin ellos -al menos, los tres que he precisado-, el cuerpo legal no avanzará. Podrá encontrarse publicado, pero no se aplicará.



No abrigo dudas con respecto a MIDEPLAN, que ha impulsado con mucha fuerza el tratamiento del asunto. Pero sí me preocupa Hacienda, porque sabemos que recurre a lupa y microscopio. Y, en algunos casos, la dictación de los reglamentos ha terminado retrasando una ley. Espero que esta no sea una ocasión en que ello suceda.



De aprobarse la iniciativa, señor Presidente, como sucederá, se hará necesaria la solicitud, la exigencia, de que el Ministerio de Hacienda despache los reglamentos determinados por la ley en proyecto.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- En primer lugar, señor Presidente, quiero expresarle, por su intermedio, a la señora Ministra que vamos a votar a favor de todas las normas -ese no es el punto en discusión- y que el texto se despachará hoy.



Pero, como Senador de la República, también me asiste el deber de representar que aquí ha tenido lugar un debate, a lo largo de los últimos años -junto con el generado por la normativa que nos ocupa, y en el marco de la reforma previsional-, en el cual puse énfasis en un vacío. En efecto, resulta bastante absurdo que un muchacho de 17 años, 11 meses y 3 semanas no tenga derecho a un subsidio estatal y una semana después adquiera el derecho a una pensión. Porque existe una arbitrariedad en la fecha. Y durante ese tiempo, debido a que su hijo no es autovalente, esa familia se ha empobrecido.



Eso deseamos indicar.



Consideramos un tremendo avance lo propuesto. Pero existe un punto que debe ser abordado. Hay ciertas discapacidades más complejas que otras.



Tal como señaló el Senador señor Prokurica, nos preocupan las cuestiones relativas a la integración laboral. Aquí se da un impulso en la dirección correcta en materia de accesibilidad, respecto a la cual hay un progreso tremendo y, finalmente, se establece una nueva institucionalidad.



Sin embargo, existen dos cuestiones que a futuro deberán formar parte de las normativas permanentes del Servicio.



En primer término, en cuanto a las políticas de recursos del Ministerio de Educación referentes a los niños discapacitados que asisten a talleres protegidos, solo logramos que la barrera de los 24 años se levantara para el próximo año, al incluirse en el proyecto de Ley de Presupuestos.



Pero, gracias a Dios, hay muchos niños que siguen yendo a esos talleres porque las instituciones le “tuercen la nariz” a la ley. Por ejemplo, en fundaciones como el Pequeño Cottolengo u otras se miente sobre la edad, y deben hacerlo para no dejar desprotegidas a estas personas, sin una integración social tremendamente valiosa.



En segundo lugar, lo mismo ocurre con la pensión básica solidaria para los menores de edad con más de 50 por ciento de discapacidad o, si uno quiere ser más restrictivo, para aquellos que no son autovalentes.



Planteamos lo anterior, señora Ministra, no como una crítica al proyecto, sino como algo que esperamos que sea recogido y se constituya en la bandera de batalla para lograr una plena integración que vaya más allá de lo que aquí se establece.



Queremos más acceso al trabajo para los discapacitados. Y falta mucho en esta materia.



Se dice que un porcentaje muy grande del sector público sufre algún tipo de discapacidad.



Señor Presidente, hay discapacidades y discapacidades.



En el sector público, y en todo el país, se sigue discriminando a un no vidente que desea ser telefonista. Se les sigue pidiendo a las personas una foto en el currículum para darles trabajo.



¡Cómo no se va a discriminar por discapacidad, si somos un país discriminador! Lo que deseamos es que existan más incentivos de discriminación positiva a favor de los discapacitados.



Ese es el espíritu. No quiero que se entienda mal el sentido de mi intervención.



Votaremos a favor, pero pedimos que estas banderas sean asumidas como propias respecto a lo que debemos hacer en cuanto país, particularmente en estas dos áreas: educación o capacitación para los discapacitados mayores de 24 años y pensión para los menores de 18 años que presenten una discapacidad que les impida ser autovalentes.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide, en su segundo discurso.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, hablaré de nuevo solo porque me sorprendió la respuesta de la señora Ministra.



Y lo digo con mucha franqueza.



Creo que hemos realizado un trabajo enorme en los últimos años para mejorar una situación dramática de Chile, a la que nunca se le ha dado la importancia que merece.



Yo mismo, pese a ser médico, jamás tomé esta línea de preocupación, porque en años pasados parecía una cosa muy ajena a la sociedad.



Hemos emprendido un esfuerzo por mejorar las cosas. Junto con los Senadores señores Ominami y Arancibia hemos procurado retirar todo lo que podría alargar el tratamiento del proyecto.



Le entregamos a la Comisión de Hacienda todas las facultades para que modificara la iniciativa conforme a lo que el Gobierno quería, y no la enviamos nuevamente a la Comisión de Salud a fin de facilitar su despacho.



A veces se dice que lo demasiado bueno es contrario a lo necesario, conveniente y útil.



En este caso no es así, pues creo que debemos llegar al máximo de nuestras posibilidades para hacer bien las cosas.



Antes de que interviniera la señora Ministra, le mencioné que era perfectamente viable, sin mayor costo de tiempo ni obstáculo de alguna naturaleza, que se acogiera la posibilidad de estudiar esta materia.



Llamo a la Secretaria de Estado a que reflexione y comprenda que aquí somos muy respetuosos de los Ministros, especialmente cuando se trata de damas.



Pero ¡por el amor de Dios!, alguna vez el Ejecutivo -al que apoyo- debe entender que en el Senado también puede haber buenas ideas, susceptibles de ser recogidas por el Ejecutivo, y que no solo de él surgen las cuestiones que deben discutirse.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará lo propuesto por la Comisión de Salud, con la misma votación precedente.



--Se aprueba la supresión del artículo 75, con la misma votación anterior (30 votos afirmativos).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Comisión de Salud resolvió eliminar el artículo 76, con los votos favorables de los Senadores señores Arancibia y Kuschel y el voto en contra del Honorable señor Ruiz-Esquide, quien ha retirado su oposición, de manera que la supresión debería entenderse acordada por 3 votos contra cero.
El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará lo propuesto por la Comisión, con la misma votación precedente.



--Se aprueba la supresión del artículo 76, con la misma votación anterior (30 votos afirmativos).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, los artículos 70 a 80 fueron aprobados con los votos favorables de los Senadores señores Kuschel y Ruiz-Esquide y la abstención del Honorable señor Arancibia, quien la ha retirado, de manera que estas normas deberían entenderse aprobadas por unanimidad.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, mi duda dice relación al artículo 70.



En el proyecto se crea el Servicio Nacional de la Discapacidad, cuestión que aplaudo. Pero creo que es el único organismo nuevo donde se establece que las personas que se desempeñen en él se regirán por las normas del Código del Trabajo.



Me gustaría que hubiera alguien de la Dirección de Presupuestos a fin de entender este matiz. Es decir, siendo un servicio público, es el primero que creamos sin acceso a los derechos del Estatuto Administrativo. Y deseo que el Ejecutivo aclare los alcances de esto, pues desconozco si ello significa que se podrá negociar colectivamente.



Quiero que se establezcan bien los criterios, porque esto puede formar parte de una política nueva para los trabajadores del sector público, pero sería bueno que el Senado tuviera claridad respecto del tipo de servicios que vamos a crear.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en el mismo sentido de la intervención anterior, deseo referirme a la aplicación del Código del Trabajo en lugar del Estatuto Administrativo.



Hemos dicho que creamos un conjunto de servicios públicos, y MIDEPLAN agrupa a muchos de ellos.



Algunos planteamos el establecimiento de un Ministerio Social, porque el de Planificación comprende materias relacionadas con las discapacidades, los indígenas, la mujer, la juventud, el adulto mayor. Y nos preocupa que cuando se creen servicios se los dote del personal mínimo y, además, en gran parte a honorarios y a contrata, es decir, con pocos funcionarios de planta.



Claramente, el éxito de la gestión de un servicio público radica en la especialización de sus funcionarios. Estos deben recibir capacitación y sus deberes y derechos han de estar garantizados.



En definitiva, la planta es fundamental para que aquel cumpla sus objetivos.



Me inquieta que tengamos personal a contrata y a honorarios al infinito, como ha ocurrido en otras áreas, donde el 60 a 70 por ciento del servicio está constituido por trabajadores a honorarios, con alta inestabilidad, con alto riesgo y sin la posibilidad concreta de disponer de la debida protección, que siempre redunda, a través de mecanismos de cumplimiento de metas, en una mejor institución.



En tal sentido, quiero formular la misma pregunta hecha por el Senador señor Letelier respecto a la planta de este Servicio.


Me preocupa que aquella se rija por el Código del Trabajo y que no exista un personal de planta permanente, respecto al cual se asegure que esté integrado por funcionarios públicos.



Si dicha institución va a ser estatal, deberían corregirse tales problemas. 



Hemos criticado duramente a los empresarios, a los subcontratistas y al sector privado por utilizar la subcontratación o la prestación de servicios a través de honorarios. Pero el Estado, en general, es un mal empleador; porque hace uso abusivo del trabajo a honorarios o a contrata. Hemos criticado a los sostenedores privados y particulares subvencionados, así como a muchas empresas privadas.



Siento que el Estado debería dar un ejemplo sobre lo anterior. 



Me preocupa que, en materia de relación contractual laboral, se reitere un mecanismo que deseamos suprimir en el Estado: la existencia del empleo a honorarios y a contrata. Deseamos contar con personal de planta permanente, de tal manera de garantizar su capacitación, estabilidad y responsabilidad.



Señor Presidente, no sé si la señora Ministra o algún miembro de la Comisión de Salud pueden responder mis inquietudes.



--(Aplausos en tribunas).

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra de Planificación. 

La señora QUINTANA (Ministra de Planificación).- Señor Presidente, la situación planteada fue discutida a lo largo del proceso de formulación del proyecto, y el resultado que aquí se presenta es producto de la labor conjunta con los trabajadores y trabajadoras y la Asociación de Funcionarios de FONADIS, quienes expresaron su plena conformidad con estar sometidos al Código del Trabajo, como se propone en el proyecto. 



De esa forma, se dará continuidad al régimen laboral que hoy existe en el Fondo Nacional de la Discapacidad, al cual también se sujetan otros organismos como la Corporación Nacional Forestal y entidades pertenecientes al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. 



Por tanto, no es la única expresión de dicho sistema en el sector público.



Por otro lado, quiero destacar que esta iniciativa, incluyendo el régimen laboral propuesto, no solo ha sido respaldada por la Asociación de Funcionarios de FONADIS, sino también por la ANEF.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, deseo señalar algo muy simple. Por lógica natural, soy contrario a que dentro del Estado haya organismos que, adquiriendo su plena condición de públicos, se encuentren regidos por distintas legislaciones. 



Eso era comprensible antes de que se propusiera que el FONADIS pasara a tener las características de Servicio Nacional de la Discapacidad.



En cuanto al ejemplo de la CONAF, es dable mencionar que existe una sentida petición de sus funcionarios para ser trasladados al sector público y regirse de acuerdo a sus normas. 



Entiendo las razones que podrían existir para formular el planteamiento en comento. Sin embargo, considero que ya es hora de que cada uno de nosotros exponga sus ideas conforme a una visión global a fin de no estar modificando el régimen laboral de las instituciones públicas en forma permanente. De no ser así, vamos a tener un Estado multifacético, que es un engendro que nadie entiende, sobre todo considerando que existe la tendencia a ir disminuyendo no solo su tamaño, sino también su poder y, fundamentalmente, la forma en que debe operar. 



Por lo tanto, señor Presidente, solicito a la Mesa que se ponga en votación el artículo 70, pues deseo pronunciarme en contra.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, deseo intervenir en el mismo sentido en que lo hicieron los señores Senadores que me precedieron. 



Me tocó participar en la discusión de la Comisión de Salud y, en general, considero que el proyecto representa un gran avance. 



Hace muchos años presentamos una iniciativa en la Cámara de Diputados sobre la discapacidad, que luego permitió crear la Comisión Especial de la  Discapacidad, y de ahí surgió la tramitación de la normativa que ahora nos ocupa. 



A mi juicio, ella trata una de las materias más relevantes en la sociedad chilena, que tiene que ver, justamente, con un aspecto que nos ha costado mucho enfrentar para adecuar nuestra idiosincrasia a una expectativa más profunda y compleja en materia de respeto a las personas y sus derechos.



Se trata de un punto central, y la normativa en debate ayuda en ese sentido. Por eso, valoro el esfuerzo de la señora Ministra. 



Pero cuando respecto a la institucionalidad que estamos discutiendo se hace un símil con la CONAF, no puedo dejar de manifestar que he sido uno de los más acérrimos opositores a continuar con instituciones públicas que finalmente no lo son y que disponen de un estatus precario en el ámbito laboral. 



Con ello se envía una señal de minusvalidez para la institución en comento.



Por una parte decimos que se trata de una política prioritaria, fundamental para el país, y por otra, no le entregamos al nuevo servicio la capacidad, la potestad, desde el punto de vista del recurso humano, para que funcione efectivamente de acuerdo con las necesidades de Chile.



Es decir, queremos desarrollar un conjunto de instrumentos de política esenciales, que tienen que ver con integración, no exclusión, derechos fundamentales, pero al mismo tiempo se construye un chasis absolutamente insuficiente.



Por lo tanto, quiero compartir las opiniones vertidas por los Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide, porque -como planteé en su momento en la Comisión- se trata de un asunto no resuelto en forma adecuada. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero hacer un planteamiento en mi calidad de miembro de la Comisión de Trabajo, donde hemos venido discutiendo acerca de las políticas para el sector público. 



Aquí se propone un híbrido, por cuanto el artículo 70, que establece que el personal del Servicio Nacional de la Discapacidad se regirá por el Código del Trabajo, debe ser analizado en el contexto de lo que dispone el artículo 71, que sujeta a esos trabajadores a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones contempladas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 



Es decir, se les asigna una serie de obligaciones, como si fueran funcionarios públicos. Se le da continuidad al régimen que hoy impera en el FONADIS. Lo que no se contempla son normas referidas a la estabilidad en el empleo, a ciertas garantías de los funcionarios públicos. 



El sistema propuesto puede servir como modelo futuro para la Administración Pública. No lo descarto. Pero parece curioso partir en dicha institución con este híbrido tan peculiar. 



Eso quería dejar por sentado. 



Entiendo a la señora Ministra en plenitud, porque deseamos que exista el Servicio. Y no votaré en contra de su creación. Pero, como miembro de la Comisión de Trabajo, mi deber es hacer presente que aquí se establece un funcionario público de distinta clase, de otra categoría. 



Uno también se da cuenta de que tal entidad va a presentar ciertas debilidades.



Me explico.



Si tuviera que preguntar algo tan básico como cuántas camionetas tendrá la institución en la Sexta Región, con cierto dolor debería responder que probablemente habrá de pedirlas prestadas y que no tendrá conductores para manejarlas. Además, solo dispondrá de tres funcionarios para una población de un millón de personas.



Entiendo, por tanto, que estamos ante una institución germinal, que está comenzando. Y por eso la apoyaré.



Pero creo que debemos fijar -y esta no es una discusión con MIDEPLAN- un criterio con respecto a las políticas públicas en materia de recursos humanos. 



La semana pasada o antepasada, con motivo de la creación del Ministerio del Medio Ambiente, firmamos un acuerdo en cuanto a la existencia de una política respecto de la CONAF para transformarla en una entidad pública. Y con ello hablamos de que sus funcionarios no continúen rigiéndose por el Código del Trabajo. 



No votaré en contra de la norma en cuestión. Simplemente quiero dejar constancia de que aquí se presenta una situación híbrida, que sería bueno discutirla en otro contexto, no con el objeto de debilitar lo que ahora se está construyendo, sino para disponer de una política uniforme en todo el sector público. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).-Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Trabajo, deseo señalar lo siguiente. 



En primer lugar, voy a votar a favor de la iniciativa en debate. 



Pero me parece extraña la mixtura que se hace entre normas del Código del Trabajo y del Estatuto Administrativo. 



Porque en el artículo 78, sobre infracciones de deberes y prohibiciones, se establecen sanciones como censura, multa y remoción.



Y, si se prefirió que fuera el Código del Trabajo el que regulara la relación laboral entre los trabajadores y el Servicio Nacional de la Discapacidad, ocurre que las normas de terminación del contrato se encuentran claramente establecidas en dicho Código. 



Por eso, parece extraña -por decir algo- la forma como se van a regir las relaciones laborales de esos trabajadores con el organismo que se crea.



Como miembro de la Comisión de Trabajo, planteo tal inquietud -la señalé antes-, similar a la del Senador señor Letelier.



Reitero que voy a votar a favor del proyecto.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- No se pueden aprobar con la misma votación anterior las disposiciones restantes, porque ha cambiado el número de señores Senadores presentes. Por lo tanto, procederemos a votar.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, he pedido votación separada del artículo 70.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Entonces, si le parece a la Sala, daríamos por aprobados todos los otros artículos a que se refirió el señor Secretario, con excepción del 70.



--Así se acuerda.
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En votación el artículo 70.



--(Durante la votación).
El señor RUIZ-ESQUIDE.-  ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Senador Ruiz-Esquide, ¿quiere fundamentar su voto?



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, fue planteado por alguien que ya se  encontraría aprobado el artículo 70, por no haber tenido indicaciones.



Había anunciado que votaría en contra. Pero no quiero forzar la situación para que otros Senadores rechacen la disposición.



Solicito que me aclaren la situación. Si no podemos pronunciarnos, dejaré constancia de mi rechazo al artículo.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, estamos en votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 70 (24 votos a favor, 2 en contra y una abstención) y queda despachado el proyecto en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Flores, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Votaron por la negativa los señores Navarro y Ruiz-Esquide.


Se abstuvo el señor Ominami.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora QUINTANA (Ministra de Planificación).- Señor Presidente, quiero resaltar que el 5 de enero de 1994 fue promulgada la ley N° 19.284, que estableció normas para la plena integración social de las personas con discapacidad.



Esa ley marcó un hito relevante en la forma de abordar el tema de la discapacidad en nuestro país, otorgando una responsabilidad central al Estado en las tareas de lograr la integración social de los discapacitados, el pleno reconocimiento y ejercicio de sus derechos y la equiparación de oportunidades.



Posteriormente, el 28 de agosto de 2008, luego de ser aprobada por el Congreso Nacional, entró en vigencia en Chile la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo. La aprobación de este instrumento internacional mostró la voluntad inequívoca del Gobierno y del Congreso Nacional de avanzar en los derechos de tales personas.



Hoy estamos en presencia de un nuevo hito, tan histórico y trascendente como los anteriores. Luego de más de cuatro años de tramitación en el Parlamento -como señalé hace un momento-, el Senado ha aprobado en particular el proyecto de ley a través del cual nuestro país se da un nuevo marco jurídico institucional en materia de discapacidad, lo que nos permitirá avanzar en la igualdad de oportunidades y en la inclusión social, participación e igualdad de derechos.



Esta nueva legislación busca eliminar gradualmente, pero en forma definitiva, los obstáculos que aún subsisten y que entraban la plena integración de los discapacitados.



Junto con el desafío de nivelar las condiciones institucionales de acceso y participación, es necesario diseñar una oferta pública y privada de servicios de apoyo, consistente con el sistema de protección social que hemos venido configurando, el cual constituye el sello e identidad del Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet.



La visión plasmada en el proyecto de ley supera las antiguas medidas de asistencialidad y paternalismo, favoreciendo aquellas medidas y acciones que promueven una efectiva igualdad y equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad.



Muchas veces nos parece que este es un tema lejano, pero en nuestro país más de 2 millones de personas presentan algún nivel de discapacidad. Esta cifra representa el 12,9 por ciento de la población total, es decir, una de cada ocho personas. De modo que aquella se halla más cerca de nosotros de lo que pensemos o queramos. De ahí la importancia de la votación habida.



Con esta nueva ley, cuyo texto fue ampliamente enriquecido por los señores Senadores y señoras Senadoras que integran las Comisiones de Salud y de Hacienda -a  quienes agradecemos su activa participación y sus significativos aportes-, Chile hace un nuevo trato con los discapacitados.



Para terminar, quiero expresar, con ejemplos muy concretos, cómo cambiará la vida de esas personas una vez que el proyecto se promulgue como ley.



-Los niños con discapacidad -como mencioné hace un momento- podrán rendir la prueba SIMCE. La institucionalidad pública deberá hacer las adecuaciones y se obligará a ofrecer oportunidades para que aquellos la puedan rendir, tal como sucederá con la PSU.



-La eliminación de barreras existentes para el ingreso de estudiantes con discapacidad a los distintos establecimientos educacionales públicos, obligándolos a que entreguen la enseñanza adaptada a sus niveles.



-La rotulación de medicamentos, tanto respecto a su tipo como a la fecha de vencimiento, constituye un aspecto que está asegurado a través del proyecto.



-La creación del Servicio Nacional de la Discapacidad constituye una instancia de fortalecimientos institucional.



¡Qué duda cabe de que con esta legislación avanzamos en una sociedad más justa, más inclusiva y más acogedora!



¡Muchas gracias!

El señor NOVOA (Presidente).- Según lo acordado, corresponde tratar el proyecto que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional.



El señor Ministro ha solicitado recabar la anuencia de la Sala para que ingresen los señores Subsecretarios de Guerra, Marina, Aviación e Investigaciones, y el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA (Presidente).- Asimismo, el Senador señor Allamand ha pedido tratar esta iniciativa en sesión secreta.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, como Comité deseo plantear una moción de orden.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero. 

El señor ROMERO.- Entiendo que se ha distribuido el texto de un proyecto de acuerdo sobre el respaldo del Senado a Su Excelencia la Presidenta de la República ante la situación que afecta las relaciones con Perú.

El señor NOVOA (Presidente).- Se está entregando, Su Señoría.

El señor ROMERO.- Pero va a empezar la parte secreta de la sesión.

El señor NOVOA (Presidente).- Suspenderemos la sesión por 5 minutos y, cuando se reanude, pondremos en votación el proyecto de acuerdo. Después, iniciaremos la discusión del proyecto sobre modernización del Ministerio de Defensa.



Se suspende la sesión por 5 minutos.

)-----------------(



--Se suspendió a las 17:19.



--Se reanudó a las 17:29.

)----------(
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



Se va a constituir la Sala en sesión secreta.

SESIÓN SECRETA



--Se constituyó la Sala en sesión secreta a las 17:30 y adoptó resolución sobre el siguiente proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señora Alvear y señores Coloma, Núñez, Pizarro y Romero:



“1° Los recientes acontecimientos relacionados con un supuesto caso de espionaje en el que se verían involucrados militares de Perú, ha dado lugar a una desafortunada e inédita secuencia de agraviantes declaraciones por parte de las más altas autoridades de ese país.



“2° En ellas, no sólo se dan por ciertos los hechos que dicen relación con el caso de espionaje que acusa el gobierno peruano, sino que además, se imputa, de manera destemplada y oportunista, una serie de intenciones fuera de la realidad, formuladas con un fin claro y único: instalar a Chile como un país agresor y belicista, olvidando Perú el inamistoso gesto de pretender cambiar el límite marítimo existente entre ambos países.



“3° El Senado rechaza el escalamiento de la estrategia comunicacional de Perú, que entorpece y arriesga peligrosamente el avance de la relación bilateral en otros temas de mutuo interés.



“4° La relación entre ambos países ha desarrollado, en los últimos años, ámbitos tan distintos como el comercial, el económico y el migratorio, lo que ha permitido configurar nuevas realidades y sentar bases para el entendimiento mutuo hacia el futuro.



“5° Sin embargo, nada de ello parece ir en sintonía con las expresiones que se han recibido recientemente por parte del gobierno de Perú, que en los últimos meses ha dado pasos concretos para desprestigiar a Chile en el ámbito internacional, probablemente con la expectativa de configurar un escenario favorable desde una perspectiva política y comunicacional, dada la débil fundamentación jurídica de su pretensión marítima presentada ante la Corte Internacional de Justicia de La Haya.



“6° El Senado de Chile rechaza categóricamente las recientes declaraciones del Presidente Alan García en contra del país. Esta Corporación se siente orgullosa de ser el órgano legislativo de una democracia ejemplar, como lo reconoce unánimemente el resto de la comunidad internacional. Por tanto, condena toda amenaza al entendimiento pacífico de nuestros países e insta al empleo de un lenguaje respetuoso en la conducción de las relaciones internacionales.



“7° El Senado de la República entrega su sólido respaldo a la conducción de esta situación por parte de S.E. la Presidenta de la República y del Ministerio de Relaciones Exteriores, que tenemos la certeza mantendrán su invariable línea de prudencia y serenidad en el tratamiento de la relación con nuestros países vecinos, pero también de firmeza en la defensa de los intereses permanentes de la patria.



“En vista de lo anterior,



“EL H. SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:



“Expresar su más pleno respaldo al gobierno de S.E. la Presidenta de la República en el manejo de las relaciones bilaterales con Perú, manifestando su rechazo a las hostiles expresiones de los últimos días provenientes desde ese país y llamando a sus más altas autoridades a la reflexión, para evitar la creación de conflictos artificiosos, que sólo perjudican el futuro de cooperación e integración al que se debe la relación entre ambas naciones.”.



--Asimismo, discutió el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional, con segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- El Senador señor Letelier solicita despachar de inmediato y sin debate las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto que establece un sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios, que se encuentra con “discusión inmediata”.

El señor LETELIER.- Así es.

El señor ROMERO.- Yo respaldo esa petición.

El señor NOVOA (Presidente).- La ley anterior sobre la materia venció el 15 de noviembre.



Si le parece a la Sala, se tratará a continuación el proyecto mencionado.



--Así se acuerda.

SISTEMA DE INCENTIVOS PARA SUSTENTABILIDAD AGROAMBIENTAL DE SUELOS AGROPECUARIOS
El señor NOVOA (Presidente).- Conforme a lo recién acordado por la Sala, corresponde tratar el proyecto, en tercer trámite constitucional, que establece un sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6580-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 33ª, en 14 de julio de 2009.

En tercer trámite, sesión 69ª, en 17 de noviembre de 2009.

Informes de Comisión:


Agricultura, sesión 46ª, en 8 de septiembre de 2009.


Agricultura (segundo), sesión 59ª, en 27 de octubre de 2009.


Hacienda, sesión 59ª, en 27 de octubre de 2009.


Discusión:



Sesiones 52ª, en 29 de septiembre de 2009 (se aprueba en general); 60ª, en 28 de octubre de 2009 (se aprueba en particular).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Este proyecto, que se inició en el Senado, fue objeto de dos enmiendas en el segundo trámite constitucional.



La primera de ellas sustituye, en el inciso segundo del artículo 5º, una frase que da por definidos a los pequeños productores agrícolas, conforme a lo dispuesto en la letra g) del artículo 2º, por otra que remite a la definición establecida en el artículo 13 de la ley Nº 18.910. Este último precepto establece que pequeño productor agrícola “Es aquel que explota una superficie no superior a las 12 hectáreas de Riego Básico, cuyos activos no superen el equivalente a 3.500 Unidades de Fomento, que su ingreso provenga principalmente de la explotación agrícola, y que trabaje directamente la tierra, cualquiera sea su régimen de tenencia.”.



La otra modificación de la Cámara Baja consiste en agregar al inciso segundo del artículo 16 una oración que dispone el envío, a las Comisiones de Hacienda de ambas ramas del Parlamento de copia de los informes relativos a la ejecución del sistema de incentivos que se consagra en la ley en proyecto.

El señor LETELIER.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.



--Se aprueban, y queda despachado el proyecto en este trámite.
)------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados mediante el cual comunica que prestó su aprobación a las enmiendas introducidas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2010 (boletín N° 6.707-05), con excepción de las que indica, y señala los nombres de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse (Véase en los Anexos, documento 7).

El señor LONGUEIRA.- ¿Quiénes son?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Diputados señores Marcos Espinosa Monardes, José Antonio Kast Rist y José Miguel Ortiz Novoa, y señoras Karla Rubilar Barahona y Ximena Vidal Lázaro.



--Se toma conocimiento y se designa a los Senadores miembros de la Comisión de Hacienda para que integren la referida Comisión Mixta.

El señor NAVARRO.- ¿Es solo la Partida de Educación?

El señor NOVOA (Presidente).- Sí, señor Senador.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NOVOA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, solicitándole dar NOMBRE DE PATRICIA VERDUGO A SALA DE EDIFICIO GABRIELA MISTRAL.


Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Agricultura, a fin de obtener INFORMACIÓN SOBRE DIFICULTADES PARA ACCESO A BENEFICIOS DE LEY DE BOSQUE NATIVO.


Del señor ROMERO:



Al señor General Director de Carabineros de Chile y a la señora Subsecretaria de Carabineros, requiriéndoles analizar la posibilidad de REPOSICIÓN DE TENENCIA POLICIAL DE CABILDO (Quinta Región), y a los señores Director General de Aguas y Director Regional de Aguas del Maule, pidiéndoles informar sobre DERECHOS DE AGUA DE HIDROELÉCTRICA CENTINELA EN RÍO ACHIBUENO (Séptima Región).
)---------------(
El señor NOVOA (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:10.






Manuel Ocaña Vergara,






Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 357

ACTA APROBADA

SESIÓN 63ª, ORDINARIA, EN MARTES 10 DE NOVIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, de Justicia, Presidente de la Comisión Nacional de Energía, Directora del Servicio Nacional de la Mujer, Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señores José Antonio Viera-Gallo, Carlos Maldonado y Marcelo Tokman y señoras Carmen Andrade, Paulina Urrutia y Ana Lya Uriarte, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones sesenta y uno y sesenta y dos, ambas extraordinarias, de los días 3 y 4 de noviembre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, da inicio a un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 126 de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 6.756-07).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Veinticuatro de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:


Con los cuatro primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (Boletín Nº 3.878-17).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (Boletín N° 5.766-08).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (Boletín Nº 5.947-12).



4.- Proyecto de ley que modifica el artículo quinto transitorio de la ley N° 19.665, extendiendo el funcionamiento de los tribunales que indica (Boletín N° 6.750-07).



Con los catorce siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las iniciativas que se indican a continuación:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces (Boletín Nº 4.670-07).



3.- Proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4.716-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que consagra el principio de neutralidad en la red para los consumidores y usuarios de Internet (Boletín N° 4.915-19).



5.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).



6.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana (Boletín N° 5.406-15).


8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23).



9.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Núñez y Pizarro, en materia de declaración de culpabilidad por una acusación constitucional (Boletín N° 5.850-07).



10.- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria (Boletín N° 6.447-07).



11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección a los refugiados (Boletín Nº 6.472-06).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad  (Boletín N° 6.582-11).



13.- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo (Boletín N° 6.648-02).


14.- Proyecto de ley que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas, en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas (Boletín N° 6.681-01).



Con los seis últimos, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías al país (Boletín N° 5.343-01).



4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).



5.- Proyecto de ley que modifica el D.F.L. N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, incorporando la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de Isapres, y homologando el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el D.L. N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (Boletín N° 6.312-11).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales (Boletín N° 6.692-05).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política de la República, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a doña Rosa del Carmen Egnem Saldías (Boletín N° S 1.207-05).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, comunica que se ausentará del territorio nacional los días 9 a 17 de noviembre del presente año, en visita de Estado, en la ciudad de Seúl, República de Corea; en visita de trabajo, en la ciudad de Shangai, República Popular China, y para participar de la Cumbre de Países Líderes de APEC, en la ciudad de Singapur, República de Singapur, y en la Cumbre de Seguridad Alimentaria, en la ciudad de Roma, República de Italia.



Informa, además, que durante su ausencia la subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Edmundo Pérez Yoma.



-- Se toma conocimiento.



Con el tercero, solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Nacional de Pesca a la señora Beatriz Corbo Atria y a los señores Andrés Couve Rioseco, Eduardo Tarifeño Silva, Osvaldo Carvajal Rondanelli, Carlos Merino Pinochet, Sergio Pulido Rocatagliata y Tomás Flores Jaña, para lo cual hace presente la urgencia establecida en el inciso segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Boletín S 1.208-05).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Nueve de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.766-08).



-- Queda para Tabla.



Con el segundo, comunica que ha prestado su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje (Boletín N° 6.392-09).



-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con los cinco siguientes, comunica que ha aprobado las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a la maternidad, la paternidad y la vida familiar, y establece un permiso por matrimonio del trabajador (Boletín N° 5.907-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2.- Proyecto de ley que concede nacionalidad por especial gracia al Padre Gerard Ouisse (Boletín N° 6.646-17).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



3.- Proyecto de ley que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.648-02).


-- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional y a la de Hacienda, en su caso.



4.- Proyecto de ley que modifica el artículo quinto transitorio de la ley N° 19.665, extendiendo el funcionamiento de los tribunales que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata) (Boletín N° 6.750-07).



5.- Proyecto de ley que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.447-07).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.



Con el octavo, comunica que ha prestado su aprobación a las observaciones que formulara Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.716-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el noveno, comunica que ha rechazado la idea de legislar del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 4.670-07), e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse, según lo dispone el artículo 70 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la referida Comisión Mixta.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 230, inciso primero, y 186 del Código Procesal Penal.



-- Se toma conocimiento.



Con el segundo, remite copia autorizada de la sentencia recaída en el requerimiento de constitucionalidad referido a la tramitación del proyecto de acuerdo relativo a la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (Boletín N° 6.689-10).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del señor Ministro del Interior, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referido a los problemas de conectividad de la comuna de Chaitén y reposición de servicios básicos en ella.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los gastos del Estado en material bélico.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, en relación con la carga impositiva que afecta a los combustibles y su incidencia en la economía del país.



Tres del señor Ministro de Salud:



Con el primero, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a los estudios de preinversión hospitalaria de los establecimientos correspondientes a la jurisdicción del Servicio de Salud Viña del Mar-Quillota y respecto de la salud de los habitantes de las comunas de Puchuncaví y Quintero.



Con el segundo y el tercero, responde dos oficios enviados en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, relativos a la solución del alto endeudamiento que afecta al Ministerio de Salud y a la inclusión de la “esclerosis múltiple” en la cobertura del régimen general de garantías en salud, respectivamente.


De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Girardi, acerca del cumplimiento de los compromisos contraídos por la Fundación Pumalín con el Estado de Chile.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 5.947-12).



Informes de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Hacienda, recaídos en las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 3.878-17).



Segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad  (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 3.875-11).



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, para garantizar el acceso universal e igualitario a la pensión de vejez (Boletín N° 5.087-07).



Nuevo primer informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).



-- Quedan para Tabla.

Moción



Moción de los Honorables Senadores señores Girardi y Ruiz-Esquide, mediante la cual inician un proyecto de ley que elimina las preexistencias en los planes de salud de las Isapres (Boletín N° 6.761-11).


-- Pasa a la Comisión de Salud.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica el Estatuto Administrativo y el de los Funcionarios Municipales, para regularizar la situación de las personas contratadas a honorarios a suma alzada.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero y el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Solicitudes de permiso constitucional



Solicitudes de los Honorables Senadores señores Girardi y Núñez, para ausentarse del país a contar del día 9 de noviembre del año en curso.



-- Se accede a lo solicitado.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Citar a sesión extraordinaria de la Corporación para el día de mañana, miércoles 11 de noviembre, de 15 a 18 horas, en reemplazo de la sesión ordinaria, a fin de ocuparse de los asuntos de la Tabla.


Además, en relación con esta sesión extraordinaria, acordó lo siguiente:


- Poner en la Tabla de Fácil Despacho, sin fundamento de voto, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo quinto transitorio de la ley N° 19.665, extendiendo el funcionamiento de los tribunales que indica (Boletín N° 6.750-07).


- Incluir en su Tabla, el proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica (Boletín N° 6.757-05).


2) Citar a sesión especial de la Corporación para el día de mañana, miércoles 11, de 18 a 24 horas, con el objeto de tratar el proyecto de ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2010 (Boletín N° 6.707-05).


3) Tratar como si fueran de Fácil Despacho y sin fundamento de voto, en la sesión ordinaria del día de hoy, martes 10 de noviembre, las siguientes iniciativas:


1°. Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (Boletín N° 5.766-08).


2°. Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).


4) Colocar en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (Boletín N° 5.947-12).


5) Disponer que, en lo que respecta a la sesión especial citada para el día de mañana, miércoles 11, de 10:30 a 13 horas, a fin de abocarse al proyecto de ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2010 (Boletín N° 6.707-05), las indicaciones puedan ser presentadas hasta el momento en que se inicie la discusión de cada Partida.


6) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 16 de noviembre, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona penalmente la colusión (Boletín N° 6.454-07).


7) Retirar de la Tabla de la sesión del día de hoy, martes 10 del actual, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02), e incluirlo en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del martes 17 de noviembre.

- - -



Luego, el señor Presidente señala que la Honorable Senadora señora Alvear ha pedido que se recabe el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, a fin de modificar el Estatuto Administrativo y el de los Funcionarios Municipales para regularizar la situación de las personas contratadas a honorarios a suma alzada, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.



Asimismo, expresa que el Honorable Senador señor Bianchi ha formulado igual requerimiento respecto de la Moción que presentara, a fin de incorporar en el decreto ley N° 3.500 un mecanismo de protección para pensiones que son pagadas en unidades de fomento para los meses en que ésta experimenta una variación negativa, que fue declarada inadmisible -en sesión de 4 de noviembre pasado- por referirse a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, 

y a otros cuerpos legales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de Energía, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 5.766-08.


Añade que la controversia entre ambas ramas legislativas se suscitó por el rechazo de la Cámara de Diputados a una de las enmiendas realizadas por el Senado, referida a la Ley General de Servicios Eléctricos, que disponía que las obras de expansión del sistema de transmisión troncal de energía que determinara el decreto del Ministro de Economía tendrían el carácter de imprescindibles y serían de interés nacional, y en caso de que fuera requerido por otras leyes se entendería que los obligados a ejecutar dichas obras contaban con la calidad de concesionarios de servicios eléctricos.



La Comisión Mixta propone, para el inciso final, nuevo, que se agrega al artículo 99 de la Ley General de Servicios Eléctricos, la siguiente redacción:


“En caso que sea requerido por otras leyes, se entenderá que los obligados a ejecutar las obras de expansión del sistema de transmisión troncal que determine el decreto, cuentan con la calidad de concesionarios de los servicios eléctricos. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes números 19.300 y 20.283, y demás normas legales pertinentes.”.


El señor Secretario General resalta que dichas leyes corresponden a la que fijó las bases generales del medio ambiente y a la relativa a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal, respectivamente.



Agrega que la proposición de la Comisión Mixta fue aprobada por 6 votos a favor (Honorables Senadores señores Núñez, Orpis y Prokurica, y Honorables Diputados señores Aedo, García Huidobro e Insunza) y tres en contra (Honorable Senador señor Gómez, y Honorables Diputados señores Espinosa y Fuentealba).


Destaca que la Cámara de Diputados, en sesión del miércoles 4 del mes en curso, aprobó la referida propuesta.


Así, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente proposición:

Artículo 13

N° 17



Reemplazarlo, por el siguiente:



“17. Agrégase en el artículo 99°, el siguiente inciso final, nuevo:



”En caso que sea requerido por otras leyes, se entenderá que los obligados a ejecutar las obras de expansión del sistema de transmisión troncal que determine el decreto, cuentan con la calidad de concesionarios de los servicios eléctricos. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes N°s 19.300 y 20.283, y demás normas legales pertinentes.”.”.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Gómez y Letelier y a los señores Ministros Secretario General de la Presidencia y Presidente de la Comisión Nacional de Energía.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 26 votos a favor y 2 en contra.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Ávila y Gómez.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1º.- Créase el Ministerio de Energía, el que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración del sector de energía.


Artículo 2º.- Modifícase el decreto ley Nº 2.224, de 1978, de la siguiente manera:



1. Reemplázase el epígrafe del Título primero por el siguiente: “Del Ministerio de Energía”.



2. Suprímese el artículo 1º.



3. En el artículo 2º:



a) Reemplázase la frase “a la Comisión Nacional de Energía” por la siguiente: “al Ministerio de Energía”.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo: “Se relacionarán con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Energía, la Comisión Nacional de Energía, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y la Comisión Chilena de Energía Nuclear.”. 



4. En el artículo 3º:



a) Reemplázase la frase “a la Comisión Nacional de Energía” por la siguiente: “al Ministerio de Energía.



b) Agrégase, después de la palabra “distribución,” las palabras: “consumo, uso eficiente,”.



5. En el artículo 4º:



i) Reemplázase, en el encabezamiento, la frase “a la Comisión” por la siguiente: “al Ministerio”.



ii) En la letra d), reemplázase la frase “y proponer al Gobierno las normas técnicas” por la siguiente frase, precedida de una coma (,): “proponer y dictar, según corresponda, las normas”; sustitúyese las palabras “sea necesario dictar” por “sean necesarias”; y agrégase antes de la frase “la seguridad y adecuado funcionamiento” la frase: “la eficiencia energética,”.



iii) Reemplázase, en la letra e), la frase “técnicas a que se refiere la letra anterior” por la palabra “sectoriales”.



iv) Reemplázase, la letra f) por la siguiente: “f) Proponer al Presidente de la República y evaluar las políticas, planes y normas relativas a los contratos especiales de operación a que se refiere el inciso décimo del número 24° del artículo 19 de la Constitución Política, tratándose de hidrocarburos o materiales atómicos naturales.”.



v) Reemplázanse las letras g) y h) por las siguientes letras g), h) e i) nuevas:



“g) Integrar y participar en la formación y constitución de personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, a que se refiere el Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, cuya finalidad fundamental sea la promoción, información, desarrollo y coordinación de iniciativas de investigación, transferencia y difusión de conocimientos económicos, tecnológicos y de experiencias en el área de la energía. Del mismo modo, el Ministerio está facultado para participar en la disolución y liquidación de las entidades de que forme parte, con arreglo a los estatutos de las mismas.



El Ministro de Energía, mediante resolución, nombrará uno o más representantes del Ministerio, los que estarán facultados para participar en los órganos de dirección y de administración que contemplen los estatutos de las personas jurídicas que se constituyan en virtud de lo dispuesto en la presente disposición.



h) Fijar, mediante resolución, los estándares mínimos de eficiencia energética que deberán cumplir los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales que utilicen cualquier tipo de recurso energético, para su comercialización en el país.



Los importadores, fabricantes y distribuidores, según corresponda, de los bienes señalados en el párrafo anterior, que persigan su comercialización en el territorio nacional, deberán certificar para dicho efecto que cumplen con el estándar exigido, por intermedio de entidades autorizadas para ello y etiquetar los respectivos productos con las indicaciones del consumo energético de los mismos, cuando así se establezca de conformidad con lo dispuesto en la letra precedente.


Mediante un reglamento expedido por el Ministerio de Energía, se establecerá el procedimiento y las demás normas necesarias para la aplicación de los preceptos establecidos en esta letra. Dicho reglamento deberá contemplar, a lo menos:



i) Los aspectos básicos a considerar durante la etapa de diseño del estándar mínimo de eficiencia energética, incluida la forma de consulta y coordinación de los organismos del Estado que puedan vincularse con su determinación.



ii) La forma cómo se comprobará la adecuación de estándar mínimo de eficiencia energética, a los estándares internacionales en la materia.



iii) El mecanismo de participación del público interesado en la determinación del estándar, considerando las dimensiones informativa, consultiva y resolutiva, y



iv) La forma de publicidad del programa de implementación.



i) Establecer, mediante resolución los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas y de combustibles líquidos o que utilicen cualquier tipo de recurso energético, que deberán contar para su comercialización con un certificado de aprobación o la respectiva etiqueta de consumo energético, conforme lo dispuesto en el número 14.- del artículo 3° de la ley N° 18.410.



Mediante un reglamento expedido a través del Ministerio de Energía, se establecerán los procedimientos, el sistema de etiquetado y las demás normas necesarias para la aplicación de los preceptos establecidos en esta letra.”.



vi) Incorpórase la siguiente letra j), nueva, pasando la actual letra i) a ser k):



“j) Suscribir en representación del Estado, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije por decreto supremo, los contratos especiales de operación relativos a hidrocarburos y materiales atómicos naturales, a que se refiere el inciso décimo del número 24 del artículo 19 de la Constitución Política; ejercer, directamente o por intermedio de un organismo o empresa del Estado, funciones y derechos que el decreto supremo y el correspondiente contrato especial de operación antes mencionado le señalen; y celebrar, en representación del Estado, y previo informe favorable del organismo correspondiente, contratos de servicio que tengan por objeto la ejecución de determinados trabajos relacionados con la exploración de yacimientos de hidrocarburos y materiales atómicos naturales. Tratándose de la suscripción de contratos especiales de operación relativos a materiales atómicos naturales, será necesario el informe previo favorable del Consejo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear.”.



6. Suprímese el epígrafe del título II.



7. Reemplázase el artículo 5º por el siguiente: 



“Artículo 5º.- La conducción del Ministerio corresponderá al Ministro de Energía, en conformidad con las políticas e instrucciones que imparta el Presidente de la República. La administración interna del Ministerio corresponderá al Subsecretario de Energía, quién será el Jefe Superior del Servicio y coordinará la acción de los servicios públicos del sector.



La organización interna del Ministerio, las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades que sean establecidas, serán determinadas por resolución del Ministro. Para los efectos de establecer la referida estructura interna, se considerarán como áreas funcionales, entre otras, mercado energético, energías renovables, eficiencia energética, medio ambiente y desarrollo sustentable, energización rural y social, estudios y desarrollo energético.



Sin perjuicio de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 62 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, el Ministerio de Energía contará con seis Secretarías Regionales Ministeriales, las que representarán al Ministerio en una o más regiones. Mediante decreto supremo se establecerán las regiones que le corresponderá a cada una de ellas, así como la ciudad en la que tendrá su asiento el Secretario Regional Ministerial. Para estos efectos, se deberán considerar las características comunes del territorio y las condiciones y potencialidades de desarrollo energético de las regiones.”.



8. Incorpórase, antes del artículo 6º, el siguiente epígrafe: “TITULO II De la Comisión Nacional de Energía”.



9. Reemplázase el artículo 6º por el siguiente: 



“Artículo 6º.- La Comisión Nacional de Energía será una persona jurídica de derecho público, funcionalmente descentralizada, con patrimonio propio y plena capacidad para adquirir y ejercer derechos y contraer obligaciones, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Energía. Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los domicilios especiales que pudiera establecer.



La Comisión será un organismo técnico encargado de analizar precios, tarifas y normas técnicas a las que deben ceñirse las empresas de producción, generación, transporte y distribución de energía, con el objeto de disponer de un servicio suficiente, seguro y de calidad, compatible con la operación más económica.



La Comisión estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N°19.882.”.



10. Reemplázase el artículo 7º por el siguiente: 



“Artículo 7º. Para el cumplimiento de su objetivo, y sin perjuicio de las demás atribuciones conferidas en otros cuerpos legales, corresponderá a la Comisión, en particular, las siguientes funciones y atribuciones:



a) Analizar técnicamente la estructura y nivel de los precios y tarifas de bienes y servicios energéticos, en los casos y forma que establece la ley.



b) Fijar las normas técnicas y de calidad indispensables para el funcionamiento y la operación de las instalaciones energéticas, en los casos que señala la ley.



c) Monitorear y proyectar el funcionamiento actual y esperado del sector energético, y proponer al Ministerio de Energía las normas legales y reglamentarias que se requieran, en las materias de su competencia.



d) Asesorar al Gobierno, por intermedio del Ministerio de Energía, en todas aquellas materias vinculadas al sector energético para su mejor desarrollo.”.



11. Reemplázase en el artículo 8º el párrafo que se encuentra entre el punto seguido y el punto final por el siguiente: “Será nombrado por el Presidente de la República mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previsto en el párrafo 3° del Titulo VI de la ley N° 19.882.”.



12. En el artículo 9º:



a) Suprímense las letras a) y b).



b) Sustitúyese la letra c), que pasa a ser letra a), por la siguiente:



“a) Preparar el proyecto de presupuesto de la Comisión, incluido el programa anual de acción, ejecutar el que definitivamente se apruebe y proponer las modificaciones que se requieran durante su ejecución;”.



c) En la letra d), que ha pasado a ser letra b):



i. Reemplázase la frase: “Proponer al Consejo” por la palabra “Disponer”.



ii. Suprímese el párrafo que comienza con la palabra “sancionando” y termina con la palabra “Comisión” y la coma (,) que lo precede.



d) Suprímese, en la letra e), que ha pasado a ser letra c), la frase “, sujetándose a los acuerdos e instrucciones que al efecto adopte el Consejo”.



e) Suprímense las letras f) y g).



f) En la letra h), que ha pasado a ser letra d), reemplázase la frase: “dando cuenta de todo ello al Consejo” por la siguiente: “conforme a la ley.”



g) En la letra i), que ha pasado a ser letra e), suprímese la frase: “, sujetándose a los acuerdos e instrucciones del Consejo”.



h) Las letras j), k) y l), han pasado a ser letras f), g) y h), respectivamente.



13. Incorpórase, antes del artículo 11, el siguiente epígrafe: “TITULO III Disposiciones Comunes”.



14. Agrégase el siguiente artículo 12:


“Artículo 12.- En el cumplimiento de sus funciones, y para el ejercicio de éstas, tanto el Ministerio de Energía como la Comisión Nacional de Energía podrán requerir de los Ministerios, Servicios Públicos y entidades en que el Estado tenga aportes de capital, participación o representación, los antecedentes y la información necesarios para el cumplimiento de sus funciones, quedando los funcionarios que dispongan de dichos antecedentes e informaciones, obligados a proporcionarlos en el más breve plazo. El incumplimiento de esta obligación podrá ser administrativamente sancionado, en caso de negligencia, por la Contraloría General de la República, en conformidad a las reglas generales.



Asimismo, podrán requerir la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones a las entidades y empresas del sector energía y a los usuarios no sujetos a regulación de precios a los que se refiere el decreto con fuerza de ley Nº 4, del año 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, sobre Ley General de Servicios Eléctricos, en la medida que no perjudique las funciones propias de las entidades, empresas y usuarios señalados. Las entidades o empresas requeridas en uso de la facultad señalada precedentemente, sólo podrán exceptuarse de entregar la información solicitada, invocando una norma legal vigente sobre secreto. El incumplimiento del requerimiento de información o de la obligación de proporcionarla sin mediar aquél, así como la entrega de información falsa, incompleta o manifiestamente errónea, serán sancionados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de acuerdo a las normas establecidas en la ley Nº 18.410.



Los funcionarios de ambas instituciones y las personas que le presten servicios bajo cualquier modalidad de contratación, deberán guardar reserva de los documentos y antecedentes señalados en los incisos precedentes, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción de esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan. Esta prohibición, en beneficio propio o de terceros, obliga hasta tres años después de dejar el cargo funcionario o haber prestado servicios.”.



Artículo 3º.- Modifícase el artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 302, del año 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley Orgánica del Ministerio de Minería, de la siguiente manera:



1. Suprímese la letra g).



2. Sustitúyese la letra i), por la siguiente:



“i) Suscribir en representación del Estado, previo informe favorable del Consejo de la Comisión Chilena del Cobre, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije por decreto supremo, los contratos especiales de operación a que se refiere el inciso décimo del número 24 del artículo 19 de la Constitución Política que tengan por objeto sustancias minerales metálicas o no metálicas no susceptibles de concesión, con exclusión de los hidrocarburos y los materiales atómicos naturales; ejercer, directamente o por intermedio de un organismo o empresa del Estado, funciones y derechos que el decreto supremo y el correspondiente contrato especial de operación antes mencionado le señalen; y celebrar, en representación del Estado, previo informe favorable del Consejo de la Comisión Chilena del Cobre contratos de servicio que tengan por objeto la ejecución de determinados trabajos relacionados con la exploración de yacimientos, que contengan sustancias no susceptibles de concesión.”.



Artículo 4º.- Modifícase la ley Nº 16.319, Ley Orgánica de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese en el inciso tercero de su artículo 1º, la palabra “Minería” por “Energía”.



2. Sustitúyese en la letra b) del inciso tercero del artículo 9º, la palabra “Minería” por “Energía”.



Artículo 5º.- Sustitúyese en la ley Nº 18.302, Ley de Seguridad Nuclear, en todas las disposiciones en que se encuentra, la palabra “Minería” por “Energía”.



Artículo 6º.- Modifícase la ley Nº 19.657, Ley sobre Concesiones de Energía Geotérmica, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese, en todas las disposiciones en que se encuentran, las expresiones “Ministerio de Minería” y “Ministro de Minería”, por las expresiones “Ministerio de Energía” y “Ministro de Energía”, respectivamente, salvo en el artículo 9°.



2. En el inciso primero del artículo 8º, reemplázase la frase “la Comisión Nacional de Energía y” por el artículo “los”.



3. Suprímese en el inciso primero del artículo 19, la frase “, previo informe de la Comisión Nacional de Energía”.


4. Suprímese, en el inciso segundo del artículo 36, la frase final “, y a la Comisión Nacional de Energía”.



5. Suprímese en el inciso segundo del artículo 39, la frase final “, y a la Comisión Nacional de Energía”.



Artículo 7º.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 11º.- del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1987, del Ministerio de Minería, que establece normas sobre contratos especiales de operación para la exploración y explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos, la palabra “Minería” por “Energía”.



Artículo 8º.- Modifícase la ley Nº 20.063, que crea fondos de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo, de la siguiente manera:



1. En el artículo 2º:



a) Sustitúyese en los incisos primero y segundo, la palabra “Minería” por “Energía”.



b) Sustitúyese en el inciso noveno la palabra “Minería” por “Energía”.



2. En el artículo 6º:


a) Sustitúyese en su inciso tercero la palabra “Minería” por “Energía”.



3. En el artículo 8º:



a) Sustitúyese en el inciso segundo, la palabra “Minería” por “Energía”.



Artículo 9º.- Modifícase la ley Nº 19.030, que crea el fondo de estabilización de precios del petróleo, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese en los incisos primero, quinto y noveno del artículo 2°, la palabra “Minería” por “Energía”.


2. Sustitúyese en los incisos tercero y séptimo del artículo 5º la palabra “Minería” por “Energía”.



Artículo 10.- Modifícase la ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 1° las palabras “Economía, Fomento y Reconstrucción” por la palabra “Energía”.



2. Reemplázase en el artículo 3º, el numeral 14 por el siguiente:



“14.- Autorizar a organismos de certificación, organismos de inspección, laboratorios de ensayos o entidades de control para que realicen o hagan realizar bajo su exclusiva responsabilidad las pruebas y ensayos que la Superintendencia estime necesarios, con el objeto de otorgar un certificado de aprobación a los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas y de combustibles líquidos, que acrediten que cumplen con las especificaciones de seguridad, eficiencia energética y, o calidad establecidas y no constituyen peligro para las personas o cosas. La Superintendencia fiscalizará el debido cumplimiento de las funciones asignadas a los organismos, laboratorios o entidades autorizadas de acuerdo a este número y mantendrá un registro de las mismas.



Los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales que, de conformidad con la normativa vigente, deban sujetarse a la certificación prevista en el párrafo anterior, no podrán comercializarse en el país sin contar con el o los respectivos certificados de aprobación que acrediten el cumplimiento de los estándares establecidos en materia de seguridad, calidad, y, o eficiencia energética y con la respectiva etiqueta de consumo energético, de ser ésta exigible, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4º del decreto ley Nº 2.224, de 1978.



Cumplidos con los requisitos establecidos por la Superintendencia, deberán integrar el registro a que se refiere el inciso primero todos aquellos organismos de certificación, organismos de inspección, laboratorios de ensayos o entidades de control nacionales e internacionales. Dichos organismos, laboratorios o entidades se mantendrán en el registro sólo mientras cumplan con los referidos requisitos.



La Superintendencia podrá retirar del comercio, con el auxilio de la fuerza pública, la totalidad de los materiales o productos de cualquier procedencia que, estando obligados a obtener certificado de aprobación y la respectiva etiqueta, sean comercializados en el país sin contar con aquellos.



El certificado de aprobación dará derecho al uso de un distintivo en los productos respectivos. El uso indebido de éste será sancionado de conformidad a esta ley.”.



3. Intercálase, en el número 6) del inciso cuarto del artículo 15, después de la palabra “Superintendencia” las palabras “Ministerio de Energía”, precedidas por una coma (,).



4. Agregáse un nuevo artículo 17 bis, del siguiente tenor:



“Artículo 17 bis: La Superintendencia no podrá aplicar sanciones luego de transcurridos tres años desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho infraccional o de ocurrir la omisión sancionada.”.



5. Sustitúyese en el inciso final del artículo 23.-, las palabras “Economía, Fomento y Reconstrucción” por la palabra “Energía” las dos veces que aparece.



Artículo 11.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 323, del año 1931, del Ministerio del Interior, Ley de Servicios de Gas, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese, en todas las disposiciones en que se encuentran, las expresiones “Economía, Fomento y Reconstrucción”, por la palabra “Energía”.



2. Suprímese, en el artículo 47°, las expresiones “, bajo la dependencia del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción”.



Artículo 12.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 1 del año 1979, del Ministerio de Minería, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese, en todas las disposiciones en que se encuentran, las expresiones “Economía, Fomento y Reconstrucción”, por la expresión “Energía”.



2. Reemplázase, en el artículo sexto, las expresiones “conjunto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por las expresiones “del Ministerio de Energía”.



3. Suprímese el artículo octavo.



Artículo 13.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 4, del año 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, Ley General de Servicios Eléctricos, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese, en el artículo 9º, la expresión “al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la siguiente: “al Ministerio de Energía”.



2. Sustitúyense, en los artículos 11°, 17°, 25°, 26°, 29°, 33°, 59°, 63°, 74°, 75°, 137°, 146°, 163°, 210°; 212°, inciso final, y 220° las expresiones “Economía, Fomento y Reconstrucción”, por la expresión “Energía”.



3. Intercálase, en el inciso séptimo del artículo 94°, después de la palabra “Ministerio”, las palabras “de Energía”.



4. Sustitúyese, en los artículos 92°, inciso primero; 94°, inciso sexto; 112°, inciso primero; 169°; 178°; 189°; 203°, y 206°, la expresión “al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “al Ministerio de Energía”.



5. Sustitúyese, en los artículos 47°, incisos segundo y cuarto; 83°; 94°, inciso quinto; 115°, inciso final; 147°, inciso final; 152°; 184°, inciso final, y 190°, la expresión “el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “el Ministerio de Energía”.



6. Sustitúyese, en los artículos 92°, inciso segundo; 99°, inciso final, y 171°, la expresión “el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “el Ministro de Energía”.



7. Sustitúyese, en el artículo 97°, la expresión “al Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “al Ministro de Energía”.



8. Sustitúyese, en los artículos 47°, inciso primero; 112°, inciso final; 151°, incisos primero y segundo; 158°, y 178°, inciso final, la expresión “del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “del Ministerio de Energía”.



9. Sustitúyese en el artículo 87° la expresión “Economía, Fomento y Reconstrucción” por “Energía”.



10. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 73°, la palabra “proponga” por la palabra “determine”.



11. Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 135°, la frase “el Consejo Directivo de la Comisión podrá acordar” por “el Ministro de Energía podrá disponer”.



12. Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 137°, la frase “de acuerdo a las normas y reglamentos que proponga la Comisión” por la siguiente: “de acuerdo a las normas técnicas que determine la Comisión y la reglamentación pertinente”.



13. Suprímese, en el inciso segundo del artículo 150°, la frase “el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, con informe de”.



14. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 170°, la frase “la Comisión, previo acuerdo de su Consejo Directivo” por “el Ministerio de Energía, mediante resolución exenta fundada”.



15. Suprímense, en el inciso cuarto del artículo 211°, las frases “Presidente de la Comisión Nacional” y “, con acuerdo del Consejo Directivo”.



16. En el artículo 212°:



a) Sustitúyese en su inciso segundo las palabras “la Comisión” por “la Subsecretaría de Energía”.



b) Sustitúyese en su inciso sexto las palabras “a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión” por “a la Subsecretaría de Energía”.


17. Agrégase en el artículo 99°, el siguiente inciso final, nuevo:



“En caso que sea requerido por otras leyes, se entenderá que los obligados a ejecutar las obras de expansión del sistema de transmisión troncal que determine el decreto, cuentan con la calidad de concesionarios de los servicios eléctricos. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes N°s 19.300 y 20.283, y demás normas legales pertinentes.”.



Artículo 14.- Incorpórase, en el inciso primero del artículo 71 de la ley Nº 19.300, Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, antes de las palabras “y Bienes Nacionales”, la palabra “Energía”.



Artículo 15.- Las atribuciones que confieran las leyes y decretos supremos al Ministerio de Minería, al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, o a la Comisión Nacional de Energía, o al respectivo Ministro, en todas aquellas materias que son de la competencia del Ministerio de Energía en virtud de la presente ley, se entenderán conferidas al Ministerio o Ministro de Energía, según corresponda, por el solo ministerio de la ley.



En especial, el Ministerio de Energía ejercerá todas las competencias que en el sector energía tiene el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, salvo en aquellas materias en las que expresamente la ley dispone la intervención de este último Ministerio, así como las que previamente tenía el Ministerio del Interior, en las materias a que se refieren las siguientes disposiciones de rango legal: decreto con fuerza de ley N° 323, de 1931; decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1979, del Ministerio de Minería; y el decreto con fuerza de ley Nº 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería.

Disposiciones transitorias.



Artículo Primero.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:



a) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Energía, el régimen de remuneraciones que le será aplicable, y las asignaciones, beneficios u otros emolumentos que se les asigne. El encasillamiento en esta planta incluirá sólo a personal proveniente de la Comisión Nacional de Energía.



b) Modificar la planta de personal de la Comisión Nacional de Energía.



c) Para ordenar el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata entre las instituciones señaladas en la letra a), sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, y el traspaso de los recursos que se liberen por este hecho. El traspaso de los funcionarios de planta y contrata y de los cargos que sirven, se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Hacienda.



d) Establecer las normas complementarias al artículo 15 de la ley Nº 18.834, respecto de los encasillamientos derivados de las plantas que fije de conformidad con las atribuciones establecidas en este artículo.


e) Establecer los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de la ley Nº 19.882, si correspondiere, las fechas de vigencia de las plantas, las dotaciones máximas de personal y todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y modifique de acuerdo a lo señalado en las letras a) y b).



f) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:



i) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado y del que no se traspase.



ii) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado y del que no se traspase. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada mediante planilla suplementaria, la que mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa y no se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que provengan de promociones que beneficien a los funcionarios traspasados o reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público.



iii) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.



iv) El mayor gasto que se derive de la nueva planta que se fije y del encasillamiento que se practique, considerando su efecto año completo, no podrá exceder de la cantidad de $ 881.185.



Artículo Segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el presupuesto de la Subsecretaría de Energía y la Comisión Nacional de Energía y traspasará a la primera los fondos correspondientes al traspaso de personal y bienes para que cumpla sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.



El Ministerio de Energía se constituirá para todos los efectos en el sucesor legal de la Comisión Nacional de Energía y del Ministerio de Minería, respecto de actos administrativos, contratos, procesos licitatorios y otras actuaciones que se deriven del traspaso de funciones en materias de su competencia, de manera que las menciones que la legislación general o especial realice a las precitadas instituciones se entenderán hechas al Ministerio de Energía cuando correspondiese. Al presupuesto de la Subsecretaría de Energía, conformado de la forma indicada en el presente artículo, deberán transferirse los recursos presupuestarios que se liberen por aplicación de las disposiciones de este inciso.



Todos los programas, proyectos de inversión, de cooperación o asistencia internacional que a la fecha de vigencia de la presente ley se estén realizando con la participación de la Comisión Nacional de Energía y del Ministerio de Minería, y que correspondan a funciones cuya competencia se traspasa al Ministerio de Energía, seguirán ejecutándose por la Subsecretaría de Energía y los recursos y bienes destinados a tales programas, proyectos de inversión, de cooperación o asistencia internacional, ingresarán a su patrimonio.



Artículo Tercero.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo a la partida presupuestaria de la Comisión Nacional de Energía. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.



Artículo Cuarto.- Facúltase a la Comisión Nacional de Energía, representada para estos efectos por su Ministro Presidente, y al Ministerio de Hacienda, para que participen en la formación y constitución de una persona jurídica de derecho privado, sin fines de lucro, regulada en el Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, cuyo objetivo fundamental sea el estudio, evaluación, promoción, información y desarrollo de todo tipo de iniciativas relacionadas con la diversificación, ahorro y uso eficiente de la energía.



Del mismo modo, estos organismos estarán facultados para participar en la disolución y liquidación de dicha entidad, con arreglo a sus estatutos.


La referida entidad se denominará “Agencia Chilena de Eficiencia Energética”, la que, conforme a lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, no podrá ejercer potestades públicas.



La entidad que se forme en ningún caso podrá celebrar ninguna clase de operación que pueda comprometer en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Estado o sus organismos.



Asimismo, la mencionada Agencia anualmente deberá ilustrar a la Cámara de Diputados respecto de las actividades que hubieren sido financiadas con recursos públicos y que integren sus programas en ejecución, remitiéndole un informe que incluya una memoria respecto al cumplimiento de los objetivos y la inversión de los recursos respectivos. Dicha memoria deberá contemplar un desglose del gasto efectuado por cada programa, la normativa aplicable, su estructura orgánica, su dotación de personal, los recursos recibidos por organismos públicos, y las auditorías realizadas. Toda la información que deba entregarse en virtud de lo dispuesto en este artículo será pública y deberá encontrarse a disposición permanente del público y en el sitio electrónico de la entidad.



En la persona jurídica señalada en los incisos anteriores deberán participar organismos privados representativos de amplios sectores de la economía y la sociedad, tales como universidades, institutos de investigación u organizaciones empresariales transversales y representativas, en una proporción no menor al 30% ni mayor al 50%. Los estatutos de la corporación o fundación deberán contemplar el mecanismo de reemplazo de los organismos privados participantes en caso que su participación sea inferior a la señalada. El directorio de la persona jurídica a que se refieren los incisos anteriores, deberá tener como máximo nueve miembros.



Los ministros correspondientes, mediante resolución, nombrarán uno o más representantes que estarán facultados para participar en los órganos de dirección y administración, de conformidad con los estatutos de la entidad a que se refiere el presente artículo.



Las facultades conferidas en este artículo a la Comisión Nacional de Energía, se entenderán otorgadas al Ministerio de Energía a contar de la fecha a que se refiere el inciso primero del artículo quinto transitorio. De constituirse la entidad a que se refiere el presente artículo con anterioridad a dicha fecha, el Ministerio de Energía sucederá a contar de la misma data, por el solo ministerio de la ley, a la Comisión Nacional de Energía en la señalada entidad, resultando desde entonces plenamente aplicable al efecto lo dispuesto en la letra g) del inciso primero del artículo 4° del decreto ley N° 2.224, de 1978.



Por resolución del Ministerio correspondiente se autorizará formalmente la incorporación de los Ministerios mencionados y de la Comisión Nacional de Energía a dicha entidad. Mediante el acto administrativo que corresponda y encuadrándose en los recursos que anualmente establezca la Ley de Presupuestos para estos fines, se autorizarán los aportes ordinarios que se harán a esa entidad.



Artículo Quinto.- La presente ley comenzará a regir a contar del primer día del mes subsiguiente al de publicación del decreto con fuerza de ley que fije la planta de la Subsecretaría de Energía.


Con todo, lo dispuesto en los artículos transitorios de la presente ley regirá a contar de la fecha de su publicación.”.

______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad 

intelectual



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto que modifica la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 5.012-03.


Añade que la controversia entre ambas ramas legislativas se suscitó por el rechazo de la Cámara de Diputados de algunas de las enmiendas introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional.


Al respecto, la Comisión Mixta consigna, en su informe, la proposición que tiene como objetivo salvar las diferencias producidas. Dicha propuesta fue acordada por unanimidad, con excepción del inciso tercero del artículo 85 Q, referido a la medida prejudicial del retiro o bloqueo de los contenidos infractores, y del inciso segundo del artículo 85 T, sobre el retiro, inhabilitación o bloqueo de material por parte del prestador de servicios de Internet.


El señor Secretario General resalta que el artículo 85 Q tiene el carácter de norma orgánica constitucional.


Por último, subraya que, en sesión del martes 3 de noviembre en curso, la Cámara de Diputados rechazó el informe de la Comisión Mixta.



Cabe señalar que dicha Comisión, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente proposición:

Artículo 1°

Número 8) texto Cámara de Diputados

Número 10) texto Senado

Artículo 83



Inciso primero, texto del Senado



Consultarlo del siguiente modo:



“Artículo 83.- Tratándose de los delitos previstos en el artículo 81, la pena deberá ser aumentada en un grado si el responsable formare parte de una agrupación o reunión de personas para cometer dichos delitos, sin incurrir en los delitos de asociación ilícita.”.

Número 9) texto Cámara de Diputados

Número 11) texto Senado

Artículo 85 O, de ambas Cámaras



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 85 O. Para gozar de las limitaciones de responsabilidad establecidas en los artículos precedentes, los prestadores de servicios, además, deberán:



a) Haber establecido las condiciones de término de contrato de aquellos usuarios infractores reincidentes, debiéndose encontrar claramente a disposición de los usuarios en su sistema o red.



Para efectos de este artículo se entenderá reincidente quien haya sido condenado judicialmente por sentencia ejecutoriada en forma previa por infracción a los derechos establecidos en esta ley;



b) No interferir en las medidas tecnológicas de protección y de gestión de derechos de obras protegidas ampliamente reconocidas y utilizadas lícitamente, y 



c) No haber generado ni haber seleccionado el material o a sus destinatarios.



Se exceptúa de esta obligación a los prestadores de servicios de búsqueda, vinculación o referencia a un sitio en línea mediante herramientas de búsqueda de información.”.

Artículo 85 Q, de ambas Cámaras



Contemplarlo del siguiente modo:



“Artículo 85 Q. Para las infracciones a los derechos reconocidos por esta ley cometidas en o por medio de redes o sistemas controlados u operados por o para prestadores de servicios, el titular de los respectivos derechos o su representante podrán solicitar como medida prejudicial o judicial las que se señalan en el artículo 85 R. Cuando las medidas se soliciten en carácter de prejudicial serán decretadas sin necesidad de notificación previa al supuesto infractor, sin necesidad de rendir caución, si el juez así lo estimare. Esta solicitud será conocida por el juez de letras en lo civil del domicilio del prestador de servicios, sin perjuicio de las acciones penales que pudieren interponerse.



Para estos efectos, la solicitud, además de cumplir con los requisitos de los números 1°, 2° y 3° del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, deberá indicar claramente:



a) Los derechos supuestamente infringidos, con indicación precisa de la titularidad de éstos y la modalidad de la infracción;



b) El material infractor, y



c) La localización del material infractor en las redes o sistemas del prestador de servicios respectivo.



Cumplido lo dispuesto en el inciso anterior, el tribunal decretará, sin más trámite y dentro del plazo de 48 horas contado desde el ingreso de la solicitud al tribunal, el retiro o bloqueo de los contenidos infractores. Dicha resolución se notificará por cédula al prestador de servicios respectivo y por el estado diario al solicitante.



El proveedor de contenido afectado podrá, sin perjuicio de otros derechos, requerir al tribunal que decretó la orden que se deje sin efecto la medida de restricción de acceso o retiro de material. Para ello deberá presentar una solicitud que cumpla con los mismos requisitos señalados en el inciso segundo y deberá acompañar todo antecedente adicional que fundamente esta petición e implicará su aceptación expresa de la competencia del tribunal que está conociendo del asunto.



Este procedimiento se tramitará breve y sumariamente, y las apelaciones se concederán en el solo efecto devolutivo, gozando de preferencia para su conocimiento y vista por el tribunal de alzada.



Este procedimiento y los incidentes que pudieren suscitarse en la tramitación de un procedimiento penal, se tramitarán y resolverán conforme a lo dispuesto en los artículos 63 y siguientes del Código Procesal Penal.”.

Artículo 85 R, de ambas Cámaras



Incorporar como tal, el que sigue:



“Artículo 85 R. En los casos en que se hayan cumplido los requisitos generales del artículo 85 O y los requisitos establecidos en el artículo 85 M, respecto de las funciones de transmisión, enrutamiento o suministro, el tribunal sólo podrá disponer como medida prejudicial o judicial la adopción de medidas razonables para bloquear el acceso a un determinado sitio en línea que sea claramente identificado por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente.



En los casos en que se hayan cumplido los requisitos generales del artículo 85 O y los requisitos especiales establecidos en los artículos 85 N y 85 Ñ, respecto de las funciones mencionadas en dichos artículos, el tribunal sólo podrá disponer como medidas prejudiciales o judiciales las siguientes:



a) El retiro o inhabilitación del acceso al material infractor que sea claramente identificado por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 86 Q;



b) La terminación de cuentas de usuarios determinadas de dicho prestador de servicio, que sean claramente identificadas por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 85 Q, y cuyo titular esté usando el sistema o red para realizar una actividad infractora a los derechos de autor y conexos.



Todas estas medidas se dictarán con la debida consideración de la carga relativa para el prestador de servicios, para los usuarios y para los suscriptores, del eventual daño al titular del derecho de autor o conexos, de la factibilidad técnica y eficacia de la medida, y de la existencia de otras formas de observancia menos gravosas para asegurar el respeto del derecho que se reclama.



Estas medidas se decretarán previa notificación al prestador de servicios, de conformidad con los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 85 Q, con la excepción de los mandamientos judiciales que busquen asegurar la preservación de la evidencia o cuando se trate de otros mandamientos judiciales que se estime no tendrán un efecto real en la operación del sistema o red del prestador de servicios.”.

Artículo 85 T

Inciso segundo, de ambas Cámaras



Consultarlo como sigue:



“El prestador de servicio que ante un requerimiento, de buena fe, retira, inhabilita o bloquea el acceso a material, temporalmente por un plazo máximo de 48 horas, basándose en una infracción aparente o presunta, estará exento de responsabilidad ante cualquier reclamo por esas acciones, en la medida que tratándose de material alojado en sus sistemas o redes, notifique sin demora previamente al proveedor del material que retirará, inhabilitará o bloqueará el acceso a éste; o, en el caso que el proveedor del material notifique a su vez su sometimiento a la jurisdicción del tribunal competente de su domicilio, el prestador de servicios mantenga o restablezca el material alojado en sus sistemas o redes; a menos que en el intertanto se haya dictado una resolución judicial en que se ordene el retiro, inhabilitación o bloqueo del material alojado en sus sistemas o redes.”.

Artículo 85 U, texto del Senado



Incorporar como tal, el que sigue:



“Artículo 85 U. Sin perjuicio de las disposiciones previas contenidas en este Capítulo, los prestadores de servicios de Internet deberán comunicar por escrito a sus usuarios los avisos de supuestas infracciones que reciban, a condición de que en la comunicación que reciban se cumplan los siguientes requisitos:



a) Recibir en forma electrónica o de otra forma escrita, del titular de los derechos o de su representante, aviso de la supuesta infracción;



b) Tener, el titular de los derechos o su representante domicilio o residencia en Chile y, en su caso, contar con poder suficiente para ser emplazado en juicio, en representación del titular;



c) Identificarse los derechos supuestamente infringidos, con indicación precisa de la titularidad de éstos y la modalidad de la infracción;


d) Identificarse el material infractor y su localización en las redes o sistemas del prestador de servicios a quien se envía la comunicación, a través del URL o sus equivalentes, y


e) Contener datos que permitan al prestador de servicios identificar al usuario proveedor del supuesto material infractor.



Los prestadores de servicios de Internet, una vez recibida una comunicación de conformidad al inciso anterior, informarán al usuario supuestamente infractor esta situación, acompañando los antecedentes proporcionados por el titular del derecho o su representante, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde la recepción de la referida comunicación.



Los prestadores de servicios de Internet deberán conservar la información relativa a la identidad del supuesto infractor con relación a una comunicación efectuada bajo este artículo, por un plazo de seis meses.”.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y al Honorable Senador señor Letelier.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 24 votos a favor y 2 abstenciones, de un total de 35 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 85 Q, contenido en el número 11) del artículo 1° del proyecto.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Bianchi y Novoa.



Queda terminada la discusión de este asunto.



Cabe subrayar que, si bien el Senado aprobó la proposición de la Comisión Mixta, la Cámara de Diputados no lo hizo.
______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente, con segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes 

Nacionales e informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 5.947-12.


Añade que las Comisiones informantes dejan constancia de que todas las normas del proyecto fueron objeto de indicaciones o de modificaciones.



Luego, agrega que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales deja testimonio de que el día 26 de octubre pasado la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, el señor Ministro de Hacienda, los Honorables Senadores señores Longueira, Allamand y Horvath y los Honorables Senadores señora Alvear y señor Letelier suscribieron un Protocolo de Acuerdo relativo a la tramitación del proyecto. Posteriormente, el Honorable Senador señor Núñez comunicó que adhería al mencionado Protocolo, cuyo texto figura en las páginas respectivas del informe.



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales aprobó, por unanimidad, numerosas modificaciones al texto aprobado en general por la Sala, con excepción de 18 de ellas, las cuales sólo fueron acogidas por mayoría y serán puestas en votación oportunamente. Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó tres modificaciones al texto despachado por aquélla, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



Cabe tener presente que las enmiendas acogidas por consenso en Comisiones deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas. De estas modificaciones, las recaídas en los números 25); 31), y 63) -en lo que respecta a los artículos 71, 73 y 77- (todos del ARTÍCULO PRIMERO), y el ARTÍCULO SEXTO tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Asimismo, revisten ese carácter los numerales 27) y 28) y los artículos 69, 74, 75, 76, letra d), 78 y 80, todos contenidos en el numeral 63) del ARTÍCULO PRIMERO, y el artículo 55, contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO.



Al respecto, el señor Secretario General resalta que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales propone aprobar el texto despachado en general por el Senado, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO PRIMERO

Número 3)

Artículo 7° bis

Inciso segundo



- Ha intercalado, entre las palabras “planes” e “intercomunales”, el vocablo “reguladores”; entre “planes” y “de desarrollo urbano”, la voz “regionales”, y a continuación de la locución “territorio marítimo”, reemplazando la conjunción “y” que antecede a esta locución por una coma (,) la siguiente frase: “y el manejo integrado de cuencas o los instrumentos de ordenamiento territorial que los reemplacen o sistematicen”.

Inciso cuarto



- Ha intercalado, a continuación de la expresión “con ellos”, la siguiente frase “, a fin de garantizar la actuación coordinada de las entidades públicas involucradas en los proyectos afectados por la política o plan”.

Artículo 7° ter

Letra c)



La ha sustituido, por la siguiente:



“c) Forma de participación del público interesado, y”.

Letra d)



Ha agregado una oración final, del siguiente tenor: “Esta forma de publicidad deberá considerar una difusión masiva, completa y didáctica hacia los afectados y la comunidad en general, en lo referente a los contenidos, alcances y efectos de la política o plan, así como de su reformulación posterior.”.

Artículo 7° quáter



Ha intercalado, a continuación de la locución “indicadores de seguimiento”, las siguientes frases: “destinados a controlar la eficacia del plan o política, y los criterios e indicadores de rediseño que se deberán considerar para la reformulación de dicho plan o política en el mediano o largo plazo”.

Número 6)



Lo ha reemplazado, por el que sigue:



“6) Incorpóranse, a continuación del artículo 9°, los siguientes artículo 9° bis y 9° ter:



“Artículo 9° bis.- La comisión a la cual se refiere el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, deberán aprobar o rechazar un proyecto o actividad sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental sólo en virtud del Informe Consolidado de Evaluación en lo que dice relación con los aspectos normados en la legislación ambiental vigente. En todo caso, dicho informe deberá contener, los pronunciamientos ambientales fundados de los organismos con competencia que participaron en la evaluación, la evaluación técnica de las observaciones planteadas por la comunidad y los interesados, cuando corresponda, así como la recomendación de aprobación o rechazo del proyecto.



El incumplimiento a lo señalado en el inciso anterior se considerará vicio esencial del procedimiento de calificación ambiental.



Artículo 9° ter.- Los proponentes de los proyectos o actividades, en sus Estudios o Declaraciones de Impacto Ambiental, deberán describir la forma en que tales proyectos o actividades se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional, así como los planes de desarrollo comunal.



La comisión señalada en el artículo 86 deberá siempre solicitar pronunciamiento al Gobierno Regional respectivo, así como a las municipalidades del área de influencia del proyecto, con el objeto de que éstos señalen si el proyecto o actividad se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional y con los planes de desarrollo comunal, respectivamente.”.”.

Número 7)



Ha incorporado un literal a), nuevo, del siguiente tenor:



“a) Reemplázase, en la letra g), la frase “a que alude la letra siguiente” por “evaluados según lo dispuesto en el Párrafo 1 Bis”.

Letra a)



Ha pasado a ser letra b), sin enmiendas.

Letra b)



Ha pasado a ser letra c), sustituyéndose el literal r) que contiene, por el siguiente:



“r) Proyectos de desarrollo, cultivo o explotación, en las áreas mineras, agrícolas, forestales e hidrobiológicas que utilicen organismos genéticamente modificados con fines de producción y en áreas no confinadas. El reglamento podrá definir una lista de especies de organismos genéticamente modificados que, como consecuencia de su comprobado bajo riesgo ambiental, estarán excluidos de esta exigencia. El mismo reglamento establecerá el procedimiento para declarar áreas como libres de organismos genéticamente modificados.”.

Ha consultado un número 8), nuevo, del siguiente tenor:



“8) Reemplázase la letra d) del artículo 11, por la siguiente:



“d) Localización en o próxima a poblaciones, recursos y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares, susceptibles de ser afectados, así como el valor ambiental del territorio en que se pretende emplazar.”.

Número 8)



Ha pasado a ser número 9), sustituido por el siguiente:



“9) Agréganse los siguientes artículos 11 bis y 11 ter:



“Artículo 11 bis.- Los proponentes no podrán, a sabiendas, fraccionar sus proyectos o actividades con el objeto de variar el instrumento de evaluación o de eludir el ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Será competencia de la Superintendencia del Medio Ambiente determinar la infracción a esta obligación y requerir al proponente, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental, para ingresar adecuadamente al sistema.



No se aplicará lo señalado en el inciso anterior cuando el proponente acredite que el proyecto o actividad corresponde a uno cuya ejecución se realizará por etapas.



Artículo 11 ter.- En caso de modificarse un proyecto o actividad, la calificación ambiental deberá recaer sobre dicha modificación y no sobre el proyecto o actividad existente, aunque la evaluación de impacto ambiental considerará la suma de los impactos provocados por la modificación y el proyecto o actividad existente para todos los fines legales pertinentes.”.”.

Número 9)



Ha pasado a ser número 10), reemplazado por el que sigue:



“10) Modificase el artículo 12, de la siguiente forma:



a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:



“b) La descripción de la línea de base, que deberá considerar todos los proyectos que cuenten con resolución de calificación ambiental, aun cuando no se encuentren operando.”.



b) Agrégase en la letra d), a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente texto: “Cuando el proyecto deba presentar un Estudio de Impacto Ambiental por generar alguno de los efectos, características o circunstancias señaladas en la letra a) del artículo 11, y no existiera Norma Primaria de Calidad o de Emisión en Chile o en los Estados de referencia que señale el Reglamento, el proponente deberá considerar un capítulo específico relativo a los potenciales riesgos que el proyecto podría generar en la salud de las personas.”.”.

Números 10), 11), 12) y 13)



Han pasado a ser números 11), 12), 13) y 14), respectivamente, sin modificaciones.

Número 14)



Ha pasado a ser número 15), agregándose en el inciso primero del artículo 14 bis que propone, la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, no se considerarán faltas u omisiones del titular aquellas actuaciones que por fallas del medio electrónico no puedan ejecutarse o acreditarse oportunamente dentro del procedimiento, debiendo adoptarse las medidas necesarias por el Servicio de Evaluación Ambiental para solucionar prontamente dichas fallas sin perjuicio para el titular.”.

Ha consultado como numeral 16), nuevo, el siguiente:



“16) Incorpórase el siguiente artículo 14 ter, nuevo:



“Artículo 14 ter.- El procedimiento de evaluación de impacto ambiental se iniciará con una verificación rigurosa del tipo de proyecto y la vía de evaluación que debe seguir, con el objetivo de que no existan errores administrativos en el proceso de admisión a trámite de un proyecto.”.”.

Números 15) y 16)



Han pasado a ser números 17) y 18), respectivamente, sin enmiendas.

Número 17)



Ha pasado a ser número 19), reemplazándose el literal iii) de la letra a) que contiene, por el siguiente:



“iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.”.

Números 18) y 19)



Han pasado a ser números 20) y 21), respectivamente, sin modificaciones.

Número 20)



Ha pasado a ser número 22), con las siguientes enmiendas:



- Ha sustituido su encabezamiento, por el siguiente:



“22) Agréganse los siguientes artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter:”.



- Ha agregado a los artículos 18 bis y 18 ter que propone, el siguiente artículo 18 quáter:



“Artículo 18 quáter.- Si el titular del proyecto es una empresa que según la ley califica como de menor tamaño y debe presentar una Declaración de Impacto Ambiental podrá comprometer a su costo, someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable al proyecto o actividad. En este caso, la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, observará el siguiente procedimiento:



a) Verificará si el proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, en el plazo de 10 días contados desde la presentación de la Declaración.



b) En caso de no requerir un Estudio de Impacto Ambiental, procederá al registro de la Declaración, siempre que el proyecto se encuentre localizado en un área regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genere cargas ambientales.



c) Si el proyecto o actividad se localiza en un área no regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genera cargas ambientales, abrirá un período de participación ciudadana, en el que citará a una audiencia especial a lo menos a tres organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica vigente, cuyo domicilio legal se encuentre en aquellas comunas en que el proyecto o actividad se emplazará. Dicho período no se extenderá más de 10 días, debiendo levantarse un acta por un ministro de fe en donde consten los compromisos con la comunidad. Finalizada dicha etapa, procederá a su registro.



d) El registro consistirá en la anotación del proyecto o actividad, en el que debe constar el lugar del emplazamiento, la caracterización de la actividad, tiempo de ejecución de las obras y el proyecto, indicadores de cumplimiento de la certificación de conformidad y compromisos asumidos por el proponente con la comunidad.



e) Realizado el registro una copia de la Declaración, que contendrá las observaciones de la ciudadanía, cuando correspondiere, será visada por el Servicio de Evaluación Ambiental y hará las veces de Resolución de Calificación Ambiental para todos los efectos legales.”.

Número 21)



Ha pasado a ser número 23), reemplazándose el literal iii) de la letra a), que contiene, por el siguiente:



“iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.”.

Número 22)



Ha pasado a ser número 24), sin modificaciones.

Número 23)



Ha pasado a ser número 25), con la siguiente enmienda:



Ha incorporado como letra c), nueva, la que se señala, pasando la letra c) a ser d):



“c) Reemplázase, en el actual inciso segundo que pasó a ser cuarto, la frase “juez de letras competente” por “Tribunal Ambiental”.

Números 24), 25) y 26)



Han pasado a ser números 26), 27) y 28), respectivamente, sin modificaciones.

Número 27)



Ha pasado a ser número 29), sustituyéndose el inciso sexto, nuevo, que se agrega al artículo 24, por el siguiente:



“El titular del proyecto o actividad, durante la fase de construcción y ejecución del mismo, deberá someterse estrictamente al contenido de la resolución de calificación ambiental respectiva.”.

Número 28)



Ha pasado a ser número 30), sin enmiendas.

Número 29)



Ha pasado a ser número 31), reemplazado por el siguiente:



“31) Agréganse los siguientes artículos 25 bis, 25 ter, 25 quáter, 25 quinquies y 25 sexies:



“Artículo 25 bis.- Las Direcciones de Obras Municipales no podrán otorgar la recepción definitiva si los proyectos o actividades a los que se refiere el artículo 10 no acreditan haber obtenido  una resolución de calificación ambiental favorable.



Artículo 25 ter.- La resolución que califique favorablemente un proyecto o actividad caducará cuando hubieren transcurrido más de cinco años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada, contado desde su notificación.



El Reglamento deberá precisar las gestiones, actos o faenas mínimas que, según el tipo de proyecto o actividad, permitirán constatar el inicio de la ejecución del mismo.



Artículo 25 quáter.- La resolución que califique favorablemente el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental deberá ser notificada al proponente, informada a la Superintendencia del Medio Ambiente, a la comunidad y a todos los organismos que hayan participado del proceso de calificación ambiental.



La Superintendencia del Medio Ambiente administrará un registro público de resoluciones de calificación ambiental en el que se identifique el proyecto, su localización geográfica, la fecha de su otorgamiento, el titular, el objetivo del mismo y su estado. Dicho registro deberá mantenerse actualizado en el sitio web de la Superintendencia semestralmente, debiendo los titulares de proyectos informar regularmente acerca del estado de los mismos. Un reglamento determinará el contenido del registro, las formas y plazos en virtud de los cuales se actualizará.



Artículo 25 quinquies.- La Resolución de Calificación Ambiental podrá ser revisada, excepcionalmente, de oficio o a petición del titular o del directamente afectado, cuando ejecutándose el proyecto, las variables evaluadas y contempladas en el plan de seguimiento sobre las cuales fueron establecidas las condiciones o medidas, hayan variado sustantivamente en relación a lo proyectado o no se hayan verificado, todo ello con el objeto de adoptar las medidas necesarias para corregir dichas situaciones.



Con tal finalidad se deberá instruir un procedimiento administrativo, que se inicie con la notificación al titular de la concurrencia de los requisitos y considere la audiencia del interesado, la solicitud de informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación y la información pública del proceso, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 19.880.



El acto administrativo que realice la revisión podrá ser reclamado de conformidad a lo señalado en el artículo 20.



Artículo 25 sexies.- Cuando una resolución de calificación ambiental sea modificada por una o más resoluciones, el Servicio de oficio o a petición del proponente, podrá establecer el texto refundido, coordinado y sistematizado de dicha resolución. En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance.”.

Número 30)



Ha pasado a ser número 32), sin modificaciones.

Número 31)



Ha pasado a ser número 33), intercalándose en el inciso tercero que propone el literal c), a continuación de la expresión “rectificaciones y ampliaciones”, la primera vez que aparece, la frase “que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto”.

Número 32)



Ha pasado a ser número 34), sin modificaciones.

Número 33)



Ha pasado a ser número 35), reemplazándose el literal c) que contiene, por el siguiente:



“c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero, que han pasado a ser tercero y cuarto, por los siguientes:



“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.



Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones señaladas en los incisos anteriores no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.”.

Número 34)



Ha pasado a ser número 36), sin modificaciones.

Número 35)



Ha pasado a ser número 37), sustituyéndose los artículos 30 bis y 30 ter que contiene, por los siguientes:



“Artículo 30 bis.- Las Direcciones Regionales o el Director Ejecutivo, según corresponda, podrán decretar la realización de un proceso de participación ciudadana por un plazo de veinte días, en las Declaraciones de Impacto Ambiental que se presenten a evaluación y se refieran a proyectos que generen cargas ambientales para las comunidades próximas. Todo ello, siempre que lo soliciten a lo menos dos organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, a través de sus representantes, o como mínimo diez personas naturales directamente afectadas. Esta solicitud deberá hacerse por escrito y presentarse dentro del plazo de 10 días, contado desde la publicación en el Diario Oficial del proyecto sometido a Declaración de Impacto Ambiental de que se trate.



Si durante el procedimiento de evaluación de la Declaración de Impacto Ambiental, ésta hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por diez días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación de la Declaración de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá precisar qué tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.



Tratándose de los proyectos sometidos a evaluación de conformidad a lo establecido en el artículo 18 ter, el plazo para la realización del proceso de participación ciudadana será de diez días.



El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.



Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.



Para los efectos de este artículo, se entenderá que provocan cargas ambientales aquellos proyectos que generan beneficios sociales y que ocasionan externalidades ambientales negativas en localidades próximas durante su construcción u operación.



La participación ciudadana comprende los derechos a acceder y conocer el expediente físico o electrónico de la evaluación, formular observaciones y obtener respuesta fundada de ellas.



Artículo 30 ter.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 28 y 30, los proponentes deberán anunciar mediante avisos a su costa, en medios de radiodifusión de alcance local, la presentación del Estudio o Declaración, el lugar en donde se encuentran disponibles los antecedentes de éstos y el plazo para realizar observaciones. El reglamento deberá establecer el contenido de los anuncios, la forma de acreditar ante la autoridad su emisión y el plazo en el cual éstos deberán emitirse.



Con todo, los proponentes podrán solicitar al Director Regional o Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, según corresponda, reemplazar el proceso de radiodifusión por otro de similar alcance, en aquellos casos en que éste resulte en extremo oneroso, o bien, cuando no sea posible realizarlo por razones técnicas, ante lo cual la autoridad deberá responder mediante resolución fundada.”.

Número 36)



Ha pasado a ser número 38), sin modificaciones.

Número 37)



Ha pasado a ser número 39), con las siguientes enmiendas:

Artículo 31 bis



Ha agregado la siguiente letra g), nueva:



“g) Toda aquella otra información que verse sobre medio ambiente o sobre los elementos, componentes o conceptos definidos en el artículo 2° de la ley.”.

Artículo 31 ter



Ha incorporado las siguientes letras f), g) y h), nuevas:



“f) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.



g) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.



h) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.”.

Números 38) y 39)



Han pasado a ser números 40) y 41), respectivamente, sin modificaciones.

Ha consultado los siguientes números 42) y 43), nuevos:



“42) Agrégase en el inciso primero del artículo 34, la siguiente oración final: “La administración y supervisión del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.



43) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 35, por el siguiente:



“La supervisión de estas áreas silvestres corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.”.

Números 40) y 41)



Han pasado a ser números 44) y 45), respectivamente, sin modificaciones.

Número 42)



Ha pasado a ser número 46), con las siguientes enmiendas:



- Ha reemplazado, en la letra a), la expresión “, y” por un punto y coma (;).



- Ha sustituido, en la letra b), el punto final (.), por la expresión “, y”.



- Ha agregado  la siguiente letra c), nueva:



“c) Elimínase el inciso segundo.”.

Número 43)



Ha pasado a ser número 47), con la siguiente enmienda en la letra b:



Ha reemplazado, en el literal ii), la frase que se agrega por la siguiente: “, pudiendo utilizar las mejores técnicas disponibles, como criterio para determinar los valores o parámetros exigibles en la norma, cuando corresponda.”.

Ha consultado un numeral 48), nuevo, del siguiente tenor:



“48) Reemplázase, en el artículo 41, la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas”, por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37”.

Número 44)



Ha pasado a ser número 49), sustituido por el siguiente:



“49) En el artículo 42:



a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del artículo “El”, la siguiente frase: “Ministerio del Medio Ambiente conjuntamente con el”, y sustitúyese la frase “de acuerdo con la normativa vigente”, por “cuando corresponda”.



b) Reemplázase en la letra c) la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas” por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37”.”.

Números 45), 46), 47) y 48)



Han pasado a ser números 50), 51), 52) y 53), respectivamente, sin modificaciones.

Ha consultado como numeral 54), nuevo, el siguiente:



“54) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 50, la frase “juez de letras competente, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 60 y siguientes,”, por “Tribunal Ambiental”.

Números 49) y 50)



Han pasado a ser números 55) y 56), respectivamente, sin modificaciones.

Ha incorporado los siguientes números 57) y 58), nuevos:



“57) Reemplázase el artículo 60, por el siguiente:



“Artículo 60.- Será competente para conocer las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, el Tribunal Ambiental, de conformidad a las normas de procedimiento establecidas en la ley que lo crea.”.



58) Deróganse los artículos 61 y 62.”.

Número 51)



Ha pasado a ser número 59), suprimiéndose la frase “y los organismos sectoriales con competencias ambientales,”.

Número 52)



Ha pasado a ser número 60), sin modificaciones.

Número 53)



Ha pasado a ser número 61), sustituido por el siguiente:



“61) En el artículo 66:



a) Reemplázase la frase “La Comisión Nacional del”, por “El Ministerio del”.



b) Intercálase la locución “, el desarrollo sustentable”, entre la palabra “ambiente” y la frase “, la preservación de la naturaleza”.”.

Número 54)



Ha pasado a ser número 62), sin modificaciones.

Número 55)



Ha pasado a ser número 63), con las siguientes enmiendas:

Artículo 70



- Ha intercalado en la letra e), a continuación de la frase “elaboración de sus”, la expresión “planes y”.



- Ha intercalado en la letra k), a continuación de la palabra “país”, la primera vez que aparece, la frase “, elaborar las cuentas ambientales, incluidos los activos y pasivos ambientales,”.



- Ha sustituido la letra q), por la siguiente:



“q) Establecer un sistema de información pública sobre el cumplimiento y aplicación de la normativa ambiental de carácter general vigente, incluyendo un catastro completo y actualizado de dicha normativa, el que deberá ser de libre acceso y disponible por medios electrónicos.”.



- Ha intercalado en la letra v), a continuación de la voz “ambiente”, la locución “, el desarrollo sustentable”.



- Ha reemplazado, en la letra y), la frase “políticas, planes y programas” por “políticas y planes”.

Artículo 71



Lo ha suprimido.

Artículo 72



Ha pasado a ser artículo 71, intercalándose en el inciso primero, a continuación de la frase “integrado por los Ministros de”, la expresión “Agricultura;”, y suprimiéndose la expresión “de Agricultura;” que sucede a “de Obras Públicas;”.

Artículo 73



Ha pasado a ser artículo 72, incorporándosele la siguiente oración final: “El Consejo deberá sesionar al menos dos veces al año.”.

Artículos 74, 75, 76 y 77



Han pasado a ser artículos 73, 74, 75 y 76, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 78



Ha pasado a ser artículo 77, reemplazándose la locución “Ministro del Medio Ambiente”, por “Ministerio del Medio Ambiente”, y la palabra “Ministro”, por “Ministerio”.

Artículo 79



Ha pasado a ser artículo 78, con las siguientes enmiendas:



- Ha sustituido, en su inciso final, la frase “y ejercer todas las demás funciones que le encomiende la ley”, por el siguiente texto: “Asimismo, podrá pronunciarse, de oficio, sobre temas ambientales de interés general y ejercer todas las demás funciones que le encomiende el Ministerio y la ley.”.

Artículos 80 y 81



Han pasado a ser artículos 79 y 80, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 82



Ha pasado a ser artículo 81, con las siguientes enmiendas:



- Ha intercalado, en la letra b), a continuación de la palabra “ambiental” la frase “, el que deberá estar abierto al público en el sitio web del Servicio”.



- Ha intercalado, en la primera oración de la letra f), a continuación del vocablo “registro”, la voz “público”.

Artículos 83, 84 y 85



Han pasado a ser artículos 82, 83 y 84, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 86



Ha pasado a ser artículo 85, intercalándose en la letra d), a continuación del vocablo “legados”, el siguiente texto: “que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten”.

Ha consultado un artículo 86.-, nuevo, del siguiente tenor:



“Artículo 86.- Los proyectos serán calificados por una Comisión presidida por el Intendente e integrada por los Secretarios Regionales Ministeriales del Medio Ambiente, de Salud, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería, de Planificación. El Director Regional del Servicio actuará como secretario.



Las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental conformarán un comité técnico integrado por el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, quien lo presidirá, y el Director Regional de Evaluación Ambiental, los directores regionales de los servicios públicos que tengan competencia en materia del medio ambiente, incluido el Gobernador Marítimo correspondiente, y el Consejo de Monumentos Nacionales. Este comité elaborará un acta de evaluación de cada proyecto la que será de libre acceso a los interesados.”.

ARTÍCULO SEGUNDO

Artículo 3°

Letra d)



Ha intercalado, a continuación de la palabra “normas”, la expresión “, medidas”.

Letra e)



Ha incorporado el siguiente párrafo segundo, nuevo:



“Para estos efectos, la Superintendencia deberá conceder a los requeridos un plazo razonable para proporcionar la información solicitada considerando las circunstancias que rodean la producción de dicha información, incluyendo volumen de la información, complejidad, ubicación geográfica del proyecto, entre otros.”.

Ha incorporado el siguiente literal g), nuevo:



“g) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de un proyecto o actividad genere un daño grave e inminente para el medio ambiente, a consecuencia del incumplimiento grave de las normas, medidas y condiciones previstas en dichas resoluciones.”.

Letra g)



Ha pasado a ser letra h), sustituida por la siguiente:



“h) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias, para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de los proyectos o actividades, genere efectos no previstos en la evaluación y como consecuencia de ello se pueda generar un daño inminente y grave para el medio ambiente.”.

Letras h) e i)



Han pasado a ser letras i) y j), respectivamente, sin modificaciones.

Letra j)



Ha pasado a ser letra k), intercalándose, a continuación del vocablo “proponentes”, la siguiente frase: “, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental,”.

Letra k)



Ha pasado a ser letra l), reemplazándose la voz “seis”, por “cinco”.

Letra l)



Ha pasado a ser letra m), sin modificaciones.

Letra m)



Ha pasado a ser letra n), suprimiéndose la frase “, salvo aquellas de competencia de la Superintendencia de Servicios Sanitarios”.

Letras n), ñ), o), p), q), r), s), t) y u)



Han pasado a ser letras ñ), o), p), q), r), s), t), u) y v), respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 5°



Lo ha reemplazado, por el siguiente:



“Artículo 5°.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, o por su cónyuge, o por sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad, tengan participación en sociedades que ejerzan labores de inspección, verificación y análisis del cumplimiento de la normativa ambiental o hayan sido titulares de proyectos calificados por el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en los últimos dos años, contados desde su notificación.”.

Artículo 8°



Ha intercalado en el inciso segundo, a continuación de la palabra “funciones”, la frase “y que consten en el acta de fiscalización”.

Artículo 14



Ha agregado en el literal e) la siguiente oración final: “Con todo, la totalidad de los documentos publicados por la Superintendencia podrán obtenerse gratuitamente desde su sitio web.”.

Artículo 16



Ha consultado las siguientes letras e) y f), nuevas, pasando la actual letra e) a ser letra g):



“e) Los programas de fiscalización de las Normas de Calidad y Normas de Emisión para cada región, incluida la Metropolitana.



f) Los subprogramas sectoriales de fiscalización de las Normas de Emisión, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.”.

Artículo 26



Ha intercalado, a continuación de la expresión “Superintendencia”, la frase: “, por entidades técnicas acreditadas y por” y ha eliminado la conjunción copulativa “y” que precede a la expresión “los organismos sectoriales”.

Artículo 27



Lo ha sustituido, por el que sigue:



“Artículo 27.- En caso que la Superintendencia obligue a los sujetos fiscalizados a someterse a programas de evaluación y de certificación de conformidad, consagrados en la letra p) del artículo 3°, podrá revisar las instalaciones de las empresas, industrias o proyectos con el objeto de verificar los sistemas productivos y los sistemas de control. Estos programas serán determinados por la Superintendencia y corresponderá al Reglamento establecer sus procedimientos.



Serán de cargo del titular del proyecto o de la fuente sujeta a fiscalización todos los costos involucrados en los informes periódicos requeridos, incluidos los respectivos muestreos y análisis de laboratorios, los que deberán ser realizados por entidades debidamente registradas en el Sistema Nacional de Acreditación.



El certificado que se otorgue a los sujetos fiscalizados por las entidades certificadoras registradas constituirá prueba suficiente de cumplimiento de la normativa específica de que se trata y de los hechos vinculados a ella que fueron evaluados por los certificadores, por lo que no podrá iniciarse procedimiento sancionatorio por los hechos objeto de la certificación.



En el evento que estos programas no se encuentren establecidos en normas ambientales de carácter general y la Superintendencia así lo ordene en un caso concreto deberá, previamente, instruir un procedimiento administrativo con el propósito de justificar la necesidad del procedimiento o medida, asegurar que se trate de una exigencia proporcional y razonable habida consideración del caso concreto y de la situación del sujeto fiscalizado, previa notificación y audiencia del interesado.



La Superintendencia no podrá exigir estos programas como un medio alternativo o subsidiario para el ejercicio de sus competencias generales de fiscalización e información.”.

Artículo 28



Lo ha reemplazado, por el siguiente:



“Artículo 28.- Durante los procedimientos de fiscalización los responsables de las empresas, industrias, proyectos y fuentes sujetos a dicho procedimiento deberán entregar todas las facilidades para que se lleve a cabo el proceso de fiscalización y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.



En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Superintendente.



Los funcionarios de la Superintendencia estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles, establecimientos o recintos públicos o privados en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar muestras o registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividad fiscalizada. Quienes sean objeto de fiscalización deberán facilitar el cumplimiento de su cometido a los funcionarios competentes.



Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, los funcionarios de la Superintendencia podrán solicitar directamente del Jefe de la Unidad de Carabineros más próxima o de la autoridad que corresponda, según el caso, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador, la que podrá actuar con descerrajamiento, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados que no constituyan morada.”.

Artículo 30



Ha intercalado en el inciso primero, a continuación del vocablo “industrial”, la frase “o de carácter reservado”.

Artículo 31



- Ha intercalado, en el encabezamiento, a continuación de la expresión “Ambiental,”, la locución “de acceso público,”.

Ha consultado las siguientes letras e), f) y g), nuevas:



“e) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.



f) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.



g) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.”.

Artículo 32

Inciso primero



- Ha eliminado, en el literal d), la frase “, así como de los procesos sancionatorios que les corresponda incoar”.



- Ha incorporado el siguiente literal g), nuevo, pasando el actual a ser h):



“g) Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que se deban realizar de conformidad a las normas de calidad.”.



Ha consultado los siguientes incisos finales, nuevos:



“El Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental será público, debiendo la Superintendencia mantener actualizada en su página web la información que lo integra para un acceso expedito por parte de la comunidad.



Asimismo, deberá permitir el acceso digital directo y gratuito a toda persona respecto de la información que en ella se consigne.”.

Artículo 35



Ha efectuado las siguientes enmiendas:



- Ha sustituido la letra a), por la siguiente:



“a) El incumplimiento de las condiciones, normas y medidas establecidas en las resoluciones de calificación ambiental.”.



- Ha agregado en la letra b) la siguiente oración final: “Asimismo, el incumplimiento del requerimiento efectuado por la Superintendencia según lo previsto en las letras i), j) y k) del artículo 3º.”.



- Ha reemplazado el literal f), por el siguiente:



“f) Incumplir las medidas adoptadas por la Superintendencia en virtud de lo dispuesto en las letras g) y h) del artículo 3º.”.



- Ha eliminado en la letra g) la frase “, que no sean de competencia de la Superintendencia de Servicios Sanitarios”.



- Ha incorporado un nuevo literal h), del tenor que se indica, pasando las actuales letras h), i), j), k), l) y m), a ser letras i), j), k), l), m) y n), respectivamente, sin modificaciones:



“h) El incumplimiento de las Normas de Emisión, cuando corresponda.”.

Artículo 36



Lo ha reemplazado, por el siguiente:



“Artículo 36.- Para los efectos del ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a la Superintendencia, las infracciones de su competencia se clasificarán en gravísimas, graves y leves.



1.- Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que alternativamente:



a) Hayan causado daño ambiental, no susceptible de reparación;



b) Hayan afectado gravemente la salud de la población;



c) Impidan u obstaculicen deliberadamente el cumplimiento de metas, medidas, y objetivos de un Plan de Prevención o Descontaminación;



d) Hayan entregado información falsa u ocultado cualquier antecedente relevante con el fin de encubrir u ocultar una infracción gravísima;



e) Hayan impedido deliberadamente la fiscalización, encubierto una infracción o evitado el ejercicio de las atribuciones de la Superintendencia;



f) Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y se constate en ellos alguno de los efectos, características o circunstancias previstas en el artículo 11 de dicha ley, y 



g) Constituyan reiteración o reincidencia en infracciones calificadas como graves de acuerdo con este artículo.



2.- Son infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente:



a) Hayan causado daño ambiental, susceptible de reparación;



b) Hayan generado un riesgo significativo para la salud de la población;



c) Afecten negativamente el cumplimiento de las metas, medidas y objetivos de un Plan de Prevención y, o de Descontaminación;



d) Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, si no están comprendidos en los supuestos de la letra f) del número anterior;



e) Incumplan gravemente las medidas para eliminar o minimizar los efectos adversos de un proyecto o actividad, de acuerdo a lo previsto en la respectiva Resolución de Calificación Ambiental;



f) Conlleven el no acatamiento de las instrucciones, requerimientos y medidas urgentes dispuestas por la Superintendencia;



g) Constituyan una negativa a entregar información relevante en los casos que la ley autoriza a la Superintendencia para exigirla, y



h) Constituyan persistente reiteración de una misma infracción calificada como leve de acuerdo con este artículo.



3.- Son infracciones leves los hechos, actos u omisiones que contravengan cualquier precepto o medida obligatorios y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los números anteriores.”.

Artículo 38



Ha sustituido, en la letra b), la voz “cinco”, por “una”.

Artículo 40



Ha efectuado las siguientes enmiendas:



- Ha reemplazado la letra b), por la siguiente:



“b) El número de personas cuya salud pudo afectarse por la infracción.”.



- Ha sustituido, en la letra g), la mención a la letra “q)”, por otra a la letra “r)”.



- Ha incorporado la siguiente letra h), nueva, pasando la actual a ser i):



“h) El detrimento o vulneración de un área silvestre protegida del Estado.”.

Artículo 42



Ha efectuado las siguientes enmiendas:

Inciso primero



Ha sustituido el guarismo “5” por “10”.

Inciso tercero



Ha eliminado la frase “o hubiesen cometido infracciones de aquellas denominadas gravísimas,”, y agregado la siguiente oración final: “Con tal objeto, deberá considerarse el plazo de prescripción de las infracciones señaladas en el artículo 37.”.

Inciso quinto



Ha intercalado, a continuación de la palabra “original”, la frase “dentro del rango señalado en la letra b) del artículo 38”.

Artículo 43



Lo ha sustituido, por el siguiente:



“Artículo 43.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas que se impongan, una vez notificada la resolución de la Superintendencia que pone término al procedimiento sancionador, el infractor podrá presentar voluntariamente ante ella una propuesta de plan de reparación avalada por un estudio técnico ambiental.



El Servicio de Evaluación Ambiental deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de reparación que el infractor deberá implementar a su costo y dentro de los plazos que al efecto le fije tal autoridad.



Una vez recibidos por la Superintendencia el plan de reparación y su respectiva aceptación por el Servicio de Evaluación Ambiental, ésta lo aprobará, y le corresponderá la fiscalización de su cumplimiento.



Desde la aprobación del plan de reparación a que se refiere el inciso anterior y mientras éste se ejecute, el plazo de prescripción para ejercer la acción por daño ambiental se suspenderá. Si se ejecutaré dicho plan satisfactoriamente, la acción señalada se extinguirá.



Si existiere daño ambiental y el infractor no presentare voluntariamente un plan de reparación, se deberá ejercer la acción por daño ambiental ante el Tribunal Ambiental.



El reglamento establecerá el plazo que tendrá el Servicio de Evaluación Ambiental para pronunciarse respecto de la proposición de reparación, avalada por un estudio técnico ambiental, y el plazo en el cual el infractor deberá implementar dicha reparación.”.

Artículo 45



Ha intercalado, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “respectiva”, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 56”.

Artículo 48



Ha reemplazado el inciso tercero, por los siguientes:



“Las medidas contempladas en este artículo serán esencialmente temporales y tendrán una duración de hasta 30 días corridos. En caso de renovación, ésta deberá ser decretada por resolución fundada cumpliendo con los requisitos que establece este artículo.



En el caso de las medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e), la Superintendencia deberá obtener la autorización previa del Tribunal Ambiental. La autorización deberá obtenerse por la vía más expedita posible, incluida la telefónica, de alguno de sus ministros, según la regla de turno que se determine mediante auto acordado, que deberá contemplar a un titular y un suplente. En tal caso, se entregará al propietario o encargado un certificado que indique la medida adoptada, la individualización del instructor del procedimiento y de aquel juez que lo hubiere ordenado, dejando copia de dicho certificado en el expediente sancionatorio.



La exigencia contemplada en el inciso anterior, deberá cumplirse igualmente cuando la Superintendencia desee aplicar las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de la presente ley.”.

Artículo 49



Ha intercalado en el inciso segundo, a continuación de la palabra “descripción”, la frase “clara y precisa”.

Artículo 51



Ha reemplazado, en el inciso primero, la frase “apreciarán en conciencia” por “apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica”.

Artículo 56



Ha efectuado las siguientes enmiendas:

Inciso primero



- Ha sustituido la frase “Juez de Letras en lo Civil correspondiente al domicilio del reclamante”, por “Tribunal Ambiental”.



- Ha eliminado el siguiente texto: “Si la resolución afectare a más de una persona o entidad, cuyos domicilios correspondieren a territorios jurisdiccionales de diferentes Cortes, será competente para conocer de todas las reclamaciones a que haya lugar aquella que corresponda al domicilio de la autoridad que haya expedido el acto administrativo reclamado.”.

Inciso tercero



Ha reemplazado la frase “Juez de Letras en lo Civil”, por “Tribunal Ambiental”.

Artículo 57



Lo ha sustituido, por el siguiente:



“Artículo 57.- Cuando la Superintendencia aplique las sanciones señaladas en las letras c) y d) del artículo 38, la resolución que las contenga deberá siempre ser elevada en consulta al Tribunal Ambiental.”.

Artículo 59



Ha agregado, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “En caso de que alguno de estos organismos iniciare un procedimiento respecto de materias que son competencia de la Superintendencia, ésta, de oficio o a petición de interesado, podrá solicitarle que se declare incompetente y le remita todos los antecedentes para iniciar el procedimiento respectivo.”.

Ha consultado como artículo 61, nuevo, el siguiente:



“Artículo 61.- La presente ley no afectará las facultades y competencias que la ley N° 18.902 entrega a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, en materia de supervigilancia, control, fiscalización y sanción del cumplimiento de las normas relativas a la prestación de los servicios públicos de agua potable y alcantarillado que realicen las concesionarias de servicios sanitarios.”.

Artículo 61



Ha pasado a ser artículo 62, sin modificaciones.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo segundo



Ha efectuado las siguientes enmiendas:



- Ha sustituido, en su encabezamiento, la locución “del Medio Ambiente” por “Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente”.



- Ha eliminado, en el numeral 1), la oración “El encasillamiento en estas plantas podrá incluir personal de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.”, y agregado el siguiente párrafo segundo, nuevo:



“El encasillamiento en las plantas de personal del Ministerio de Medio Ambiente y del Servicio de Evaluación Ambiental se sujetará a las reglas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, del 2005, y considerará al personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.”.



- Ha sustituido el numeral 2), por el siguiente:



“2) Ordenar el traspaso de los funcionarios titulares de planta y del personal a contrata desde de la Comisión Nacional de Medio Ambiente al Ministerio de Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, sin solución de continuidad, manteniendo la calidad jurídica y en el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso.



En el o los decretos con fuerza de ley que fijan las plantas se determinará el número de funcionarios que se traspasarán a las nuevas instituciones desde la Comisión Nacional de Medio Ambiente por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente.”.



- Ha agregado, en el numeral 4), la siguiente oración final: “Una vez que se encuentren totalmente tramitados los encasillamientos, se entenderá extinguida, de pleno derecho, la planta de personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.”.

Artículo octavo



Lo ha reemplazado, por el que sigue:



“Artículo octavo.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y se transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado.



El rediseño a que se refiere el inciso anterior se efectuará resguardando los derechos de los trabajadores de la referida Corporación.”.

Ha consultado como artículos noveno y décimo, nuevos, los siguientes:



“Artículo noveno.- Las normas establecidas en los Títulos II, salvo el párrafo 3º, y III del ARTÍCULO SEGUNDO de la presente ley, que crean la Superintendencia del Medio Ambiente, entrarán en vigencia el mismo día que comience el funcionamiento el Tribunal Ambiental.



Artículo décimo.- Mientras no entre en funcionamiento el Tribunal Ambiental, las materias contenciosas a las cuales hace referencia la ley Nº 19.300 seguirán siendo de competencia del juez de letras en lo civil que corresponda.”.



A su vez, la Comisión de Hacienda propone aprobar el proyecto despachado por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, con las siguientes modificaciones:

Artículo segundo transitorio

Numeral 2)



Eliminar, en el primer párrafo, la preposición “de” que se encuentra entre las frases “personal a contrata desde” y “la Comisión Nacional de Medio Ambiente”.

Artículo cuarto transitorio

Inciso primero



Agregar, a continuación de la expresión “M$2.100.000”, la oración “, actualizada según el reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público que corresponda”.

Inciso segundo



Suprimir la expresión “01 y 03” que sigue a la palabra “programas”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en votación las enmiendas unánimes, las que son aprobadas por 27 votos a favor, de un total de 35 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los números 25); 31), y 63) -en lo relativo a los artículos 71, 73 y 77- (todos del ARTÍCULO PRIMERO), y del ARTÍCULO SEXTO del proyecto.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.


Con la misma votación se dan por aprobados los numerales 27) y 28), y los artículos 69, 74, 75, 76, 78 y 80, todos contenidos en el numeral 63) del ARTÍCULO PRIMERO, y el artículo 55, contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida al inciso segundo del artículo 7° bis, contenido en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Longueira.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 28 votos a favor y 2 abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Gómez y Ominami.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida a la letra c) del artículo 7° ter, contenido en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Longueira y Letelier, señora Alvear y señores Ominami, Allamand, Gómez y Larraín y a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.



Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda, es aprobada por 21 votos a favor y 2 en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Gómez y Ominami.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión la enmienda referida al artículo 9° ter, contenido en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto, otorgando la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha modificación, es aprobada por 23 votos a favor y 3 en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Zaldívar.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Ávila, Gómez y Ominami.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la enmienda referida al inciso segundo del artículo 11 bis, contenido en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Pizarro y a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha modificación, es aprobada por 23 votos a favor, uno en contra y una abstención.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero y Zaldívar.



Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Gómez.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Ominami.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida a la letra d) del artículo 12, contenido en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Longueira.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 24 votos a favor y 2 en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Gómez y Ominami.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida a la oración final del inciso primero del artículo 16, contenido en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Longueira.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 26 votos a favor y 2 en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Gómez y Ominami.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión la enmienda referida al inciso primero del artículo 71, contenido en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señor Longueira y señora Alvear.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha modificación, es aprobada por 25 votos a favor y 2 abstenciones, de un total de 35 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Ávila y Gómez.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión la enmienda referida al artículo 86, contenido en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Longueira y Ominami, señora Alvear y señor Letelier, a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al Honorable Senador señor Allamand.



Cerrado el debate y puesta en votación la modificación, es aprobada por 25 votos a favor, uno en contra y 2 abstenciones, de un total de 35 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.



Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Gómez y Ominami.

- - -



Acto seguido, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida a la letra k) -que pasa a ser letra l)- del artículo 3º, contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Longueira.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 21 votos a favor y una abstención.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Ominami.



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Pizarro, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la enmienda.
- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida al artículo 5º, contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto, otorgando la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 22 votos a favor y una abstención.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Ominami.

- - -



Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida a la letra f) del artículo 16, contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señor Longueira y señora Matthei.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 21 votos a favor, con una adecuación formal acordada unánimemente por la Sala.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.
- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida al artículo 26, contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Longueira.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 20 votos a favor, con una adecuación formal acordada unánimemente por la Sala.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.
- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida al artículo 27, contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 23 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.
- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida al artículo 30, contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Longueira, Larraín, Muñoz Aburto y Letelier.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 20 votos a favor y una abstención.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Coloma, Escalona, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero y Sabag.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida al encabezamiento del número 1) del artículo 36, contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 22 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.

- - -



Acto seguido, y con la misma votación anterior, se da por aprobada la modificación referida al encabezamiento del número 2) del artículo 36, contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida a la letra b) del artículo 38, contenido en el ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Longueira.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 23 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.

- - -



Finalmente, el señor Presidente pone en discusión la modificación referida al artículo octavo transitorio del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señor Horvath, señora Alvear y señores Letelier, Gazmuri, Larraín y Gómez.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 23 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Longueira, señora Matthei y señores Sabag, Escalona y Horvath.

- - -



Concluida la votación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“ARTÍCULO PRIMERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:



1) En el artículo 2°.



a) Incorpóranse, a continuación de la letra a), las siguientes letras a bis) y a ter):



“a bis) Biotecnología: se entiende toda aplicación tecnológica que utilice sistemas biológicos y organismos vivos o sus derivados para la creación o modificación de productos o procesos para usos específicos;



a ter) Cambio Climático: se entiende un cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos de tiempo comparables;”.  



b) Incorpórase, a continuación de la letra h), la siguiente letra h bis):



“h bis) Efecto Sinérgico: aquel que se produce cuando el efecto conjunto de la presencia simultánea de varios agentes supone una incidencia ambiental mayor que el efecto suma de las incidencias individuales contempladas aisladamente;”. 



c) Incorpórase a continuación de la letra i), la siguiente letra i bis):



“i bis). Evaluación Ambiental Estratégica: el procedimiento realizado por el Ministerio sectorial respectivo, para que se incorporen las consideraciones ambientales del desarrollo sustentable, al proceso de formulación de las políticas y planes de carácter normativo general, que tengan impacto sobre el medio ambiente o la sustentabilidad, de manera que ellas sean integradas en la dictación de la respectiva política y plan, y sus modificaciones sustanciales;”.



d) Reemplázase, en la letra j), la frase “de la Comisión Nacional del Medio Ambiente o de la Comisión Regional respectiva, en su caso,” por “del Servicio de Evaluación Ambiental”.



e) Incorpórase, a continuación de la letra m), la siguiente letra m bis):



“m bis) Mejores técnicas disponibles: la fase más eficaz y avanzada de desarrollo de las actividades y de sus modalidades de explotación, que demuestre la capacidad práctica de determinadas técnicas para evitar o reducir en general las emisiones y el impacto en el medio ambiente y la salud de las personas. Con tal objeto se deberán considerar una evaluación de impacto económico y social de su implementación, los costos y los beneficios, la utilización o producción de ellas en el país, y el acceso, en condiciones razonables, que el regulado pueda tener a las mismas;”. 



2) En el artículo 4º.



a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “participación ciudadana” y la conjunción “y” la siguiente frase “, permitir el acceso a la información ambiental”.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:



“Los órganos del Estado, en el ejercicio de sus competencias ambientales y en la aplicación de los instrumentos de gestión ambiental, deberán propender por la adecuada conservación, desarrollo y fortalecimiento de la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones sociales y culturales de los pueblos, comunidades y personas indígenas, de conformidad a lo señalado en la ley y en los convenios internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”. 



3) Agrégase, a continuación del artículo 7°, el siguiente párrafo 1° bis:

“Párrafo 1° bis.

De la Evaluación Ambiental Estratégica.



Artículo 7° bis.- Se someterán a evaluación ambiental estratégica las políticas y planes de carácter normativo general, así como sus modificaciones sustanciales, que tengan impacto sobre el medio ambiente o la sustentabilidad, que el Presidente de la República, a proposición del Consejo de Ministros, señalado en el artículo 72, decida.



En todo caso, siempre deberán someterse a evaluación ambiental estratégica los planes regionales de ordenamiento territorial, planes reguladores intercomunales, planes reguladores comunales y planes seccionales, planes regionales de desarrollo urbano y zonificaciones del borde costero, del territorio marítimo y el manejo integrado de cuencas o los instrumentos de ordenamiento territorial que los reemplacen o sistematicen. En esta situación el procedimiento y aprobación del instrumento estará a cargo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Gobierno Regional o el Municipio o cualquier otro organismo de la administración del Estado, respectivamente.



La elaboración de las políticas y planes deberá contemplar las etapas de diseño y aprobación.



En la etapa de diseño, el organismo que dictará la política o plan, deberá considerar los objetivos y efectos ambientales del instrumento, así como los criterios de desarrollo sustentable de los mismos. Durante esta etapa se deberá integrar a otros órganos de la administración del Estado vinculados a las materias objeto de la política o plan, así como otros instrumentos relacionados con ellos, a fin de garantizar la actuación coordinada de las entidades públicas involucradas en los proyectos afectados por la política o plan. En el caso señalado en el inciso segundo, se deberán siempre considerar los instrumentos relacionados con capacidad vial elaborados por la autoridad competente.



En la etapa de aprobación, se deberá elaborar un anteproyecto de política o plan que contendrá un informe ambiental, que será remitido al Ministerio del Medio Ambiente para sus observaciones, para luego ser sometido a consulta pública por parte del organismo responsable. 



Artículo 7° ter.- Un reglamento establecerá el procedimiento y plazos en virtud del cual se tramitará este tipo de evaluación, el que deberá considerar:



a) Los aspectos básicos a considerar durante la etapa de diseño, incluida la forma de consulta y coordinación de los organismos del Estado que puedan vincularse con la política o plan objeto de evaluación;



b) Los contenidos mínimos detallados para la elaboración de los Informes Ambientales de las políticas o planes;



c) Forma de participación del público interesado, y



d) Forma de publicidad de la política o plan, así como su reformulación posterior. Esta forma de publicidad deberá considerar una difusión masiva, completa y didáctica hacia los afectados y la comunidad en general, en lo referente a los contenidos, alcances y efectos de la política o plan, así como de su reformulación posterior.



Artículo 7° quáter.- La etapa de aprobación de la política o plan, culminará con una resolución del Ministerio sectorial, en la cual se señalará el proceso de elaboración de la política o plan desde su etapa de diseño, la participación de los demás organismos del Estado, la consulta pública realizada y la forma en que ha sido considerada, el contenido del informe ambiental y las respectivas consideraciones ambientales y de desarrollo sustentable que debe incorporar la política o plan para su dictación, así como los criterios e indicadores de seguimiento destinados a controlar la eficacia del plan o política, y los criterios e indicadores de rediseño que se deberán considerar para la reformulación de dicho plan o política en el mediano o largo plazo.



4) En el artículo 8°:



a) Agréganse, los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser inciso final:



“Sin perjuicio de los permisos o pronunciamientos sectoriales, siempre se requerirá el informe del Gobierno Regional, del Municipio respectivo y la autoridad marítima competente, cuando corresponda, sobre la compatibilidad territorial del proyecto presentado.



Los proyectos o actividades sometidos al sistema de evaluación de impacto ambiental deberán considerar siempre las políticas y planes evaluados estratégicamente, de conformidad a lo señalado en el Párrafo 1° bis de este título.”.



b) Sustitúyense, en el inciso final, la frase “a la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso”, por “al Servicio de Evaluación Ambiental”, y la palabra “precedente”, por “anterior”.



5) En el artículo 9°:



a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región” por “Comisión establecida en el artículo 86 o Comisión de Evaluación” y la denominación “la Dirección Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental”.



b) Reemplázanse, en el inciso tercero, las expresiones “a esta Dirección” por “al Director del Servicio de Evaluación Ambiental” y “Comisiones Regionales del Medio Ambiente” por “Comisiones de Evaluación”.



c) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio”.



d) Agrégase el siguiente inciso final:



“Los pronunciamientos de los órganos de la Administración del Estado con competencia ambiental, deberán ser fundados y formulados dentro de las esferas de sus respectivas competencias.”.



6) Incorpóranse, a continuación del artículo 9°, los siguientes artículo 9° bis y 9° ter:



“Artículo 9° bis.- La comisión a la cual se refiere el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, deberán aprobar o rechazar un proyecto o actividad sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental sólo en virtud del Informe Consolidado de Evaluación en lo que dice relación con los aspectos normados en la legislación ambiental vigente. En todo caso, dicho informe deberá contener, los pronunciamientos ambientales fundados de los organismos con competencia que participaron en la evaluación, la evaluación técnica de las observaciones planteadas por la comunidad y los interesados, cuando corresponda, así como la recomendación de aprobación o rechazo del proyecto.



El incumplimiento a lo señalado en el inciso anterior se considerará vicio esencial del procedimiento de calificación ambiental.



Artículo 9° ter.- Los proponentes de los proyectos o actividades, en sus Estudios o Declaraciones de Impacto Ambiental, deberán describir la forma en que tales proyectos o actividades se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional, así como los planes de desarrollo comunal.



La comisión señalada en el artículo 86 deberá siempre solicitar pronunciamiento al Gobierno Regional respectivo, así como a las municipalidades del área de influencia del proyecto, con el objeto de que éstos señalen si el proyecto o actividad se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional y con los planes de desarrollo comunal, respectivamente.”.



7) En el artículo 10:



a) Reemplázase, en la letra g), la frase “a que alude la letra siguiente” por “evaluados según lo dispuesto en el Párrafo 1 Bis”.



b) Elimínase, en su letra h), la frase “Planes regionales de desarrollo urbano, planes intercomunales, planes reguladores comunales, planes seccionales,”, iniciando con mayúscula la palabra “proyecto” que le sigue a continuación, y elimínase, asimismo, la expresión “que los modifiquen o”.



c) Agrégase la siguiente letra r), sustituyendo en la letra p) la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue por un punto y coma(;) y reemplazando en la letra q) el punto aparte (.) por una coma (,) seguida de la conjunción "y":



“r) Proyectos de desarrollo, cultivo o explotación, en las áreas mineras, agrícolas, forestales e hidrobiológicas que utilicen organismos genéticamente modificados con fines de producción y en áreas no confinadas. El reglamento podrá definir una lista de especies de organismos genéticamente modificados que, como consecuencia de su comprobado bajo riesgo ambiental, estarán excluidos de esta exigencia. El mismo reglamento establecerá el procedimiento para declarar áreas como libres de organismos genéticamente modificados.”.



8) Reemplázase la letra d) del artículo 11, por la siguiente:



“d) Localización en o próxima a poblaciones, recursos y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos y glaciares, susceptibles de ser afectados, así como el valor ambiental del territorio en que se pretende emplazar.”.



9) Agréganse los siguientes artículos 11 bis y 11 ter:



“Artículo 11 bis.- Los proponentes no podrán, a sabiendas, fraccionar sus proyectos o actividades con el objeto de variar el instrumento de evaluación o de eludir el ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Será competencia de la Superintendencia del Medio Ambiente determinar la infracción a esta obligación y requerir al proponente, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental, para ingresar adecuadamente al sistema.



No se aplicará lo señalado en el inciso anterior cuando el proponente acredite que el proyecto o actividad corresponde a uno cuya ejecución se realizará por etapas.



Artículo 11 ter.- En caso de modificarse un proyecto o actividad, la calificación ambiental deberá recaer sobre dicha modificación y no sobre el proyecto o actividad existente, aunque la evaluación de impacto ambiental considerará la suma de los impactos provocados por la modificación y el proyecto o actividad existente para todos los fines legales pertinentes.”.



10) Modificase el artículo 12, de la siguiente forma:



a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:



“b) La descripción de la línea de base, que deberá considerar todos los proyectos que cuenten con resolución de calificación ambiental, aún cuando no se encuentren operando.”.



b) Agrégase en la letra d), a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente texto: “Cuando el proyecto deba presentar un Estudio de Impacto Ambiental por generar alguno de los efectos, características o circunstancias señaladas en la letra a) del artículo 11, y no existiera Norma Primaria de Calidad o de Emisión en Chile o en los Estados de referencia que señale el Reglamento, el proponente deberá considerar un capítulo específico relativo a los potenciales riesgos que el proyecto podría generar en la salud de las personas.”.



11) Agrégase el siguiente artículo 12 bis:



“Artículo 12 bis.- Las declaraciones de Impacto Ambiental considerarán las siguientes materias: 



a) Una descripción del proyecto o actividad;



b) Los antecedentes necesarios que justifiquen la inexistencia de aquellos efectos, características o circunstancias del artículo 11 que pueden dar origen a la necesidad de efectuar un Estudio de Impacto Ambiental;



c) La indicación normativa ambiental aplicable, y la forma en la que se cumplirá; y 



d) La indicación de los permisos ambientales sectoriales aplicables, y los antecedentes asociados a los requisitos y exigencias para el respectivo pronunciamiento.”. 



12) En el artículo 13.



a) En el inciso primero:



i) Intercálase a continuación de la expresión “Estudio” la expresión “o Declaración”.



ii) Sustitúyese la frase “y la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “, el Servicio de Evaluación Ambiental”.



iii) Intercálase, antes de la expresión “, en su caso”, la frase “y los órganos de la administración del Estado competentes”.



b) Reemplázase, en el inciso segundo, las palabras “Secretaria General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”. 



c) Intercálase, en su letra b), a continuación de la expresión “Estudios” las palabras “y Declaraciones”; y sustitúyese la referencia a los artículos “11 y 12”, por “11, 12, 12 bis, 13 bis y 18”, según corresponda”.



d) Reemplázase, en la letra c), la frase “tramitación de los Estudios de Impacto Ambiental,” por “evaluación de impacto ambiental” y elimínase la frase “en conformidad con el artículo siguiente”.



13) Incorpórase, el siguiente artículo 13 bis:



“Artículo 13 bis.- Los proponentes deberán informar a la autoridad ambiental si han establecido, antes o durante el proceso de evaluación, negociaciones con los interesados con el objeto de acordar medidas de compensación o mitigación ambiental. En el evento de existir tales acuerdos, éstos no serán vinculantes para la calificación ambiental del proyecto o actividad.”.



14) En el artículo 14.



a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “anterior” por el guarismo “13”.



b) Sustitúyese, en la letra b), la frase “calificación de un Estudio de Impacto Ambiental” por “evaluación de impacto ambiental”.



c) Intercálase, en la letra c), a continuación de la palabra “Estudios” la expresión “y Declaraciones”; y reemplázase la expresión “el artículo 16” por “los artículos 16 y 19”.



d) Agrégase, en la letra e), a continuación de la palabra “Estudio” las palabras “o la Declaración”.



15) Incorpórase el siguiente artículo 14 bis:



“Artículo 14 bis.- El procedimiento de evaluación de impacto ambiental y los actos administrativos que se originen de él, podrán expresarse a través de medios electrónicos, conforme a las normas de la ley Nº 19.799 y su reglamento, y a lo previsto en este artículo. Sin perjuicio de lo anterior, no se considerarán faltas u omisiones del titular aquellas actuaciones que por fallas del medio electrónico no puedan ejecutarse o acreditarse oportunamente dentro del procedimiento, debiendo adoptarse las medidas necesarias por el Servicio de Evaluación Ambiental para solucionar prontamente dichas fallas sin perjuicio para el titular.



Se entenderá que el titular de un proyecto acepta la utilización de técnicas y medios electrónicos en todas las actuaciones del procedimiento que le afecten, desde que ingrese su Estudio o Declaración, salvo que expresamente solicite lo contrario.



Las observaciones que formularen las organizaciones ciudadanas y personas naturales a que se refieren los artículos 28 y 30 bis, podrán expresarse a través de medios electrónicos, conforme a las normas generales.



Sin embargo, no se emplearán medios electrónicos respecto de aquellas actuaciones que por su naturaleza o por expresa disposición legal deben efectuarse por otro medio.”.



16) Incorpórase el siguiente artículo 14 ter, nuevo:



“Artículo 14 ter.- El procedimiento de evaluación de impacto ambiental se iniciará con una verificación rigurosa del tipo de proyecto y la vía de evaluación que debe seguir, con el objetivo de que no existan errores administrativos en el proceso de admisión a trámite de un proyecto.”.



17) En el artículo 15:



a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “La Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.



b) Suprímese el inciso segundo, pasando el inciso final a ser segundo.



c) En el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, sustitúyense la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”; y la palabra “treinta” por “quince”.



d) Agrégase el siguiente inciso final:



“Cuando el Estudio de Impacto Ambiental se refiera a proyectos o actividades que deben ser implementados de manera urgente para atender necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, así como a servicios que no pueden paralizarse sin serio perjuicio para el país, el plazo de evaluación se reducirá a la mitad, ordenándose todos los trámites proporcionalmente a ese nuevo plazo. La calificación de urgencia para la evaluación será realizada por el Director Ejecutivo a petición del interesado. El reglamento determinará los requisitos, formas y condiciones necesarios para la solicitud, la aprobación y su debida publicidad.”.



18) Agregase el siguiente artículo 15 bis:



“Artículo 15 bis.- Si el Estudio de Impacto Ambiental carece de información relevante o esencial para su evaluación que no pudiere ser subsanada mediante aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, el Director Regional o el Director Ejecutivo, así lo declarará mediante resolución fundada, ordenando devolver los antecedentes al titular y poniendo término al procedimiento.



La resolución a que se refiere el inciso precedente sólo podrá dictarse dentro de los primeros cuarenta días contados desde la presentación del respectivo Estudio de Impacto Ambiental. Transcurrido este plazo, no procederá devolver o rechazar el estudio por la causal señalada, debiendo completarse su evaluación.



Los organismos a los que se refiere el inciso cuarto del artículo 9º, deberán comunicar, tan pronto le sea requerido su informe, al Director Regional o al Director Ejecutivo si en los Estudios sometidos a su conocimiento se ha constatado el defecto previsto en este artículo.



En contra de la resolución que se dicte sólo podrá deducirse recurso de reposición dentro del plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación. El recurso deberá resolverse dentro del plazo de veinte días.”.



19) En el artículo 16.



a) Introdúcense, en el inciso primero, las siguientes modificaciones:



i) Sustitúyese la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”. 



ii) Reemplázase la frase “pudiendo suspenderse de común acuerdo” por “suspendiéndose de pleno derecho”.



iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.”.



b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la palabra “anterior” por el guarismo “15”.



20) Derógase el artículo 17.



21) En el artículo 18:



a) Sustitúyese, en su inciso tercero, la expresión “La Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.



b) Reemplázase, el inciso final por el siguiente:



“En el caso que la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, según corresponda, no pueda pronunciarse sobre una Declaración de Impacto Ambiental en razón de la falta de algún permiso o pronunciamiento sectorial ambiental, se requerirá al organismo del Estado responsable para que, en el plazo de diez días, emita el respectivo permiso o pronunciamiento. Vencido este plazo, el permiso o pronunciamiento faltante se tendrá por otorgado favorablemente.”.



22) Agréganse los siguientes artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter:



“Artículo 18 bis.- Si la Declaración de Impacto Ambiental carece de información relevante o esencial para su evaluación que no pudiese ser subsanada mediante aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, o si el respectivo proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, según corresponda, así lo declarará mediante resolución fundada, ordenando devolver los antecedentes al titular y poniendo término al procedimiento.



La resolución a que se refiere el inciso precedente sólo podrá dictarse dentro de los primeros treinta días contados desde la presentación de la respectiva declaración de impacto ambiental. Transcurrido este plazo, no procederá devolver o rechazar la Declaración por las causales señaladas, debiendo completarse su evaluación.



En contra de la resolución que se dicte sólo podrá deducirse recurso de reposición dentro del plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación. El recurso deberá resolverse en el plazo de veinte días.



Artículo 18 ter.- Los titulares, al presentar una Declaración de Impacto Ambiental, podrán incluir, a su costo, el compromiso de someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable y de las condiciones sobre las cuales se califique favorablemente el proyecto o actividad. En este caso, dicha Declaración deberá ser calificada en un plazo máximo de treinta días, sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente.



Para estos efectos, la Superintendencia del Medio Ambiente llevará un registro de las personas naturales y jurídicas acreditadas, que realicen la evaluación y certificación de conformidad de las Resoluciones de Calificación Ambiental. El reglamento determinará los requisitos, condiciones y procedimientos necesarios para su administración y funcionamiento.



Artículo 18 quáter.- Si el titular del proyecto es una empresa que según la ley califica como de menor tamaño y debe presentar una Declaración de Impacto Ambiental podrá comprometer a su costo, someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable al proyecto o actividad. En este caso, la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, observará el siguiente procedimiento:



a) Verificará si el proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, en el plazo de 10 días contados desde la presentación de la Declaración.



b) En caso de no requerir un Estudio de Impacto Ambiental, procederá al registro de la Declaración, siempre que el proyecto se encuentre localizado en un área regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genere cargas ambientales.



c) Si el proyecto o actividad se localiza en un área no regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genera cargas ambientales, abrirá un período de participación ciudadana, en el que citará a una audiencia especial a lo menos a tres organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica vigente, cuyo domicilio legal se encuentre en aquellas comunas en que el proyecto o actividad se emplazará. Dicho período no se extenderá más de 10 días, debiendo levantarse un acta por un ministro de fe en donde consten los compromisos con la comunidad. Finalizada dicha etapa, procederá a su registro.



d) El registro consistirá en la anotación del proyecto o actividad, en el que debe constar el lugar del emplazamiento, la caracterización de la actividad, tiempo de ejecución de las obras y el proyecto, indicadores de cumplimiento de la certificación de conformidad y compromisos asumidos por el proponente con la comunidad.



e) Realizado el registro una copia de la Declaración, que contendrá las observaciones de la ciudadanía, cuando correspondiere, será visada por el Servicio de Evaluación Ambiental y hará las veces de Resolución de Calificación Ambiental para todos los efectos legales.”.



23) En el artículo 19.



a) En el inciso primero:



i) Sustitúyese la expresión “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.



ii) Reemplázase la frase “pudiendo suspenderse de común acuerdo” por “suspendiéndose de pleno derecho”.



“iii) Agrégase la siguiente oración final, pasando el actual punto aparte (.) a ser punto seguido: “El proponente podrá solicitar la extensión del plazo otorgado para cada suspensión hasta por dos veces.”.



b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “El Presidente de la Comisión” por “El Director Regional o el Director Ejecutivo, en su caso,”.



c) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la frase “si el respectivo proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental”, lo siguiente: “o cuando no se acreditare el cumplimiento de la normativa ambiental aplicable”. 



d) Sustitúyese, en el inciso final, la frase “la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.



24) Agrégase el siguiente artículo 19 bis:



“Artículo 19 bis.- Transcurridos los plazos a que se refieren los artículos 15, 18 y 18 ter sin que la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo se hubieren pronunciado sobre un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, y cumplidos los requisitos del artículo 64 de la ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos, dicho Estudio o Declaración, con sus aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, si las hubiere, se entenderá aprobado.



El certificado que el Director Regional o el Director Ejecutivo expida en caso de configurarse la situación prevista en el inciso anterior, además de especificar que el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental no fue evaluado dentro del plazo legal, individualizará el o los documentos sobre los que recae la aprobación a que se refiere este artículo.”.



25) En el artículo 20:



a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 20.- En contra de la resolución que niegue lugar, rechace o establezca condiciones o exigencias a una Declaración de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante el Director Ejecutivo. En contra de la resolución que rechace o establezca condiciones o exigencias a un Estudio de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante un comité integrado por los Ministros del Medio Ambiente, que lo presidirá, y los Ministros de Salud; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Agricultura; de Energía, y de Minería. Estos recursos deberán ser interpuestos por el responsable del respectivo proyecto, dentro del plazo de treinta días contado desde la notificación de la resolución recurrida. La autoridad competente resolverá, mediante resolución fundada, en un plazo fatal de treinta o sesenta días contados desde la interposición del recurso, según se trate de una Declaración o un Estudio de Impacto Ambiental.”.



b) Agréganse, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando los actuales a ordenarse correlativamente:



“Con el objeto de resolver las reclamaciones señaladas en el inciso primero, el Director Ejecutivo y el Comité de Ministros podrá solicitar a terceros, de acreditada calificación técnica en las materias de que se trate, un informe independiente con el objeto de ilustrar adecuadamente la decisión. El reglamento establecerá como se seleccionará a dicho comité y las condiciones a las que deberá ajustarse la solicitud del informe.



En el caso de los Estudios de Impacto Ambiental, el Comité de Ministros deberá solicitar siempre informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación ambiental.”.



c) Reemplázase, en el actual inciso segundo que pasó a ser cuarto, la frase “juez de letras competente” por “Tribunal Ambiental”.



d) Suprímese, en el inciso final, las palabras “a una Declaración” y agrégase a continuación de la palabra “Estudio” la expresión “o Declaración”.



26) En el artículo 21:



a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Si se declara inadmisible una Declaración de Impacto Ambiental o se rechaza un Estudio de Impacto Ambiental” por “Si se rechaza una Declaración o Estudio de Impacto Ambiental”.



b) Incorpórase, el siguiente inciso segundo:



“Con todo, el nuevo ingreso no podrá materializarse sino hasta que se resuelva el recurso de reclamación a que se refiere el inciso primero del artículo 20 de esta ley, o hubiere quedado ejecutoriada la sentencia que se pronuncie sobre la reclamación establecida en el inciso cuarto del mismo artículo.”. 



27) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 22, la frase “de la respectiva Comisión del Medio Ambiente” por “del Servicio de Evaluación Ambiental”.



28) Derógase el artículo 23.



29) En el artículo 24, agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto:



“Los organismos del Estado a los que corresponda otorgar o pronunciarse sobre los permisos ambientales sectoriales a que se refiere esta ley, deberán informar a la Superintendencia del Medio Ambiente cada vez que se les solicite alguno de ellos, indicando si ha adjuntado o no una resolución de calificación ambiental y los antecedentes que permitan identificar al proyecto o actividad e individualizar a su titular.



En los casos que la Superintendencia detecte que una solicitud de permiso ambiental sectorial recae sobre un proyecto o actividad que de acuerdo a esta ley deba ser objeto de una evaluación de impacto ambiental previa y que no cuenta con la respectiva resolución de calificación ambiental aprobatoria, lo comunicará al organismo sectorial que corresponda, el que deberá abstenerse de otorgar el permiso o autorización en tanto no se acredite el cumplimiento de dicha exigencia, informando de ello al Servicio de Evaluación Ambiental.



El titular del proyecto o actividad, durante la fase de construcción y ejecución del mismo, deberá someterse estrictamente al contenido de la resolución de calificación ambiental respectiva.”.



30) En el artículo 25:



a) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser tercero:



“Las condiciones o exigencias ambientales indicadas en el inciso anterior deberán responder a criterios técnicos solicitados por los servicios públicos que hubiesen participado en el proceso de evaluación.”.



b) Reemplázase, en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la oración “el artículo 64 de esta ley” por “la ley que crea la Superintendencia del Medio Ambiente”.



31) Agréganse los siguientes artículos 25 bis, 25 ter, 25 quáter, 25 quinquies y 25 sexies:



“Artículo 25 bis.- Las Direcciones de Obras Municipales no podrán otorgar la recepción definitiva si los proyectos o actividades a los que se refiere el artículo 10 no acreditan haber obtenido  una resolución de calificación ambiental favorable.



Artículo 25 ter.- La resolución que califique favorablemente un proyecto o actividad caducará cuando hubieren transcurrido más de cinco años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada, contado desde su notificación.



El Reglamento deberá precisar las gestiones, actos o faenas mínimas que, según el tipo de proyecto o actividad, permitirán constatar el inicio de la ejecución del mismo.



Artículo 25 quáter.- La resolución que califique favorablemente el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental deberá ser notificada al proponente, informada a la Superintendencia del Medio Ambiente, a la comunidad y a todos los organismos que hayan participado del proceso de calificación ambiental.



La Superintendencia del Medio Ambiente administrará un registro público de resoluciones de calificación ambiental en el que se identifique el proyecto, su localización geográfica, la fecha de su otorgamiento, el titular, el objetivo del mismo y su estado. Dicho registro deberá mantenerse actualizado en el sitio web de la Superintendencia semestralmente, debiendo los titulares de proyectos informar regularmente acerca del estado de los mismos. Un reglamento determinará el contenido del registro, las formas y plazos en virtud de los cuales se actualizará.



Artículo 25 quinquies.- La Resolución de Calificación Ambiental podrá ser revisada, excepcionalmente, de oficio o a petición del titular o del directamente afectado, cuando ejecutándose el proyecto, las variables evaluadas y contempladas en el plan de seguimiento sobre las cuales fueron establecidas las condiciones o medidas, hayan variado sustantivamente en relación a lo proyectado o no se hayan verificado, todo ello con el objeto de adoptar las medidas necesarias para corregir dichas situaciones.



Con tal finalidad se deberá instruir un procedimiento administrativo, que se inicie con la notificación al titular de la concurrencia de los requisitos y considere la audiencia del interesado, la solicitud de informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación y la información pública del proceso, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 19.880.



El acto administrativo que realice la revisión podrá ser reclamado de conformidad a lo señalado en el artículo 20.



Artículo 25 sexies.- Cuando una resolución de calificación ambiental sea modificada por una o más resoluciones, el Servicio de oficio o a petición del proponente, podrá establecer el texto refundido, coordinado y sistematizado de dicha resolución. En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance.”.



32) En el artículo 26: 



a) Sustitúyese la expresión “las Comisiones Regionales y a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “las Comisiones de Evaluación o el Director Ejecutivo”.



b) Suprímese la palabra “organizada”. 



c) Reemplázase la frase “que se les presenten”, por “y de las Declaraciones cuando correspondan”.



33) Trasládase el artículo 27 a continuación del artículo 28, con las siguientes modificaciones:



a) Reemplázase la expresión “Artículo 27.-" por “Artículo 28.-".



b) Sustitúyese la palabra “anterior” por el guarismo “26” y la expresión “la Comisión respectiva” por “la Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo”.



c) Agrégase, el siguiente inciso tercero:



“En caso que el Estudio de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto de acuerdo a lo señalado en el artículo 29, el interesado deberá publicar en las mismas condiciones previstas en los incisos precedentes, debiendo individualizarse claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones.”.



34) Trasládase el artículo 28 a continuación del artículo 26, con las siguientes modificaciones:



a) Reemplázase la expresión “Artículo 28.-" por “Artículo 27.-". 



b) Sustitúyese la frase “Las organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, por intermedio de sus representantes, y las personas naturales directamente afectadas, podrán” por “Cualquier persona, natural o jurídica, podrá”.



c) Reemplázanse la expresión “la Comisión” por la frase “el Servicio de Evaluación Ambiental”; y la palabra “estudio” por “proyecto”, la primera vez que aparece.



d) Suprímese la frase “a que se refiere el estudio”.



35) En el artículo 29:



a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Las organizaciones ciudadanas y las personas naturales a que se refiere el artículo anterior podrán” por “Cualquier persona, natural o jurídica, podrá”.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando los siguientes a ordenarse correlativamente:



“Si durante el procedimiento de evaluación el Estudio de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente al proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por treinta días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación del Estudio de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá precisar que tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.”.



c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero, que han pasado a ser tercero y cuarto, por los siguientes:



“El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.



Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones señaladas en los incisos anteriores no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.”.



36) En el artículo 30:



a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Las Comisiones Regionales o la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “Las Comisiones de Evaluación o el Director Ejecutivo”.



b) Agrégase el siguiente inciso tercero:



“En caso que la Declaración de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones de acuerdo a lo señalado en el artículo 30 bis, el proponente deberá publicar en las mismas condiciones previstas en el artículo 28, debiendo individualizarse claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones.”.



37) Incorpóranse los siguientes artículos 30 bis y 30 ter:



“Artículo 30 bis.- Las Direcciones Regionales o el Director Ejecutivo, según corresponda, podrán decretar la realización de un proceso de participación ciudadana por un plazo de veinte días, en las Declaraciones de Impacto Ambiental que se presenten a evaluación y se refieran a proyectos que generen cargas ambientales para las comunidades próximas. Todo ello, siempre que lo soliciten a lo menos dos organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, a través de sus representantes, o como mínimo diez personas naturales directamente afectadas. Esta solicitud deberá hacerse por escrito y presentarse dentro del plazo de 10 días, contado desde la publicación en el Diario Oficial del proyecto sometido a Declaración de Impacto Ambiental de que se trate.



Si durante el procedimiento de evaluación de la Declaración de Impacto Ambiental, ésta hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por diez días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación de la Declaración de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá precisar qué tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos.



Tratándose de los proyectos sometidos a evaluación de conformidad a lo establecido en el artículo 18 ter, el plazo para la realización del proceso de participación ciudadana será de diez días.



El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto.



Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.



Para los efectos de este artículo, se entenderá que provocan cargas ambientales aquellos proyectos que generan beneficios sociales y que ocasionan externalidades ambientales negativas en localidades próximas durante su construcción u operación.



La participación ciudadana comprende los derechos a acceder y conocer el expediente físico o electrónico de la evaluación, formular observaciones y obtener respuesta fundada de ellas.



Artículo 30 ter.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 28 y 30, los proponentes deberán anunciar mediante avisos a su costa, en medios de radiodifusión de alcance local, la presentación del Estudio o Declaración, el lugar en donde se encuentran disponibles los antecedentes de éstos y el plazo para realizar observaciones. El reglamento deberá establecer el contenido de los anuncios, la forma de acreditar ante la autoridad su emisión y el plazo en el cual éstos deberán emitirse.



Con todo, los proponentes podrán solicitar al Director Regional o Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, según corresponda, reemplazar el proceso de radiodifusión por otro de similar alcance, en aquellos casos en que éste resulte en extremo oneroso, o bien, cuando no sea posible realizarlo por razones técnicas, ante lo cual la autoridad deberá responder mediante resolución fundada.”.



38) En el artículo 31:



a) Sustitúyense la expresión “La respectiva Comisión” por “La Comisión establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso,”, y el guarismo “27” por “28”.



b) Agrégase, antes del punto parte (.) la siguiente frase final: “y garantizar la participación de la comunidad”.



39) Intercálase, a continuación del artículo 31, el siguiente párrafo 3° bis: 

“Párrafo 3° bis.

Del Acceso a la Información Ambiental.



Artículo 31 bis. Toda persona tiene derecho a acceder a la información de carácter ambiental que se encuentre en poder de la Administración, de conformidad a lo señalado en la Constitución Política de la República y en la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.



Se entenderá por información ambiental toda aquella de carácter escrita, visual, sonora, electrónica o registrada de cualquier otra forma que se encuentre en poder de la Administración y que verse sobre las siguientes cuestiones:



a) El estado de los elementos del medio ambiente, como el aire y la atmósfera, el agua, el suelo, los paisajes, las áreas protegidas, la diversidad biológica y sus componentes, incluidos los organismos genéticamente modificados; y la interacción entre estos elementos.



b) Los factores, tales como sustancias, energía, ruido, radiaciones o residuos, incluidos los residuos radiactivos, emisiones, vertidos y otras liberaciones en el medio ambiente, que afecten o puedan afectar a los elementos del medio ambiente señalados en el número anterior.



c) Los actos administrativos relativos a materias ambientales, o que afecten o puedan afectar a los elementos y factores citados en las letras a) y b), y las medidas, políticas, normas, planes, programas, que les sirvan de fundamento. 



d) Los informes de cumplimiento de la legislación ambiental.



e) Los análisis económicos, sociales, así como otros estudios utilizados en la toma de decisiones relativas a los actos administrativos y sus fundamentos, señalados en la letra c).



f) El estado de salud y seguridad de las personas, condiciones de vida humana, bienes del patrimonio cultural, cuando sean o puedan verse afectados por el estado de los elementos del medio ambiente citados en la letra a) o por cualquiera de los factores y medidas señaladas en las letras b) y c).



g) Toda aquella otra información que verse sobre medio ambiente o sobre los elementos, componentes o conceptos definidos en el artículo 2° de la ley.



Artículo 31 ter.- El Ministerio del Medio Ambiente administrará un Sistema Nacional de Información Ambiental, desglosada regionalmente, en el cual se indicará:



a) Los textos de tratados, convenios y acuerdos internacionales, así como las leyes, reglamentos y demás actos administrativos sobre medio ambiente o relacionados con él.



b) Los informes sobre el estado del medio ambiente, señalados en la letra ñ) del artículo 70.



c) Los datos o resúmenes de los informes señalados en el número anterior, derivados del seguimiento de las actividades que afecten o puedan afectar al medio ambiente.



d) Las autorizaciones administrativas asociadas a actividades que pueden tener un efecto significativo sobre el medio ambiente, o en su defecto la indicación precisa de la autoridad que dispone de tal información.



e) La lista de las autoridades públicas que disponen de información de contenido ambiental y que debe ser públicamente accesible.



f) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.



g) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.



h) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.



Artículo 31 quáter.- Cualquier persona que se considere lesionada en su derecho a acceder a la información ambiental, podrá recurrir ante la autoridad competente, de conformidad con lo señalado en la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.



40) En el artículo 32:



a) Reemplázanse, en los incisos primero y segundo, las palabras “Secretario General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”, las dos veces que aparece.



b) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente párrafo final, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido: “El Ministerio de Salud podrá solicitar fundadamente al Ministerio del Medio Ambiente la dictación de una norma primaria de calidad, la que deberá dictarse dentro de un plazo que no podrá exceder de cinco años, a menos que dentro de tal plazo indique las razones técnicas para no acoger la solicitud.”.



c) Reemplazase, en el inciso cuarto, las palabras “la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “el Ministerio del Medio Ambiente”.



d) Reemplázase, en el inciso final, la frase “a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “al Ministerio del Medio Ambiente”.



41) En el artículo 33, reemplázase la frase “Los organismos competentes del Estado desarrollarán” por “El Ministerio del Medio Ambiente administrará la información de los”.



42) Agrégase en el inciso primero del artículo 34, la siguiente oración final: “La administración y supervisión del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.



43) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 35, por el siguiente:



“La supervisión de estas áreas silvestres corresponderá al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.”.



44) En el artículo 36, inciso primero, intercálase entre las expresiones “lagunas,” y “embalses” el vocablo “glaciares, ”.



45) Sustitúyese el artículo 37, por el siguiente:



“Artículo 37.- El reglamento fijará el procedimiento para clasificar las especies de plantas, algas, hongos y animales silvestres, sobre la base de antecedentes científico-técnicos, y según su estado de conservación, en las categorías recomendadas para tales efectos por la Unión Mundial para la Conservación de la Naturaleza (UICN) u otro organismo internacional que dicte pautas en estas materias.



De conformidad a dichas clasificaciones el Ministerio del Medio Ambiente deberá aprobar planes de recuperación, conservación y gestión de dichas especies. El reglamento definirá el procedimiento de elaboración, el sistema de información pública y el contenido de cada uno de ellos.”.



46) En el artículo 38:



a) Sustitúyese en el inciso primero, la frase “Los organismos competentes del Estado confeccionarán y mantendrán” por “El Ministerio del Medio Ambiente velará que los organismos competentes del Estado elaboren y mantengan”;



b) Reemplázase, la expresión “flora y fauna silvestre” por “plantas, algas, hongos y animales silvestres”, y



c) Elimínase el inciso segundo.



47) En el artículo 40:



a) En el inciso primero:



i) Agrégase, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “supremo” la siguiente oración: “que llevará las firmas del Ministro del Medio Ambiente y del ministro competente según la materia de que se trate,”.



ii) Elimínase el párrafo que se encuentra a continuación del punto seguido (.) que pasa a ser punto a parte.



b) En el inciso segundo:



i) Reemplázase la frase “a la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “al Ministerio del Medio Ambiente”.



ii) Agrégase, al final del inciso, a continuación de la palabra "aplicarán", la siguiente frase “, pudiendo utilizar las mejores técnicas disponibles, como criterio para determinar los valores o parámetros exigibles en la norma, cuando corresponda.”.



48) Reemplázase, en el artículo 41, la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas”, por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37”.



49) En el artículo 42:



a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del artículo “El”, la siguiente frase: “Ministerio del Medio Ambiente conjuntamente con el”, y sustitúyese la frase “de acuerdo con la normativa vigente”, por “cuando corresponda”.



b) Reemplázase en la letra c) la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas” por “clasificadas según lo dispuesto en el artículo 37”.



50) En el artículo 43:



a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Secretario General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”.



b) Agréganse, los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual segundo a ser inciso final:



“Mediante decreto supremo, que llevará la firma del Ministro del Medio Ambiente, de Salud o del ministro sectorial, según corresponda, se dejará sin efecto la declaración de Zona Saturada o Latente, cuando no se cumplan las condiciones que la hicieron procedente.



El decreto supremo señalado en el inciso anterior dejará sin efecto las respectivas medidas del plan de Descontaminación y, o Prevención, pudiendo, en el primer caso, mantener vigentes las restricciones impuestas a las emisiones de las fuentes responsables a que se refiere la letra f) del artículo 45 y las medidas destinadas a prevenir episodios críticos de contaminación, por un plazo no superior a dos años contados desde la derogación del plan, con la sola finalidad de permitir la dictación del plan de prevención.”.



c) Sustitúyense, en el inciso segundo, que ha pasado a ser final, las expresiones “Comisión Regional del” por “Secretaría Regional Ministerial de” y “de la Comisión Nacional del” por “del Ministerio del”.

51) En el artículo 44:



a) Reemplázase, en el inciso primero, las palabras “Secretaría General de la Presidencia” por “del Medio Ambiente”.



b) Sustitúyense, en el inciso segundo, las palabras “a la Comisión Nacional del” por “al Ministerio del”; y la frase “Comisión Regional” por “Secretaría Regional Ministerial”.



52) En el artículo 46, sustitúyese la frase “de la respectiva Comisión Regional del Medio Ambiente, o de la Comisión Nacional del Medio Ambiente si el plan abarca zonas situadas en distintas regiones” por “de la Superintendencia del Medio Ambiente”.



53) Agrégase, a continuación del artículo 48, el siguiente artículo 48 bis:



“Artículo 48 bis.- Los actos administrativos que se dicten por los Ministerios o servicios para la ejecución o implementación de normas de calidad, emisión y planes de prevención o descontaminación, señalados en tales instrumentos, deberán contar siempre con informe previo del Ministerio del Medio Ambiente.”. 



54) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 50, la frase “juez de letras competente, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 60 y siguientes,”, por “Tribunal Ambiental”.



55) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo:



“No procederá la acción para obtener la reparación del medio ambiente dañado cuando quien cometió el daño ejecutó satisfactoriamente un plan de reparación aprobado por la Superintendencia del Medio Ambiente.”.



56) Deróganse los artículos 56, 57, 58 y 59.



57) Reemplázase el artículo 60, por el siguiente:



“Artículo 60.- Será competente para conocer las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, el Tribunal Ambiental, de conformidad a las normas de procedimiento establecidas en la ley que lo crea.”



58) Deróganse los artículos 61 y 62.”.



59) Sustitúyese el artículo 64, por el siguiente:



“Artículo 64.- La fiscalización del permanente cumplimiento de las normas y condiciones sobre la base de las cuáles se han aprobado o aceptado los Estudios y Declaraciones de Impacto Ambiental, de las medidas e instrumentos que establezcan los Planes de Prevención y de Descontaminación, de las normas de calidad y emisión, así como de los planes de manejo establecidos en la presente ley, cuando correspondan, será efectuada por la Superintendencia del Medio Ambiente de conformidad a lo señalado por la ley.”.



60) En el artículo 65:



a) Sustitúyense, en el inciso primero, la frase “del organismo fiscalizador competente” por “de la Superintendencia del Medio Ambiente”, y la palabra “éste” por “ésta”.



b) En el inciso segundo:



i) Reemplázase la frase “al organismo fiscalizador” por “a la Superintendencia del Medio Ambiente”.



ii) Sustitúyense las palabras “Comisión Regional del” por “Secretaría Regional Ministerial de”.



iii) Reemplázase la frase “del ministerio del cual dependa o a través del cual se relacione el organismo correspondiente con el Presidente de la República” por “del Ministerio del Medio Ambiente”.



61) En el artículo 66:



a) Reemplázase la frase “La Comisión Nacional del”, por “El Ministerio del”.



b) Intercálase la locución “, el desarrollo sustentable”, entre la palabra “ambiente” y la frase “, la preservación de la naturaleza”.



62) En el inciso primero del artículo 67, sustitúyese la frase “Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del” por “Subsecretario de”; y reemplazase la frase “por el Consejo Directivo de dicha Comisión” por “al efecto”.



63) Sustitúyese el Título Final por el siguiente:

“TÍTULO FINAL

DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones



Artículo 69.- Créase el Ministerio del Medio Ambiente, como una Secretaria de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia ambiental, así como en la protección y conservación de la diversidad biológica y de los recursos naturales renovables e hídricos, promoviendo el desarrollo sustentable, la integridad de la política ambiental y su regulación normativa.



Artículo 70.- Corresponderá especialmente al Ministerio:



a) Proponer las políticas ambientales e informar periódicamente sobre sus avances y cumplimientos.



b) Proponer las políticas, planes, programas, normas y supervigilar el Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza, y supervisar el manejo de las áreas protegidas de propiedad privada.



c) Proponer las políticas, planes, programas, normas y supervigilar las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos.



d) Velar por el cumplimiento de las convenciones internacionales, en que Chile sea parte en materia ambiental, y ejercer la calidad de contraparte administrativa, científica o técnica de tales convenciones, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores.



Cuando las convenciones señaladas contengan además de las materias ambientales, otras de competencia sectorial, el Ministerio del Medio Ambiente deberá integrar a dichos sectores dentro de la contraparte administrativa, científica o técnica de las mismas.



e) Colaborar con los Ministerios sectoriales en la formulación de los criterios ambientales que deben ser incorporados en la elaboración de sus planes y políticas, evaluaciones ambientales estratégicas y procesos de planificación, así como en la de de sus servicios dependientes y relacionados.



f) Colaborar con los organismos competentes, en la formulación de las políticas ambientales para el manejo, uso y aprovechamiento sustentable de los recursos naturales renovables e hídricos.



g) Proponer políticas y formular normas, planes y programas en materia de residuos y suelos contaminados, así como la evaluación del riesgo de productos químicos, organismos genéticamente modificados y otras sustancias que puedan afectar el medio ambiente, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos públicos en materia sanitaria.



h) Proponer políticas y formular los planes, programas y planes de acción en materia de cambio climático. En ejercicio de esta competencia deberá colaborar con los diferentes órganos de la Administración del Estado a nivel nacional, regional y local con el objeto de poder determinar sus efectos, así como el establecimiento de las medidas necesarias de adaptación y mitigación.



i) Proponer políticas y formular planes, programas y acciones que establezcan los criterios básicos y las medidas preventivas para favorecer la recuperación y conservación de los recursos hídricos, genéticos, la flora, la fauna, los hábitats, los paisajes, ecosistemas y espacios naturales, en especial los frágiles y degradados, contribuyendo al cumplimiento de los convenios internacionales de conservación de la biodiversidad.



j) Elaborar y ejecutar estudios y programas de investigación, protección y conservación de la biodiversidad, así como administrar y actualizar una base de datos sobre biodiversidad.



k) Elaborar los estudios necesarios y recopilar toda la información disponible para determinar la línea de base ambiental del país, elaborar las cuentas ambientales, incluidos los activos y pasivos ambientales, y la capacidad de carga de las distintas cuencas ambientales del país.



l) Participar en la elaboración de los presupuestos ambientales sectoriales, promoviendo su coherencia con la política ambiental nacional. En ejercicio de esta facultad, se podrá fijar de común acuerdo con el ministerio sectorial, indicadores de gestión asociados a presupuestos. Con tal finalidad se deberá contar con la aprobación de la Dirección de Presupuestos.



m) Colaborar con las autoridades competentes a nivel nacional, regional y local en la preparación, aprobación y desarrollo de programas de educación, promoción y difusión ambiental, orientados a la creación de una conciencia nacional sobre la protección del medio ambiente, desarrollo sustentable, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental, y a promover la participación ciudadana responsable en estas materias.



n) Coordinar el proceso de generación de las normas de calidad ambiental, de emisión y de planes de prevención y,o descontaminación, determinando los programas para su cumplimiento.



ñ) Elaborar cada cuatro años informes sobre el estado del medio ambiente a nivel nacional, regional y local. Sin embargo, una vez al año deberá emitir un reporte consolidado sobre la situación del medio ambiente a nivel nacional y regional.



Estos informes incluirán datos sobre la calidad del medio ambiente, así como un resumen ejecutivo que sea comprensible para el público en general.



o) Interpretar administrativamente las normas de calidad ambiental y de emisión, los planes de prevención y,o de descontaminación, previo informe del o los organismos con competencia en la materia específica y la Superintendencia del Medio Ambiente. 



El Ministerio del Medio Ambiente podrá requerir a los jefes de los servicios y organismos con competencias en materia ambiental, informes sobre los criterios utilizados por el respectivo organismo sectorial en la aplicación de las normas y planes señalados en el inciso anterior, así como de las dudas o dificultades de interpretación que se hubieren suscitado y de las desviaciones o distorsiones que se hubieren detectado.



El Ministerio, podrá además, uniformar los criterios de aplicación y aclarará el sentido y alcance de las normas de calidad ambiental y de emisión, cuando observe discrepancias o errores de interpretación.



p) Administrar un Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes en el cual se registrará y sistematizará, por fuente o agrupación de fuentes de un mismo establecimiento, la naturaleza, caudal y concentración de emisiones de contaminantes que sean objeto de una norma de emisión, y la naturaleza, volumen y destino de los residuos sólidos generados que señale el reglamento.



Igualmente, en los casos y forma que establezca el reglamento, el registro sistematizará y estimará el tipo, caudal y concentración total y por tipo de fuente, de las emisiones que no sean materia de una norma de emisión vigente. Para tal efecto, el Ministerio requerirá de los servicios y organismos estatales que corresponda, información general sobre actividades productivas, materias primas, procesos productivos, tecnología, volúmenes de producción y cualquiera otra disponible y útil a los fines de la estimación. Las emisiones estimadas a que se refiere el presente inciso serán innominadas e indicarán la metodología de modelación utilizada.



q) Establecer un sistema de información pública sobre el cumplimiento y aplicación de la normativa ambiental de carácter general vigente, incluyendo un catastro completo y actualizado de dicha normativa, el que deberá ser de libre acceso y disponible por medios electrónicos.



r) Establecer convenios de colaboración con gobiernos regionales y municipalidades destinados a adoptar las medidas necesarias para asegurar la integridad, conservación y reparación del medio ambiente regional y local, así como la educación ambiental y la participación ciudadana. Cuando dichos convenios contemplen transferencia de recursos, deberán contar con la autorización del Ministerio de Hacienda.



s) Participar en el procedimiento de evaluación ambiental estratégica de las políticas y planes que promuevan los diversos órganos de la Administración de conformidad a lo señalado en la presente ley.



t) Generar y recopilar la información técnica y científica precisa para la prevención de la contaminación y la calidad ambiental, en particular lo referente a las tecnologías, la producción, gestión y transferencias de residuos, la contaminación atmosférica y el impacto ambiental.



u) Administrar la información de los programas de monitoreo de calidad del aire, agua y suelo, proporcionada por los organismos competentes, cuando corresponda.



v) Financiar proyectos y actividades orientados a la protección del medio ambiente, el desarrollo sustentable, la preservación de la naturaleza, la conservación del patrimonio ambiental, la educación ambiental y la participación ciudadana.



w) Realizar y fomentar capacitación y actualización técnica a los funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones encomendadas al Ministerio, la que también podrá otorgarse a los particulares.



x) Crear y presidir comités y subcomités operativos formados por representantes de los ministerios, servicios y demás organismos competentes para el estudio, consulta, análisis, comunicación y coordinación en determinadas materias relativas al medio ambiente.



y) Fomentar y facilitar la participación ciudadana en la formulación de políticas y planes, normas de calidad y de emisión, en el proceso de evaluación ambiental estratégica de las políticas y planes de los ministerios sectoriales.



z) Asumir todas las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Párrafo 2º

Del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, Naturaleza y Funciones



Artículo 71.- Créase el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, presidido por el Ministro del Medio Ambiente e integrado por los Ministros de Agricultura; Hacienda; de Salud; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Energía; de Obras Públicas; de Vivienda y Urbanismo; de Transportes y Telecomunicaciones; de Minería, y de Planificación.



En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso anterior.



Serán funciones y atribuciones del Consejo:



a) Proponer al Presidente de la República las políticas para el manejo, uso y aprovechamiento sustentables de los recursos naturales renovables.



b) Proponer al Presidente de la República los criterios de sustentabilidad que deben ser incorporados en la elaboración de las políticas y procesos de planificación de los ministerios, así como en la de sus servicios dependientes y relacionados.



c) Proponer al Presidente de la República la creación de las Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza y de las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos.



d) Proponer al Presidente de la República las políticas sectoriales que deben ser sometidas a evaluación ambiental estratégica. 



e) Pronunciarse sobre los criterios y mecanismos en virtud de los cuales se deberá efectuar la participación ciudadana en las Declaraciones de Impacto Ambiental, a que se refiere el artículo 26 de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.



f) Pronunciarse sobre los proyectos de ley y actos administrativos que se propongan al Presidente de la Republica, cualquiera sea el ministerio de origen, que contenga normas de carácter ambiental señaladas en el artículo 70.



Artículo 72.- El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad celebrará sesiones cuando lo convoque su Presidente. El quórum para sesionar será de seis consejeros y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del Ministro Presidente o quien lo reemplace. El Consejo en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Consejo deberá sesionar al menos dos veces al año.



Artículo 73.- El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad podrá sesionar en las dependencias del Ministerio del Medio Ambiente, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. El Consejo contará con el apoyo de un funcionario del Ministerio del Medio Ambiente, propuesto por el Ministro del ramo y aprobado por el Consejo, quien actuará como Secretario del mismo, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas.



Los acuerdos del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad que deban materializarse mediante actos administrativos que conforme al ordenamiento jurídico deben dictarse a través de una Secretaría de Estado, serán expedidos a través del Ministerio del Medio Ambiente.



Los acuerdos del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad serán obligatorios para los organismos de la Administración del Estado al cual estén dirigidos, incurriendo en responsabilidad administrativa los funcionarios que no den cumplimiento a los mismos.

Párrafo 3°

De la organización



Artículo 74.- La organización del Ministerio será la siguiente:



a) El Ministro del Medio Ambiente.



b) El Subsecretario.



c) Las Secretarías Regionales Ministeriales del Medio Ambiente.



d) El Consejo Consultivo Nacional y los Consejos Consultivos Regionales.



Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001,  del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las que deberán contemplar a lo menos las siguientes materias: Regulación Ambiental; Información y Economía Ambiental; Educación, Participación y Gestión Local; Recursos Naturales y Biodiversidad; Cambio Climático y Cumplimiento de Convenios Internacionales, y Planificación y Gestión.



Artículo 75.- En cada región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio del Medio Ambiente, y sometidas a las normas de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio del Interior.



Le corresponderá, especialmente a las Secretarías Regionales Ministeriales, en una o más regiones:



a) Ejercer en lo que le corresponda las competencias del Ministerio señaladas en el artículo 70.



b) Asesorar al Gobierno Regional para la incorporación de los criterios ambientales en la elaboración de los Planes y las Estrategias de Desarrollo Regional. 



c) Colaborar con los municipios respectivos en materia de gestión ambiental.

Párrafo 4°

De los Consejos Consultivos



Artículo 76.- Habrá un Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente presidido por el Ministro del Medio Ambiente e integrado por:



a) Dos científicos, propuestos en quina por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas.



b) Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección del medio ambiente.



c) Dos representantes de centros académicos independientes que estudien o se ocupen de materias ambientales.



d) Dos representantes del empresariado, propuestos en quina por la organización empresarial de mayor representatividad en el país.



e) Dos representantes de los trabajadores, propuestos en quina por la organización sindical de mayor representatividad en el país.



f) Un representante del Presidente de la República.



Los consejeros serán nombrados por el Presidente de la República por un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. Un reglamento establecerá el funcionamiento del Consejo.



Artículo 77.- Corresponderá al Consejo Consultivo absolver las consultas que le formule el Ministerio del Medio Ambiente y el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, emitir opiniones sobre los anteproyectos de ley y decretos supremos que fijen normas de calidad ambiental, de preservación de la naturaleza y conservación del patrimonio ambiental, planes de prevención y de descontaminación, regulaciones especiales de emisiones y normas de emisión que les sean sometidos a su conocimiento.  Asimismo, podrá pronunciarse, de oficio, sobre temas ambientales de interés general y ejercer todas las demás funciones que le encomiende el Ministerio y la ley.



Artículo 78.- En cada región del territorio nacional habrá un Consejo Consultivo Regional del Medio Ambiente, integrado por:



a) Dos científicos.



b) Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección o estudio del medio ambiente.



c) Dos representantes del empresariado.



d) Dos representantes de los trabajadores.



e) Un representante del Ministro del Medio Ambiente.



Los consejeros serán nombrados por el Intendente a proposición del Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, previa consulta a las respectivas organizaciones o sindicatos más representativos de la región. Respecto de los científicos, éstos serán propuestos por las universidades o institutos profesionales establecidos en la región, si no las hubiere, los designará libremente el Intendente Regional. Los consejeros durarán en sus funciones por un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. Un Reglamento establecerá el funcionamiento de estos Consejos.



Corresponderá al Consejo Consultivo Regional absolver las consultas que le formulen el Intendente, el Gobierno Regional y el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente. Asimismo, podrá pronunciarse, de oficio, sobre temas ambientales de interés general y ejercer todas las demás funciones que le encomiende el Ministerio y la ley.

Párrafo 5°

Del Personal



Artículo 79.- El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Párrafo 6°

Del Servicio de Evaluación Ambiental



Artículo 80.- Créase el Servicio de Evaluación Ambiental como servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente.



Su domicilio será la ciudad de Santiago y se desconcentrará territorialmente de conformidad a lo señalado en la presente ley.



El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882. 



Artículo 81.- Corresponderá al Servicio:



a) La administración del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.



b) Administrar un sistema de información sobre permisos y autorizaciones de contenido ambiental, el que deberá estar abierto al público en el sitio web del Servicio.



c) Administrar un sistema de información de líneas de bases de los proyectos sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, de acceso público y georeferenciado.



d) Uniformar los criterios, requisitos, condiciones, antecedentes, certificados, trámites, exigencias técnicas y procedimientos de carácter ambiental que establezcan los ministerios y demás organismos del Estado competentes, mediante el establecimiento, entre otros, de guías trámite.



e) Proponer la simplificación de trámites para los procesos de evaluación o autorizaciones ambientales.



f) Administrar un registro público de consultores certificados para la realización de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental el que deberá contener a lo menos el nombre o razón social, en caso de tratarse de personas jurídicas su representante legal, domicilio e información relativa a sus áreas de especialidad. Dicho registro será de carácter informativo y el reglamento definirá su forma de administración.



g) Interpretar administrativamente las Resoluciones de Calificación Ambiental, previo informe del o los organismos con competencia en la materia específica que participaron de la evaluación, del Ministerio y la Superintendencia del Medio Ambiente, según corresponda.



Cuando el instrumento señalado en el inciso anterior contuviese aspectos normados sometidos a las facultades de interpretación administrativa del organismo sectorial respectivo, el informe solicitado tendrá el carácter de vinculante para el Ministerio en relación a esa materia.



h) Fomentar y facilitar la participación ciudadana en la evaluación de proyectos, de conformidad a lo señalado en la ley.



Artículo 82.- La administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Ejecutivo, quien será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación legal. 



Artículo 83.- Corresponderán al Director Ejecutivo las siguientes funciones:



a) La administración superior del Servicio.



b) Requerir de los organismos del Estado la información y antecedentes que estime necesarios y que guarden relación con sus respectivas esferas de competencia.



c) Designar y contratar personal, y poner término a sus servicios.



d) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio.



e) En cumplimiento de sus funciones, adquirir y administrar bienes muebles, así como celebrar los actos o contratos que sean necesarios para tal cumplimiento.



f) Conocer el recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20 de la presente ley.



g) Delegar parte de sus funciones y atribuciones en funcionarios del Servicio, salvo en las materias señaladas en la letra anterior.



h) Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio y conferir poder a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión, aun cuando no sean funcionarios del Servicio, con las facultades de ambos incisos del artículo 7°, del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 84.- El Servicio de Evaluación Ambiental se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental.



En cada región del país habrá un Director Regional, quien representará al Servicio y será nombrado por el Director Ejecutivo, mediante el Sistema de Alta Dirección Pública.



Artículo 85.- El patrimonio del Servicio estará formado por:



a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales.



b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título.



c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.



d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.



Artículo 86.- Los proyectos serán calificados por una Comisión presidida por el Intendente e integrada por los Secretarios Regionales Ministeriales del Medio Ambiente, de Salud, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería, de Planificación. El Director Regional del Servicio actuará como secretario.



Las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental conformarán un comité técnico integrado por el Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, quien lo presidirá, y el Director Regional de Evaluación Ambiental, los directores regionales de los servicios públicos que tengan competencia en materia del medio ambiente, incluido el Gobernador Marítimo correspondiente, y el Consejo de Monumentos Nacionales. Este comité elaborará un acta de evaluación de cada proyecto la que será de libre acceso a los interesados.



Artículo 87.- El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.



Artículo 88.- Todos los plazos establecidos en esta ley serán de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los sábados, domingos y festivos.”.



ARTÍCULO SEGUNDO.- Créase la Superintendencia del Medio Ambiente y fíjase como su ley orgánica, la siguiente:

“TÍTULO I

DE LA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE

Párrafo 1°

De la Naturaleza y Funciones



Artículo 1°.- Créase la Superintendencia del Medio Ambiente, como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente.



La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882 y estará sometida al decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.



Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que pueda establecer el Superintendente en otras ciudades del país.



Artículo 2°.- La Superintendencia del Medio Ambiente tendrá por objeto ejecutar, organizar y coordinar el seguimiento y fiscalización de las Resoluciones de Calificación Ambiental, de las medidas de los Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, del contenido de las Normas de Calidad Ambiental y Normas de Emisión, y de los Planes de Manejo, cuando corresponda, y de todos aquellos otros instrumentos de carácter ambiental que establezca la ley.



Los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental, conservarán sus competencias y potestades de fiscalización, en todas aquellas materias e instrumentos que no sean de competencia de la Superintendencia.



Los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental, deberán adoptar y respetar todos los criterios que la Superintendencia establezca en relación a la forma de ejecutar las actuaciones de fiscalización, pudiendo solicitar a ésta que se pronuncie al respecto.



Artículo 3°.- La Superintendencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones:



a) Fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas, condiciones y medidas establecidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental, sobre la base de las inspecciones, controles, mediciones y análisis que se realicen, de conformidad a lo establecido en esta ley. 



b) Velar por el cumplimiento de las medidas e instrumentos establecidos en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, sobre la base de las inspecciones, controles, mediciones y análisis que se realicen de conformidad a lo establecido en esta ley. 



c) Contratar las labores de inspección, verificación, mediciones y análisis del cumplimiento de las normas, condiciones y medidas de las Resoluciones de Calificación Ambiental, Planes de Prevención y,o de Descontaminación Ambiental, de las Normas de Calidad Ambiental y Normas de Emisión, cuando correspondan, y de los Planes de Manejo, cuando procedan, a terceros idóneos debidamente certificados.



Los requisitos y el procedimiento para la certificación, autorización y control de las entidades y sus inspectores, serán establecidos en el Reglamento, el que deberá a lo menos considerar la incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de fiscalización y las de consultoría para la elaboración de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental, así como los requisitos mínimos de conocimiento, la experiencia calificada, de a lo menos 3 años, en materias relacionadas, los procedimientos de examen o verificación de antecedentes, personal idóneo e infraestructura y equipamiento suficiente para desarrollar las labores solicitadas. Las entidades e inspectores así autorizados quedarán sujetos a la permanente fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia o de aquellas entidades públicas o privadas que ésta determine. 



Los proyectos o actividades inspeccionadas por las entidades a que se refiere el inciso primero, que cumplan con las exigencias señaladas, tendrán derecho a un certificado, cuyas características y vigencia serán establecidas por la Superintendencia, de acuerdo con la naturaleza de las mismas y conforme a las normas que establezca el Reglamento.



d) Exigir, examinar y procesar los datos, muestreos, mediciones y análisis que los sujetos fiscalizados deban proporcionar de acuerdo a las normas, medidas y condiciones definidas en sus respectivas Resoluciones de Calificación Ambiental o en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación que les sean aplicables. 



e) Requerir de los sujetos sometidos a su fiscalización y de los organismos sectoriales que cumplan labores de fiscalización ambiental, las informaciones y datos que sean necesarios para el debido cumplimiento de sus funciones, de conformidad a lo señalado en la presente ley.



Para estos efectos, la Superintendencia deberá conceder a los requeridos un plazo razonable para proporcionar la información solicitada considerando las circunstancias que rodean la producción de dicha información, incluyendo volumen de la información, complejidad, ubicación geográfica del proyecto, entre otros.



f) Establecer normas de carácter general sobre la forma y modo de presentación de los antecedentes a que se refieren los dos literales anteriores. 



g) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de un proyecto o actividad genere un daño grave e inminente para el medio ambiente, a consecuencia del incumplimiento grave de las normas, medidas y condiciones previstas en dichas resoluciones.



h) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y transitorias, para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de los proyectos o actividades, genere efectos no previstos en la evaluación y como consecuencia de ello se pueda generar un daño inminente y grave para el medio ambiente.



Esta medida solo podrá ser decretada mediante resolución fundada, previa notificación al afectado. Además deberán ser temporales, proporcionales a la magnitud del daño que se busque prevenir y cesarán de pleno derecho una vez que cese el riesgo de daño grave e inminente o si habiendo transcurrido cinco días desde que se decretaron no se haya notificado al afectado el inicio de un procedimiento sancionador, cuando corresponda. 



i) Requerir, previo informe del Servicio de Evaluación, mediante resolución fundada y bajo apercibimiento de sanción, a los titulares de proyectos o actividades que conforme al artículo 10 de la ley N° 19.300, debieron someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y no cuenten con una Resolución de Calificación Ambiental, para que sometan a dicho sistema el Estudio o Declaración de Impacto Ambiental correspondiente. 



j) Requerir, previo informe del Servicio de Evaluación, mediante resolución fundada y bajo apercibimiento de sanción, a los titulares de Resoluciones de Calificación Ambiental, que sometan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, las modificaciones o ampliaciones de sus proyectos o actividades que, conforme al artículo 10 de la ley N° 19.300, requieran de una nueva Resolución de Calificación Ambiental. 



k) Obligar a los proponentes, previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental, a ingresar adecuadamente al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental cuando éstos hubiesen fraccionado sus proyectos o actividades con el propósito de eludir o variar a sabiendas el ingreso al mismo, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 11 bis de la ley Nº 19.300.



l) Requerir al Servicio de Evaluación Ambiental, la caducidad de una Resolución de Calificación Ambiental, cuando hubieren transcurrido más de cinco años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad autorizada y en los demás casos en que, atendida la magnitud, gravedad, reiteración o efectos de las infracciones comprobadas durante su ejecución o funcionamiento, resulte procedente.



m) Requerir a los titulares de fuentes sujetas a un Plan de Manejo, Prevención y,o Descontaminación, así como a Normas de Emisión, bajo apercibimiento de sanción, la información necesaria para acreditar el cumplimiento de las medidas de los respectivos planes y las obligaciones contenidas en las respectivas normas.



n) Fiscalizar el cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con las descargas de residuos líquidos industriales. 



ñ) Impartir directrices técnicas de carácter general y obligatorio, definiendo los protocolos, procedimientos y métodos de análisis que los organismos fiscalizadores, las entidades acreditadas conforme a esta ley y, en su caso, los sujetos de fiscalización, deberán aplicar para el examen, control y medición del cumplimiento de las Normas de Calidad Ambiental y de Emisión. 



o) Imponer sanciones de conformidad a lo señalado en la presente ley. 



p) Administrar un mecanismo de evaluación y certificación de conformidad, respecto de la normativa ambiental aplicable y del cumplimiento de las condiciones de una autorización de funcionamiento ambiental. 



Para estos efectos, la Superintendencia administrará un sistema de acreditación de personas naturales y jurídicas que realicen estas evaluaciones y certificaciones. El Reglamento determinará los requisitos, condiciones y procedimientos necesarios para su administración y funcionamiento, el que deberá a lo menos considerar la incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de evaluación y certificación y las de consultoría para la elaboración de Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental, así como los requisitos mínimos de conocimiento, la experiencia calificada, de a lo menos 3 años, en materias relacionadas, los procedimientos de examen o verificación de antecedentes, personal idóneo e infraestructura y equipamiento suficiente para desarrollar las labores solicitadas. 



Las infracciones a las obligaciones derivadas de este sistema, así como la de las personas acreditadas se sancionará de conformidad a lo señalado en el título III de la presente ley. 



q) Proporcionar información y absolver las consultas del Ministerio del Medio Ambiente y de los organismos con competencia en fiscalización ambiental, para la elaboración de las normas técnicas que correspondan. 



r) Aprobar programas de cumplimiento de la normativa ambiental de conformidad a lo establecido en el artículo 42 de esta ley.



s) Dictar normas e instrucciones de carácter general en el ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley.



La normativa que emane de la Superintendencia deberá ser sistematizada de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma.



t) Fiscalizar el cumplimiento de las demás normas e instrumentos de carácter ambiental, que no estén bajo el control y fiscalización de otros órganos del Estado.



u) Proporcionar asistencia a sus regulados para la presentación de planes de cumplimiento o de reparación, así como para orientarlos en la comprensión de las obligaciones que emanan de los instrumentos individualizados en el artículo 2° de esta ley.



v) Las demás funciones y atribuciones que le asigne la ley.

Párrafo 2°

De la organización



Artículo 4°.- El Superintendente de Medio Ambiente, quien será el Jefe de Servicio, será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.882. 



El Superintendente contará con las atribuciones propias de un jefe de servicio y le corresponderá especialmente:



a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.



b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento de la Superintendencia.



c) Establecer oficinas regionales, cuando las necesidades del Servicio así lo exijan y existan las disponibilidades presupuestarias.



d) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia.



e) Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia.



f) Encomendar a las distintas unidades de la Superintendencia las funciones que estime necesarias.



g) Aprobar la aplicación de las medidas provisionales establecidas en el artículo 48. 



h) Aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en la ley. 



i) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.



j) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Superintendencia, salvo las materias señaladas en las letras e) f), g), h) e i).



k) Nombrar y remover al personal de la Superintendencia de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.



l) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia.



m) Las demás que establezcan las leyes y reglamentos.



Artículo 5°.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, o por su cónyuge, o por sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad, tengan participación en sociedades que ejerzan labores de inspección, verificación y análisis del cumplimiento de la normativa ambiental o hayan sido titulares de proyectos calificados por el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en los últimos dos años, contados desde su notificación.



Artículo 6°.- Siempre que los documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos, los funcionarios de la Superintendencia deberán guardar reserva de aquellos que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativos a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización y deberán abstenerse de utilizarlos en beneficio propio o de terceros. La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa.



Artículo 7°.- A las oficinas regionales les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que, siendo competencia de la Superintendencia, les sean delegadas por el Superintendente. 



Las funciones de fiscalización e instrucción del procedimiento sancionatorio y la aplicación de sanciones estarán a cargo de unidades diferentes.



El Superintendente tendrá la atribución privativa e indelegable de aplicar las sanciones establecidas en la presente ley.

Párrafo 3°

Del Personal



Artículo 8°.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y por la de los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo.



El personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe, respecto de los hechos constitutivos de infracciones normativas que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos establecidos por dicho ministro de fe constituirán presunción legal.



Artículo 9°.- El Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades, de conformidad a lo establecido la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.



El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.



El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.



Artículo 10.- El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.



Artículo 11.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su fiscalización otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.



Artículo 12.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales:



a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.



Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que adoptarán y la forma y oportunidad en que recepcionarán la información y antecedentes requeridos al efecto.



b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 



El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado sobre Estatuto Administrativo.



Artículo 13.- El personal de la Superintendencia que detente cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos, deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos del artículo 8° de la ley N° 19.863, ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.

Párrafo 4°

Del patrimonio



Artículo 14.- El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:



a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos de la Nación y los recursos que le entreguen otras leyes generales o especiales.



b) Los aportes de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades.



c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquieran a cualquier título y los frutos de tales bienes.



d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.



e) El producto de la venta de las publicaciones que realice, cuyo valor será determinado por resolución del Superintendente. Con todo, la totalidad de los documentos publicados por la Superintendencia podrán obtenerse gratuitamente desde su sitio web.



f) El producto de la venta de bienes que realice, como asimismo, de los aranceles, derechos e intereses y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones.



Artículo 15.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República.

TÍTULO II

DE LA FISCALIZACIÓN AMBIENTAL

Párrafo 1°

De la Fiscalización Ambiental



Artículo 16.- Para el desarrollo de las actividades de fiscalización, la Superintendencia deberá establecer, anualmente, los siguientes programas y subprogramas:



a) Los programas de fiscalización de Resoluciones de Calificación Ambiental para cada región, incluida la Metropolitana.



b) Los subprogramas sectoriales de fiscalización de Resoluciones de Calificación Ambiental, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.



c) Los programas de fiscalización de los Planes de Prevención y,o de Descontaminación para las diversas regiones en que ellos operen.



d) Los subprogramas de fiscalización de Planes de Prevención y,o de Descontaminación, dónde se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.



e) Los programas de fiscalización de las Normas de Calidad y Normas de Emisión para cada región, incluida la Metropolitana.



f) Los subprogramas sectoriales de fiscalización de las Normas de Emisión, en los que se identificarán las actividades de fiscalización para cada servicio u organismo sectorial competente.



g) Otros programas y subprogramas que de conformidad a las instrucciones impartidas por la Superintendencia o lo dispuesto en la ley Nº 19.300 u otros cuerpos legales den origen a actividades de fiscalización en materia medio ambiental, de competencia de la Superintendencia.



Artículo 17.- Para la elaboración de estos programas y subprogramas, con la debida anticipación, se solicitará a los organismos con competencia en fiscalización ambiental informes acerca de las prioridades de fiscalización que hubieren definido, los que deberán evacuarse dentro del plazo de 15 días hábiles. 



Sobre la base de los informes señalados y de los demás antecedentes, se elaborarán las propuestas de programas y subprogramas, y los someterán a consulta de los organismos y servicios que la Superintendencia estime pertinente.



Concluido el período de consulta, los programas y subprogramas y las observaciones recibidas se pondrán en conocimiento del Superintendente, el que los fijará mediante una o más resoluciones exentas, siendo comunicada a los organismos sectoriales y a los potenciales fiscalizados.



Las resoluciones que fijen los programas y subprogramas deberán garantizar adecuadamente la participación en la fiscalización de la Superintendencia y de los organismos sectoriales. Asimismo, deberán resguardar la debida coordinación entre ellas, evitando duplicidad de funciones. En dichas resoluciones se deberá indicar, además, los presupuestos sectoriales asignados, de conformidad a lo establecido en el artículo 70 letra l) de la ley N° 19.300, así como los indicadores de desempeño asociados.



Artículo 18.- Al finalizar el año respectivo, deberán publicarse los programas y subprogramas de fiscalización, con sus respectivos resultados individualizados por tipo de instrumento fiscalizado y organismo que las llevó a cabo. Serán de conocimiento público las metodologías y guías de fiscalización aprobadas por la Superintendencia.



Artículo 19.- Las actividades de fiscalización se ceñirán a los programas y subprogramas definidos, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para disponer la realización de inspecciones no contempladas en aquéllos, en caso de denuncias o reclamos y en los demás en que tome conocimiento, por cualquier medio, de incumplimientos o infracciones de su competencia.



Sin perjuicio de lo anterior, una vez al año y sujeto al procedimiento señalado en artículo 17, podrán actualizarse los programas y subprogramas de fiscalización cuando razones fundadas basadas en la eficiencia del sistema de fiscalización así lo aconsejen.



Artículo 20.- La ejecución de los programas y subprogramas de fiscalización contempla las actividades de inspección propiamente tal, el análisis de la información obtenida en las primeras y la adopción de las medidas que correspondan. 



Artículo 21.- Cualquier persona podrá denunciar ante la Superintendencia el incumplimiento de instrumentos de gestión ambiental y normas ambientales, debiendo ésta informar sobre los resultados de su denuncia en un plazo no superior a 60 días hábiles. 



En el evento que producto de tales denuncias se iniciare un procedimiento administrativo sancionador, el denunciante tendrá para todos los efectos legales la calidad de interesado en el precitado procedimiento.

Párrafo 2°

De las inspecciones, mediciones y análisis



Artículo 22.- La Superintendencia realizará la ejecución de las inspecciones, mediciones y análisis que se requieran para el cumplimiento de los programas y subprogramas de fiscalización, como también encomendará dichas acciones a los organismos sectoriales, cuando corresponda.



Para estos efectos, la Superintendencia impartirá directrices a los mencionados organismos sectoriales, informando, las acciones de fiscalización que éstos asumirán, los plazos y oportunidades para su realización y las demás condiciones pertinentes. A su vez, la Superintendencia deberá informar a los organismos sectoriales correspondientes la ejecución de sus inspecciones, mediciones y análisis respectivos, de manera de evitar duplicidad de funciones.



Artículo 23.- Corresponderá a los jefes de servicio de cada uno de los órganos y servicios sectoriales supervisar el cumplimiento de las acciones de fiscalización contempladas en esta ley y las demás que rijan la materia específica. Asimismo deberán ejercer las demás funciones y atribuciones que esta ley les confiere, debiendo reportar periódicamente a la Superintendencia, sobre el grado de cumplimiento de los procedimientos de fiscalización. 



Los convenios de desempeño a los cuales se refiere la ley N° 19.882, aplicables a los jefes de los organismos y servicios sectoriales que ejerzan funciones de fiscalización en materia ambiental, así como sus equipos de trabajo, deberán contener las obligaciones específicas de cumplimiento sujetas a indicadores verificables, relativos a los procedimientos de fiscalización regulados en la presente ley.



Artículo 24.- Cuando determinadas acciones de fiscalización contempladas en los programas y subprogramas no puedan ser llevadas a cabo, sea por insuficiencia operativa de los organismos sectoriales o por otra causa justificada, serán encomendadas por la Superintendencia a las entidades técnicas acreditadas de conformidad a esta ley o se realizarán directamente por sus propios fiscalizadores. 



Artículo 25.- Las acciones de fiscalización, que sean ejecutadas directamente por la Superintendencia, por las entidades técnicas acreditadas o por los organismos sectoriales competentes, deberán ajustarse a las instrucciones técnicas de carácter general impartidas por ésta relativas a los protocolos, procedimientos y métodos de análisis en ellas definidos. 



Artículo 26.- Los resultados de las inspecciones, mediciones y análisis realizados por la Superintendencia, por entidades técnicas acreditadas y por los organismos sectoriales, junto con un informe técnico fundado y sus conclusiones, deberán remitirse, una vez finalizados, al Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental al cual se refiere el artículo 31. 



Artículo 27.- En caso de que la Superintendencia obligue a los sujetos fiscalizados a someterse a programas de evaluación y de certificación de conformidad, consagrados en la letra p) del artículo 3°, podrá revisar las instalaciones de las empresas, industrias o proyectos con el objeto de verificar los sistemas productivos y los sistemas de control. Estos programas serán determinados por la Superintendencia y corresponderá al Reglamento establecer sus procedimientos.



Serán de cargo del titular del proyecto o de la fuente sujeta a fiscalización todos los costos involucrados en los informes periódicos requeridos, incluidos los respectivos muestreos y análisis de laboratorios, los que deberán ser realizados por entidades debidamente registradas en el Sistema Nacional de Acreditación.



El certificado que se otorgue a los sujetos fiscalizados por las entidades certificadoras registradas constituirá prueba suficiente de cumplimiento de la normativa específica de que se trata y de los hechos vinculados a ella que fueron evaluados por los certificadores, por lo que no podrá iniciarse procedimiento sancionatorio por los hechos objeto de la certificación.



En el evento que estos programas no se encuentren establecidos en normas ambientales de carácter general y la Superintendencia así lo ordene en un caso concreto deberá, previamente, instruir un procedimiento administrativo con el propósito de justificar la necesidad del procedimiento o medida, asegurar que se trate de una exigencia proporcional y razonable habida consideración del caso concreto y de la situación del sujeto fiscalizado, previa notificación y audiencia del interesado.



La Superintendencia no podrá exigir estos programas como un medio alternativo o subsidiario para el ejercicio de sus competencias generales de fiscalización e información.



Artículo 28.- Durante los procedimientos de fiscalización los responsables de las empresas, industrias, proyectos y fuentes sujetos a dicho procedimiento deberán entregar todas las facilidades para que se lleve a cabo el proceso de fiscalización y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.



En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Superintendente.



Los funcionarios de la Superintendencia estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles, establecimientos o recintos públicos o privados en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar muestras o registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividad fiscalizada. Quienes sean objeto de fiscalización deberán facilitar el cumplimiento de su cometido a los funcionarios competentes.



Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, los funcionarios de la Superintendencia podrán solicitar directamente del Jefe de la Unidad de Carabineros más próxima o de la autoridad que corresponda, según el caso, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador, la que podrá actuar con descerrajamiento, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados que no constituyan morada.



Artículo 29.- La Superintendencia podrá citar a declarar a los representantes, directores, administradores, asesores y dependientes de los sujetos fiscalizados, como asimismo a testigos, respecto de algún hecho cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.



La Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento no concurran a declarar sin causa justificada.



Artículo 30.- Quienes realicen las acciones de fiscalización deberán guardar la debida confidencialidad de la información obtenida relativa a procesos y sistemas productivos o cualquier otro sujeto a propiedad industrial o de carácter reservado. 



La infracción a esta norma será sancionada de conformidad al artículo 247 del Código Penal.

Párrafo 3°

Del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental



Artículo 31.- La Superintendencia administrará un Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental de acceso público, que se conformará con los siguientes antecedentes y datos:



a) Las Resoluciones de Calificación Ambiental y la totalidad de sus antecedentes; los permisos ambientales sectoriales asociados a cada una de ellas; las acciones de fiscalización desarrolladas a su respecto y sus resultados, y las mediciones, análisis y demás datos que los titulares deban proporcionar de conformidad a las exigencias establecidas por dichas Resoluciones. 



b) Los Planes de Prevención y,o de Descontaminación y la totalidad de sus antecedentes; las acciones de fiscalización desarrolladas a su respecto y sus resultados, y las mediciones, análisis y demás datos que conforme a las medidas de cada Plan, deban proporcionarse por los sujetos fiscalizados o por los organismos sectoriales competentes.



c) Los procesos sancionatorios incoados respecto de cada actividad, proyecto y sujeto fiscalizado y sus resultados.



d) Los procesos de fiscalización de las Normas de Emisión, de Calidad Ambiental y de las demás normas ambientales que no sean de control y fiscalización de otros órganos del Estado.



e) Los dictámenes de la Contraloría General de la República recaídos en materias ambientales.



f) Las sentencias definitivas de los Tribunales de Justicia recaídas en juicios de carácter ambiental.



g) Toda otra decisión o resolución de carácter general emanada de autoridad recaída en asuntos ambientales.



Artículo 32.- Para los efectos del artículo anterior, el Servicio de Evaluación Ambiental, los organismos sectoriales con competencia ambiental, los titulares de las Resoluciones de Calificación Ambiental y los demás sujetos a fiscalización de conformidad a esta ley, deberán proporcionar a la Superintendencia los siguientes antecedentes e informaciones:



a) Las Resoluciones de Calificación Ambiental dictadas y que se dicten, incluidos todos sus antecedentes y las modificaciones y aclaraciones de que sean objeto.



b) Los Planes de Prevención y/o de Descontaminación que se determine aplicar, incluidos todos sus antecedentes y las modificaciones y aclaraciones de que sean objeto.



c) Los permisos ambientales sectoriales que se otorguen.



d) Los resultados de los procesos de fiscalización ambiental que desarrollen los organismos sectoriales con competencia ambiental.



e) Los resultados de las mediciones, muestreos y análisis que, de acuerdo a lo previsto en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación, se deban realizar.



f) Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que los titulares de proyectos o actividades deban realizar conforme a sus respectivas Resoluciones de Calificación Ambiental.



g) Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que se deban realizar de conformidad a las normas de calidad.



h) Los antecedentes y datos sobre mediciones, análisis y pruebas que los titulares de las fuentes deban realizar de conformidad a las normas de emisión.



Las informaciones mencionadas deberán remitirse directamente a la Superintendencia sin necesidad de requerimiento alguno, en la forma y modo que para estos efectos se establezca en las instrucciones de carácter general que dicte la Superintendencia en las que deberán consignarse plazos razonables para su entrega y los modos de envío de la información, que deberán privilegiar los medios electrónicos.



El Reglamento establecerá el procedimiento y la forma en la cual operará dicho sistema de información, sin perjuicio de las instrucciones que imparta la Superintendencia. 



No obstante lo anterior, la Superintendencia podrá requerir las informaciones y antecedentes adicionales que estimen necesarios para la conformación y mantención del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental.



El Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental será público, debiendo la Superintendencia mantener actualizada en su página web la información que lo integra para un acceso expedito por parte de la comunidad.



Asimismo, deberá permitir el acceso digital directo y gratuito a toda persona respecto de la información que en ella se consigne.



Artículo 33.- La Superintendencia contará con una plataforma electrónica que le permita la adecuada administración del Sistema Nacional de Información de Fiscalización Ambiental y su aplicación útil para la detección temprana de desviaciones o irregularidades y la consecuente adopción oportuna de las medidas o acciones que correspondan.



Dicha plataforma deberá permitir, además, mantener un historial sistematizado y actualizado de las acciones de fiscalización realizadas respecto de cada sujeto fiscalizado y sus resultados, así como de los procesos sancionatorios de que sean objeto y los resultados de ambos, que permita obtener información útil para la priorización de futuras fiscalizaciones y para la resolución de futuros procedimientos sancionatorios.



Artículo 34.- Las normas que establezcan el secreto o reserva sobre determinados asuntos no obstarán a que se proporcione a la Superintendencia la información o antecedente que ella requiera para el ejercicio de su fiscalización, sin perjuicio de que sobre su personal pese igual obligación de guardar tal reserva o secreto. 

TÍTULO III

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

Párrafo 1°

De las infracciones



Artículo 35.- Corresponderá exclusivamente a la Superintendencia del Medio Ambiente el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las siguientes infracciones:



a) El incumplimiento de las condiciones, normas y medidas establecidas en las resoluciones de calificación ambiental.



b) La ejecución de proyectos y el desarrollo de actividades para los que la ley exige Resolución de Calificación Ambiental, sin contar con ella. Asimismo, el incumplimiento del requerimiento efectuado por la Superintendencia según lo previsto en las letras i), j) y k) del artículo 3º.



c) El incumplimiento de las medidas e instrumentos previstos en los Planes de Prevención y,o de Descontaminación, normas de calidad y emisión, cuando corresponda.  



d) El incumplimiento por parte de entidades técnicas acreditadas por la Superintendencia, de los términos y condiciones bajo las cuáles se les haya otorgado la autorización, o de las obligaciones que esta ley les imponga. 



e) El incumplimiento de las normas e instrucciones generales que la Superintendencia imparta en ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley. 



f) Incumplir las medidas adoptadas por la Superintendencia en virtud de lo dispuesto en las letras g) y h) del artículo 3º.



g) El incumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con las descargas de residuos líquidos industriales.



h) El incumplimiento de las Normas de Emisión, cuando corresponda.



i) El incumplimiento de los planes de recuperación, conservación y gestión de especies establecidos en la ley Nº 19.300. 



j) El incumplimiento de los requerimientos de información que la Superintendencia dirija a los sujetos fiscalizados, de conformidad a esta ley. 

k) El incumplimiento de los planes de manejo a que se refiere la ley Nº 19.300. 



l) El incumplimiento de las obligaciones derivadas de las medidas provisionales previstas en el artículo 48.



m) El incumplimiento de la obligación de informar de los responsables de fuentes emisoras, para la elaboración del registro al cual hace mención la letra p) del artículo 70 de la ley N° 19.300. 



n) El incumplimiento cualquiera de toda otra norma de carácter ambiental que no tenga establecida una sanción específica. 



Artículo 36.- Para los efectos del ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a la Superintendencia, las infracciones de su competencia se clasificarán en gravísimas, graves y leves.



1.- Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que alternativamente:



a) Hayan causado daño ambiental, no susceptible de reparación;



b) Hayan afectado gravemente la salud de la población;



c) Impidan u obstaculicen deliberadamente el cumplimiento de metas, medidas, y objetivos de un Plan de Prevención o Descontaminación;



d) Hayan entregado información falsa u ocultado cualquier antecedente relevante con el fin de encubrir u ocultar una infracción gravísima;



e) Hayan impedido deliberadamente la fiscalización, encubierto una infracción o evitado el ejercicio de las atribuciones de la Superintendencia;



f) Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y se constate en ellos alguno de los efectos, características o circunstancias previstas en el artículo 11 de dicha ley, y 



g) Constituyan reiteración o reincidencia en infracciones calificadas como graves de acuerdo con este artículo.



2.- Son infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente:



a) Hayan causado daño ambiental, susceptible de reparación;



b) Hayan generado un riesgo significativo para la salud de la población;



c) Afecten negativamente el cumplimiento de las metas, medidas y objetivos de un Plan de Prevención y, o de Descontaminación;



d) Involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la ley N° 19.300 al margen del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, si no están comprendidos en los supuestos de la letra f) del número anterior;



e) Incumplan gravemente las medidas para eliminar o minimizar los efectos adversos de un proyecto o actividad, de acuerdo a lo previsto en la respectiva Resolución de Calificación Ambiental;



f) Conlleven el no acatamiento de las instrucciones, requerimientos y medidas urgentes dispuestas por la Superintendencia;



g) Constituyan una negativa a entregar información relevante en los casos que la ley autoriza a la Superintendencia para exigirla, y



h) Constituyan persistente reiteración de una misma infracción calificada como leve de acuerdo con este artículo.



3.- Son infracciones leves los hechos, actos u omisiones que contravengan cualquier precepto o medida obligatorios y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los números anteriores.



Artículo 37.- Las infracciones previstas en esta ley prescribirán a los tres años de cometidas, plazo que se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.

Párrafo 2°

De las sanciones



Artículo 38.- Las infracciones cuyo conocimiento compete a la Superintendencia, podrán ser objeto de las siguientes sanciones:



a) Amonestación por escrito.



b) Multa de una a diez mil unidades tributarias anuales.



c) Clausura temporal o definitiva.



d) Revocación de la Resolución de Calificación Ambiental.



Artículo 39.- La sanción que corresponda aplicar a cada infracción se determinará, según su gravedad, dentro de los siguientes rangos: 



a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, o multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales. 



b) Las infracciones graves podrán ser objeto de revocación de la resolución de calificación ambiental, clausura, o multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales.



c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito o multa de una hasta mil unidades tributarias anuales.



Artículo 40.- Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerarán las siguientes circunstancias:



a) La importancia del daño causado o del peligro ocasionado. 



b) El número de personas cuya salud pudo afectarse por la infracción.



c) El beneficio económico obtenido con motivo de la infracción. 



d) La intencionalidad en la comisión de la infracción y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma. 



e) La conducta anterior del infractor. 



f) La capacidad económica del infractor. 



g) El cumplimiento del programa señalado en la letra r) del artículo 3°.



h) El detrimento o vulneración de un área silvestre protegida del Estado.



i) Todo otro criterio que, a juicio fundado de la Superintendencia, sea relevante para la determinación de la sanción. 



Artículo 41.- La Superintendencia deberá eximir del monto de la multa al infractor que concurra a sus oficinas, por primera vez, y denuncie estar cometiendo, por sí, cualquier infracción de aquellas establecidas en los artículos precedentes, siempre y cuando ejecute íntegramente el programa de cumplimiento previsto en el artículo 42.



En caso que un infractor ya hubiese concurrido a autodenunciarse, la utilización por segunda y tercera vez de dicho mecanismo rebajará hasta en un 75% y 50%, respectivamente, la multa impuesta por la Superintendencia en el proceso sancionatorio respectivo, siempre y cuando ejecute íntegramente el programa de cumplimiento previsto en el artículo 42.



Esta exención o rebaja sólo procederá cuando el infractor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos, adoptando todas las medidas necesarias para reducir o eliminar los efectos negativos.



Sin perjuicio de lo anterior, en caso que la Superintendencia hubiese iniciado la etapa de investigación respecto de los mismos hechos, la denuncia establecida en el inciso primero de este artículo no producirá ningún efecto respecto del infractor.



Artículo 42.- Iniciado un procedimiento sancionatorio, el infractor podrá presentar en el plazo de 10 días, contados desde el acto que lo incoa, un programa de cumplimiento. 



Para estos efectos se entenderá como programa de cumplimiento, el plan de acciones y metas presentado por el infractor, para que dentro de un plazo fijado por la Superintendencia, los responsables cumplan satisfactoriamente con la normativa ambiental que se indique.



No podrán presentar programas de cumplimiento aquellos infractores que se hubiesen acogido a programas de gradualidad en el cumplimiento de la normativa ambiental o hubiesen sido objeto con anterioridad de la aplicación de una sanción por parte de la Superintendencia por infracciones gravísimas o hubiesen presentado, con anterioridad, un programa de cumplimiento, salvo que se hubiese tratado de infracciones leves. Con tal objeto, deberá considerarse el plazo de prescripción de las infracciones señaladas en el artículo 37.



Aprobado un programa de cumplimiento por la Superintendencia, el procedimiento sancionatorio se suspenderá.



Dicho procedimiento se reiniciará en caso de incumplirse las obligaciones contraídas en el programa, evento en el cual se podrá aplicar hasta el doble de la multa que corresponda a la infracción original dentro del rango señalado en la letra b) del artículo 38, salvo que hubiese mediado autodenuncia.



Cumplido el programa dentro de los plazos establecidos y de acuerdo a las metas fijadas en él, el procedimiento administrativo se dará por concluido.



El Reglamento establecerá los criterios a los cuales deberá atenerse la Superintendencia para aprobar un programa de cumplimiento. 



Con todo, la presentación del programa de cumplimiento y su duración interrumpirán el plazo señalado en el artículo 37.



Artículo 43.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas que se impongan, una vez notificada la resolución de la Superintendencia que pone término al procedimiento sancionador, el infractor podrá presentar voluntariamente ante ella una propuesta de plan de reparación avalada por un estudio técnico ambiental.



El Servicio de Evaluación Ambiental deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de reparación que el infractor deberá implementar a su costo y dentro de los plazos que al efecto le fije tal autoridad.



Una vez recibidos por la Superintendencia el plan de reparación y su respectiva aceptación por el Servicio de Evaluación Ambiental, ésta lo aprobará, y le corresponderá la fiscalización de su cumplimiento.



Desde la aprobación del plan de reparación a que se refiere el inciso anterior y mientras éste se ejecute, el plazo de prescripción para ejercer la acción por daño ambiental se suspenderá. Si se ejecutaré dicho plan satisfactoriamente, la acción señalada se extinguirá.



Si existiere daño ambiental y el infractor no presentare voluntariamente un plan de reparación, se deberá ejercer la acción por daño ambiental ante el Tribunal Ambiental.



El reglamento establecerá el plazo que tendrá el Servicio de Evaluación Ambiental para pronunciarse respecto de la proposición de reparación, avalada por un estudio técnico ambiental, y el plazo en el cual el infractor deberá implementar dicha reparación.



Artículo 44.- Las sanciones administrativas aplicadas de conformidad a esta ley, prescribirán a los tres años desde la fecha en que la respectiva resolución sancionatoria haya quedado a firme. Esta prescripción se interrumpirá por la notificación del respectivo procedimiento de ejecución o de la formulación de cargos por incumplimiento, según la naturaleza de la sanción aplicada.



Artículo 45.- Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multa tendrán mérito ejecutivo.



El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 56.



El pago de toda multa aplicada de conformidad a este Título deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.



Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente o que actúen en su nombre serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.



Artículo 46.- El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia en conformidad a la ley, devengará los reajustes e intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Párrafo 3°

Del procedimiento sancionatorio



Artículo 47.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio, a petición del órgano sectorial o por denuncia.



Se iniciará de oficio cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción de su competencia.  Se iniciará a petición del órgano sectorial, por su parte, cuando tome conocimiento de los informes expedidos por los organismos y servicios con competencia en materia de fiscalización ambiental, los que deberán ser evacuados de conformidad a lo establecido en esta ley y contener en especial la descripción de las inspecciones, mediciones y análisis efectuados así como sugerir las medidas provisionales que sean pertinentes decretar.



Las denuncias de infracciones administrativas deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberán contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor. 



La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio si a juicio de la Superintendencia está revestida de seriedad y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor y si ni siquiera existiere mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al interesado.



Artículo 48.- Cuando se haya iniciado el procedimiento sancionador, el instructor del procedimiento, con el objeto de evitar daño inminente al medio ambiente o a la salud de las personas, podrá solicitar fundadamente al Superintendente la adopción de alguna o algunas de las siguientes medidas provisionales:



a) Medidas de corrección, seguridad o control que impidan la continuidad en la producción del riesgo o del daño. 



b) Sellado de aparatos o equipos. 



c) Clausura temporal, parcial o total, de las instalaciones. 



d) Detención del funcionamiento de las instalaciones.



e) Suspensión temporal de la resolución de calificación ambiental.



f) Ordenar programas de monitoreo y análisis específicos que serán de cargo del infractor.



Las medidas señaladas en el inciso anterior podrán ser ordenadas, con fines exclusivamente cautelares, antes del inicio del procedimiento administrativo sancionador, de conformidad a lo señalado en el artículo 32 de la ley Nº 19.880 y deberán ser proporcionales al tipo de infracción cometida y a las circunstancias señaladas en el artículo 40.



Las medidas contempladas en este artículo serán esencialmente temporales y tendrán una duración de hasta 30 días corridos. En caso de renovación, ésta deberá ser decretada por resolución fundada cumpliendo con los requisitos que establece este artículo.



En el caso de las medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e), la Superintendencia deberá obtener la autorización previa del Tribunal Ambiental. La autorización deberá obtenerse por la vía más expedita posible, incluida la telefónica, de alguno de sus ministros, según la regla de turno que se determine mediante auto acordado, que deberá contemplar a un titular y un suplente. En tal caso, se entregará al propietario o encargado un certificado que indique la medida adoptada, la individualización del instructor del procedimiento y de aquel juez que lo hubiere ordenado, dejando copia de dicho certificado en el expediente sancionatorio.



La exigencia contemplada en el inciso anterior, deberá cumplirse igualmente cuando la Superintendencia desee aplicar las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de la presente ley.



Artículo 49.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor y se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificarán al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante la Superintendencia o en el que se señale en la denuncia, según el caso, confiriéndole un plazo de 15 días para formular los descargos. 



La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma, medidas o condiciones eventualmente infringidas y la disposición que establece la infracción, y la sanción asignada.



Artículo 50.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Superintendencia examinará el mérito de los antecedentes, podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan.



En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.



Artículo 51.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.




Los hechos constatados por los funcionarios a los que se reconocen la calidad de ministro de fe, y que se formalicen en el expediente respectivo, tendrán el valor probatorio señalado en el artículo 8°, sin perjuicio de los demás medios de prueba que se aporten o generen en el procedimiento.



Artículo 52.- Concluidas las diligencias y plazos señalados en los artículos anteriores, la Superintendencia podrá requerir los informes de otros organismos sectoriales con competencia ambiental, que estime pertinentes para ilustrar su resolución.



Artículo 53.- Cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores, el fiscal instructor del procedimiento emitirá, dentro de cinco días, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.



Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, y la proposición al Superintendente de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores.



Artículo 54.- Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Superintendente, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.



No obstante, el Superintendente podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo para tales efectos, dando audiencia al investigado. 



Ninguna persona podrá ser sancionado por hechos que no hubiesen sido materia de cargos.

Párrafo 4°

De los recursos



Artículo 55.- En contra de las resoluciones de la Superintendencia que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición, en el plazo de cinco días hábiles contados desde el día siguiente a la notificación de la resolución.



El plazo para resolver cada uno de estos recursos será de treinta días hábiles.



La interposición de estos recursos suspenderá el plazo para reclamar de ilegalidad, siempre que se trate de materias por las cuales procede dicho recurso.



Artículo 56.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o demás disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la notificación, ante el Tribunal Ambiental. 



Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables y aquéllas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. 



Para el caso que el infractor no interponga reclamo de ilegalidad ante el Tribunal Ambiental en contra de las resoluciones de la Superintendencia que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa, dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, se le reducirá un 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado en el plazo señalado presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuado en la Tesorería General de la República. 



Artículo 57.- Cuando la Superintendencia aplique las sanciones señaladas en las letras c) y d) del artículo 38, la resolución que las contenga deberá siempre ser elevada en consulta al Tribunal Ambiental.

Párrafo 5°

Normas generales



Artículo 58.- La Superintendencia deberá consignar las sanciones aplicadas en un registro público en el cuál se señalarán los nombres, apellidos, denominación o razón social, de las personas naturales o jurídicas responsables y la naturaleza de las infracciones y sanciones.



Este registro deberá estar a disposición de cualquier persona que lo requiera, debiendo permitirse su consulta también por vía electrónica.



El Reglamento determinará la forma y modo en que deberá elaborarse el precitado registro, la actualización del mismo, así como cualquier otro aspecto que sea útil para el adecuado registro, acceso y publicidad de las sanciones impuestas.



Artículo 59.- Iniciado un procedimiento administrativo sancionador por parte de la Superintendencia no podrá ningún organismo sectorial con competencia ambiental, por los mismos hechos, iniciar un procedimiento administrativo sancionatorio de competencias propias o denunciarlos a la justicia civil, a menos que la Superintendencia se declare incompetente.



Los organismos sectoriales con competencia ambiental que, en el ejercicio de sus funciones, tomen conocimiento de estas infracciones estarán obligados a denunciarlos a la Superintendencia. En caso de que alguno de estos organismos iniciare un procedimiento respecto de materias que son competencia de la Superintendencia, ésta, de oficio o a petición de interesado, podrá solicitarle que se declare incompetente y le remita todos los antecedentes para iniciar el procedimiento respectivo.



Artículo 60.- Cuando por unos mismos hechos y fundamentos jurídicos, el infractor pudiese ser sancionado con arreglo a esta ley y a otra u otras leyes, de las sanciones posibles, se le impondrá la de mayor gravedad.



En ningún caso se podrá aplicar al infractor, por los mismos hechos y fundamentos jurídicos, dos o más sanciones administrativas.



Artículo 61.- La presente ley no afectará las facultades y competencias que la ley N° 18.902 entrega a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, en materia de supervigilancia, control, fiscalización y sanción del cumplimiento de las normas relativas a la prestación de los servicios públicos de agua potable y alcantarillado que realicen las concesionarias de servicios sanitarios.



Artículo 62.- En todo lo no previsto en la presente ley, se aplicará supletoriamente la ley N° 19.880.”.



ARTÍCULO TERCERO.- Modifícase el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, de la siguiente forma:



a) En el artículo 3°, incorpórase en la letra d), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo final:



“Las declaraciones de parques y reservas marinos, a que hacen mención esta letra y el artículo 48 letra b), serán realizadas mediante decreto del Ministerio del Medio Ambiente.”.



b) En el artículo 48, agrégase, en la letra d), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo final:



“Dicha determinación se efectuará mediante decreto que llevará las firmas de los Ministros del Ministerio del Medio Ambiente y de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.



c) En el artículo 87, sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “del Ministerio” por la frase “de los Ministerios de Economía, Fomento y Reconstrucción y del Medio Ambiente”.



ARTÍCULO CUARTO.- Modifícase el artículo 31° de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, en el siguiente sentido:



a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “Consejo de Monumentos Nacionales”, por “Ministerio del Medio Ambiente”.



b) Reemplázase, en el inciso tercero y cuarto, la palabra “Consejo” por “Servicio” las dos veces que aparece.



c) Agrégase el siguiente inciso quinto, ordenándose los siguientes correlativamente:



“La declaración de santuario de la naturaleza deberá contar siempre con informe previo del Consejo de Monumentos Nacionales.”.



d) Sustitúyese, en el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la frase “Ministerio de Agricultura” por “Ministerio del Medio Ambiente”.



ARTÍCULO QUINTO.- Modifícase el decreto ley N° 1.939, de 1977, del Ministerio de Tierras y Colonización, sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado, en los siguientes términos:



a) En el artículo 16:



i) Sustitúyese, en el inciso primero, el punto aparte (.) por una coma (,), y agrégase la siguiente oración “en cuyo caso procederá informe previo del Ministerio del Medio Ambiente.”.



ii) Reemplázanse, en el inciso segundo, la frase “El Ministerio de Agricultura evacuará” por la siguiente: “Los Ministerios de Agricultura o del Medio Ambiente, según corresponda, evacuarán”; y la palabra “hiciera” por el vocablo “hicieran”.



b) En inciso segundo del artículo 21, agrégase, a continuación de la frase “Ministerio de Agricultura” lo siguiente “o el Ministerio del Medio Ambiente, según corresponda”.



ARTÍCULO SEXTO.- Modifícase el artículo 25 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en los siguientes términos:



a) Incorpórase, antes de la expresión “aseo y ornato” la expresión “medio ambiente,”.



b) Agréganse, las siguientes letras d), e) y f), nuevas, sustituyendo en la letra b) la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue, por un punto y coma (;), y reemplazando en la letra c) el punto aparte (.) por un punto y coma (;):



“d) Proponer y ejecutar medidas tendientes a materializar acciones y programas relacionados con medio ambiente;



e) Aplicar las normas ambientales a ejecutarse en la comuna que sean de su competencia, y



f) Elaborar el anteproyecto de ordenanza ambiental. Para la aprobación de la misma, el concejo podrá solicitar siempre un informe técnico al Ministerio del Medio Ambiente.”.



ARTÍCULO SÉPTIMO.- Reemplázase en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N°294, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que establece la funciones y estructura del Ministerio de Agricultura, la siguiente oración “la conservación, protección y acrecentamiento de los recursos naturales renovables” por “la protección de los recursos naturales renovables del ámbito silvoagropecuario, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio del Medio Ambiente,”.



ARTÍCULO OCTAVO.- Modifícase el artículo 129 bis 1 del Código de Aguas, en el siguiente sentido:



a) Agrégase, en el inicio del inciso segundo, el siguiente párrafo: “Un reglamento, que deberá llevar la firma de los Ministros del Medio Ambiente y Obras Públicas, determinará los criterios en virtud de los cuales se establecerá el caudal ecológico mínimo.”. 



b) En el inciso tercero.



i) Sustitúyese la frase “de la Comisión Regional del Medio Ambiente respectiva” por “del Ministerio del Medio Ambiente”.



ii) Elimínase la oración “Si la respectiva fuente natural recorre más de una Región, el informe será evacuado por la Comisión Nacional del Medio Ambiente.”.



ARTÍCULO NOVENO.- Incorpórase en el artículo 2º de la ley N° 18.902, a continuación de la frase “y el control de los residuos líquidos industriales”, la siguiente oración: “que se encuentren vinculados a las prestaciones o servicios de las empresas sanitarias”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo primero.- El Sistema Nacional de Información Ambiental, al cual hace mención el artículo 31 ter, que se introduce en el artículo primero de esta ley, entrará en vigencia en el plazo de dos años contados desde la publicación de ésta. En el término intermedio el Ministerio del Medio Ambiente deberá realizar las gestiones necesarias para su debida implementación.



El informe sobre el estado del Medio Ambiente al cual hace referencia el artículo 70 letra ñ),que introduce el artículo primero de esta ley, deberá realizarse dentro del plazo de dos años contados desde la publicación de ésta, a partir del cual se contabilizarán los plazos para la elaboración regular del mismo.



Los proyectos o actividades sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental previos a la publicación de la presente ley, se sujetarán en su tramitación y aprobación a las normas vigentes al momento de su ingreso.



Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:



1) Fijar la planta de personal del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental, de la Superintendencia del Medio Ambiente, así como el régimen de remuneraciones que le será aplicable a esta última. 



El encasillamiento en las plantas de personal del Ministerio de Medio Ambiente y del Servicio de Evaluación Ambiental se sujetará a las reglas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, del 2005, y considerará al personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.



2) Ordenar el traspaso de los funcionarios titulares de planta y del personal a contrata desde la Comisión Nacional de Medio Ambiente al Ministerio de Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, sin solución de continuidad, manteniendo la calidad jurídica y en el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso.



En el o los decretos con fuerza de ley que fijan las plantas se determinará el número de funcionarios que se traspasarán a las nuevas instituciones desde la Comisión Nacional de Medio Ambiente por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, a propuesta del Ministro de Medio Ambiente.



3) En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije, y en especial podrá determinar el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivados de las plantas que fije. Del mismo modo, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la aplicación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria.



4) El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal para las instituciones señaladas en el número 1. Una vez que se encuentren totalmente tramitados los encasillamientos, se entenderá extinguida, de pleno derecho, la planta de personal de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.



5) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:



a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Respecto de este personal, y sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral siguiente, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria, previsional, de seguridad social y remuneratorias que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que disponga.



b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.



c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.



d) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.



e) El personal que a la fecha del traspaso se encontrare afecto a un régimen previsional distinto del establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrá optar por este último en las condiciones que señale el correspondiente decreto con fuerza de ley. 



6) Determinar la fecha de iniciación de actividades de las instituciones a que se refiere el número 1. Además determinará la fecha de supresión de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, estableciendo el destino de sus recursos. 



7) Traspasar los recursos de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, el que deberá efectuarse al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.



8) Traspasar los bienes que determine, desde la Comisión Nacional del Medio Ambiente al Ministerio del Medio Ambiente y al Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.



Artículo tercero.- El Ministerio del Medio Ambiente y el Servicio de Evaluación Ambiental se constituirán para todos los efectos en los sucesores legales de de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en las materias de su competencia, de manera que las menciones que la legislación general o especial realice a la precitada institución se entenderán hechas al Ministerio del Medio Ambiente o al Servicio de Evaluación Ambiental, según correspondan.



Artículo cuarto.- El mayor gasto que puedan derivar las nuevas plantas que se fijen y el encasillamiento que se practique, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de M$2.100.000, actualizada según el reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público que corresponda. 



Los recursos para los efectos de la implementación del Ministerio del Medio Ambiente y el Servicio de Evaluación Ambiental, serán provistos inicialmente mediante la consolidación de los recursos contemplados en los programas de la Partida 22, capítulo 02 de la Ley de Presupuestos.



No obstante lo anterior, el mayor gasto que se derive de la aplicación de esta ley, será financiado por el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-24-03-104 de la partida presupuestaria del Tesoro Público.



Artículo quinto.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, al Superintendente de Medio Ambiente, quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.



Artículo sexto.- El Presidente de la República, por decreto expedido a través del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Medio Ambiente, del Servicio de Evaluación Ambiental y de la Superintendencia del Medio Ambiente y transferirá a ellos los fondos de la entidad que traspase personal o bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem, y glosas presupuestarias que sean pertinentes.



Artículo séptimo.- Los procedimientos de fiscalización y los sancionatorios iniciados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su total terminación.



Artículo octavo.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y se transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado.



El rediseño a que se refiere el inciso anterior se efectuará resguardando los derechos de los trabajadores de la referida Corporación.



Artículo noveno.- Las normas establecidas en los Títulos II, salvo el párrafo 3º, y III del ARTÍCULO SEGUNDO de la presente ley, que crean la Superintendencia del Medio Ambiente, entrarán en vigencia el mismo día que comience el funcionamiento el Tribunal Ambiental.



Artículo décimo.- Mientras no entre en funcionamiento el Tribunal Ambiental, las materias contenciosas a las cuales hace referencia la ley Nº 19.300 seguirán siendo de competencia del juez de letras en lo civil que corresponda.”.
______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y la Ley de Violencia Intrafamiliar, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y enmendar las normas sobre parricidio, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene los Boletines N°s 4.937-18 y 5.308-18, refundidos.



Añade que la Comisión informante, en atención a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 15.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 8 y 16 letra b).



4.- Indicaciones rechazadas: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 11, 12, 13 y 14.



5.- Indicaciones retiradas: no hay.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: letra a) de la indicación 16.



A continuación, el señor Secretario General expresa que la Comisión deja testimonio de haber efectuado diversas modificaciones al texto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



Las referidas enmiendas consisten en lo siguiente:



1) Consagrar como circunstancias agravantes en los delitos de violencia, estupro y otros de carácter sexual, la alevosía y que sean dos o más los autores.



2) Establecer la posibilidad de poner término al procedimiento por el perdón del ofendido, en el evento de que un cónyuge o conviviente cometa los delitos antes señalados en contra de aquel con quien hace vida en común.



3) En el caso de un condenado por los delitos de violación, estupro u otros de carácter sexual, cometidos contra un menor, y que fuere de aquellas personas llamadas por la ley a dar su autorización para que la víctima salga del país, se prescindirá en lo sucesivo de ese permiso.



4) Se consagra el delito de femicidio, al disponer que si la víctima de un parricidio es la cónyuge o la conviviente, el delito tendrá aquella denominación.



5) Se establece en la Ley que creó los Tribunales de Familia que, previo a remitir una causa al Ministerio Público, el juez de familia adoptará las medidas cautelares que correspondan, disponiéndose que si se plantea una contienda de competencia en un asunto de violencia intrafamiliar, el magistrado involucrado podrá ordenar las medidas cautelares pertinentes, las que se mantendrán vigentes hasta que la contienda sea resuelta.



El señor Secretario General señala que, ya que todas las enmiendas fueron resueltas en forma unánime, deben votarse sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión. Destaca que el inciso cuarto, nuevo, que se agrega al artículo 90 de la Ley que creó los Tribunales de Familia tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



Al respecto, el señor Secretario General recalca que la Comisión informante propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Número 1)



Suprimirlo.

Número 2)

Pasa a ser N° 1).



Eliminar su encabezado y su letra a).

Letra b)



Eliminarla como literal “b)”, contemplando sólo el siguiente texto:



“1) En el numeral 2° del artículo 361, reemplázanse las palabras “para oponer resistencia” por “para oponerse””.

Número 3)



Suprimirlo.

Número 4)

Pasa a ser N° 2).



Reemplazar el artículo 368 bis propuesto, por el siguiente:



“Artículo 368 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 63, en los delitos señalados en los dos párrafos anteriores serán circunstancias agravantes las siguientes:



1º La del artículo 12, circunstancia 1ª; y,



2º Ser dos o más los autores del delito.”.

Número 5)

Pasa a ser N° 3).



Sustituirlo, por el que sigue:



“3) En el artículo 369, reemplázase su inciso cuarto por el siguiente:



“En caso de que un cónyuge o conviviente cometa alguno de los delitos establecidos en los dos párrafos anteriores en contra de aquél con quien hace vida común, se podrá poner término al proceso a requerimiento del ofendido, a menos que el juez no acepte por motivos fundados.”.”.

Número 6)

Pasa a ser Nº 4).



Reemplazarlo, por el siguiente:



“4) En el inciso primero del artículo 370 bis, agrégase, después de su punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Además, si el condenado es una de las personas llamadas por ley a dar su autorización para que la víctima salga del país, se prescindirá en lo sucesivo de aquella.”.”.

Número 7)

Pasa a ser Nº 5).



Sustituirlo, por el siguiente:



“5) En el artículo 390, agrégase como inciso segundo, nuevo, el siguiente:



“Si la víctima del delito descrito en el inciso precedente es la cónyuge o la conviviente, el delito tendrá el nombre de femicidio.”.”.

Incorporar como número 6), nuevo, el siguiente:



“6) En el artículo 391, intercálase como numeral 2º, nuevo, pasando el actual 2° a ser 3º, el siguiente:



“2º Con presidio mayor en sus grados medio a máximo si la víctima ha sido cónyuge o conviviente del hechor, salvo que el delito se cometa con alguna de las circunstancias previstas en el número 1º.”.”.

Número 8)

Pasa a ser número 7).



Reemplazarlo, por el que sigue:



“7) En el inciso segundo del artículo 489, intercálase, entre la palabra “delito” y el punto final (.) que le sigue, lo siguiente: “ni tampoco entre cónyuges cuando se trate de los delitos de daños indicados en el párrafo anterior””.

Número 9)



Suprimirlo.

Número 10)



Eliminarlo.

Artículo 2º

Número 3)



Suprimirlo.

Número 4)

Pasa a ser Nº 3), sin enmiendas.

Número 5)

Pasa a ser Nº 4), sin modificaciones.

Número 6)



Suprimirlo.

Incorporar como artículo 3°, nuevo, el siguiente:



“Artículo 3º.- Agréganse, en el artículo 90 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:



“Previo a remitir una causa al Ministerio Público, el juez de familia adoptará las medidas cautelares que correspondan, las que se mantendrán vigentes en tanto el fiscal no decrete o solicite su modificación o cese.



Si se plantea una contienda de competencia relacionada a una asunto de violencia intrafamiliar entre un juez de familia y el Ministerio Público o un juez de garantía, el juez de familia involucrado podrá adoptar las medidas cautelares que sean procedentes, las que se mantendrán vigentes hasta que la contienda competencia sea resuelta.”.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que se ha pedido aplazamiento de la votación, quedando pendiente el tratamiento del proyecto.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas, en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas, con informe 

de la Comisión de Agricultura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas, en virtud del artículo 4º transitorio de la ley Nº 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.681-01.



Añade que su principal objetivo es impedir la constitución de tales derechos en áreas comprendidas desde la Región de Arica y Parinacota hasta la del Libertador Bernardo O’Higgins, a fin de beneficiar a pequeños agricultores, campesinos, indígenas y comunidades indígenas para que puedan ejercitar aquellos derechos.



Asimismo, se faculta al Ministro de Obras Públicas para que, mediante decreto fundado, previo informe favorable del Ministerio de Agricultura y de la Dirección General de Aguas, incorpore nuevas zonas a las ya contempladas.



La Comisión de Agricultura discutió esta iniciativa tanto en general cuanto en particular, por tratarse de aquellas de artículo único, dando su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín, Naranjo y Vásquez.



En cuanto a su tratamiento en particular, efectuó una sola enmienda al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que consiste en establecer que el decreto del Ministerio de Obras Públicas que incorpore nuevas áreas donde se prohíba la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas deberá comunicarse a la Cámara de Diputados y al Senado. Esta modificación fue acordada también en forma unánime por los mismos señores Senadores individualizados anteriormente.


Cabe señalar que la aludida enmienda es la siguiente:

Artículo único

Inciso final



Agregar, después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “El decreto respectivo deberá comunicarse a la Cámara de Diputados y al Senado.”.

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.


Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 13 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Longueira, Novoa, Prokurica, y Sabag.

- - -


Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Larraín, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la iniciativa.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Prohíbese a la Dirección General de Aguas la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas solicitados en conformidad al artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, en las siguientes áreas:

	ACUÍFERO
	SECTOR
	SUBSECTOR
	REGIÓN

	Azapa
	 
	 
	Arica y Parinacota

	Salar de Coposa
	 
	 
	Tarapacá

	Salar Sur Viejo
	 
	 
	Tarapacá

	Aguas Blancas
	Aguas Blancas
	 
	Antofagasta

	Aguas Blancas
	Pampa Buenos Aires
	 
	Antofagasta

	Aguas Blancas
	Rosario
	 
	Antofagasta

	Sierra Gorda
	 
	 
	Antofagasta

	Copiapó
	Sector 1 (Aguas arriba Embalse Lautaro)
	 
	Atacama

	Copiapó
	Sector 2 (Embalse Lautaro - La Puerta)
	 
	Atacama

	Copiapó
	Sector 3 (La Puerta - Mal Paso)
	 
	Atacama

	Copiapó
	Sector 4 (Mal Paso - Copiapo)
	 
	Atacama

	Copiapó
	Sector 5 (Copiapó - Piedra Colgada)
	 
	Atacama

	Copiapó
	Sector 6 (Piedra Colgada - Desembocadura)
	 
	Atacama

	Culebrón Lagunillas
	Culebrón
	 
	Coquimbo

	Culebrón Lagunillas
	Lagunillas
	 
	Coquimbo

	Culebrón Lagunillas
	Peñuelas
	 
	Coquimbo

	El Elqui
	Elqui Bajo
	 
	Coquimbo

	El Elqui
	Santa Gracia
	 
	Coquimbo

	El Elqui
	Serena Norte
	 
	Coquimbo

	Los Choros
	Punta Colorada
	 
	Coquimbo

	Los Choros
	Quebrada Los Choros Altos
	 
	Coquimbo

	Los Choros
	Tres Cruces
	 
	Coquimbo

	Catapilco
	La Laguna
	 
	Valparaíso

	Casablanca
	La Vinilla-Casablanca
	 
	Valparaíso

	Casablanca
	Lo Orozco
	 
	Valparaíso

	Casablanca
	Lo Ovalle
	 
	Valparaíso

	Casablanca
	Los Perales
	 
	Valparaíso

	Estero Cachagua
	 
	 
	Valparaíso

	Estero El Membrillo
	 
	 
	Valparaíso

	Estero Las Salinas Sur
	 
	 
	Valparaíso

	Estero Papudo
	 
	 
	Valparaíso

	Estero Puchuncaví
	 
	 
	Valparaíso

	Estero San Jerónimo
	 
	 
	Valparaíso

	Horcón
	 
	 
	Valparaíso

	La Ligua
	 
	 
	Valparaíso

	Maipo Desembocadura
	 
	 
	Valparaíso

	Petorca
	 
	 
	Valparaíso

	Quintero
	Dunas de Quintero
	 
	Valparaíso

	Rocas de Santo Domingo
	 
	 
	Valparaíso

	Maipo
	Tiltil
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Chacabuco Polpaico
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Colina Sur
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Lampa
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Santiago Central
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Santiago Norte
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Chicureo
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Colina Inferior
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Mapocho Alto
	Las Gualtatas
	Metropolitana

	Maipo
	Mapocho Alto
	Lo Barnechea
	Metropolitana

	Maipo
	Mapocho Alto
	Vitacura
	Metropolitana

	Maipo
	Puangue Alto
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Puangue Medio
	 
	Metropolitana

	Maipo
	La Higuera
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Melipilla
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Cholqui
	 
	Metropolitana

	Maipo
	Popeta
	 
	Metropolitana

	Yali
	Yali Alto
	 
	Metropolitana

	Yali Bajo El Prado
	 
	 
	Metropolitana

	Alhué
	Alhué
	 
	Del Libertador Bernardo O'Higgins

	Cachapoal
	Graneros-Rancagua
	 
	Del Libertador Bernardo O'Higgins

	Cachapoal
	Olivar
	 
	Del Libertador Bernardo O'Higgins

	Cachapoal
	Codegua
	 
	Del Libertador Bernardo O'Higgins

	Tinguiririca
	Las Cadenas-Marchigue
	 
	Del Libertador Bernardo O'Higgins




Esta prohibición no afectará aquellas solicitudes presentadas de conformidad al artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, por pequeños productores agrícolas y campesinos, entendiendo por éstos a los definidos en el artículo 13 de la ley N° 18.910, y de las ingresadas por indígenas y comunidades indígenas, entendiendo por aquellos los considerados en los artículos 2° y 9° de la ley N° 19.253, respectivamente, siempre que cumplan con los requisitos prescritos en el artículo 5° transitorio de la ley N° 20.017.



Para efectos de lo señalado en el inciso precedente, se requerirá informe al Ministerio de Agricultura, si la solicitud corresponde a pequeños productores agrícolas o campesinos, y a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, si la petición pertenece a indígenas o comunidades indígenas.


Sin perjuicio de las áreas individualizadas anteriormente, el Ministro de Obras Públicas, podrá, mediante decreto fundado y previo informe del Ministerio de Agricultura y de la Dirección General de Aguas, incorporar nuevas áreas a las ya contempladas, si de los antecedentes técnicos existentes se demuestra una afectación total o parcial del acuífero en el mediano y largo plazo. El decreto respectivo deberá comunicarse a la Cámara de Diputados y al Senado.”.
- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona, Gazmuri, Letelier, Naranjo y Núñez, mediante el cual solicitan a S.E. la Presidente de la República considerar la transformación de la 

ENAP en Empresa Nacional de Energía


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General indica que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores recién individualizados, cuyo propósito es pedir a Su Excelencia la Presidenta de la República que se estudie la ampliación del giro de la Empresa Nacional del Petróleo para que pueda participar también en actividades de exploración, explotación y comercialización de otras fuentes energéticas, especialmente renovables no convencionales, y transformarse, en consecuencia, en una empresa nacional de energía. Tiene el Boletín N° S 1.201-12.

- - -



El señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, pero, atendido que algunos Honorables Senadores se han retirado de la Sala, señala que la iniciativa queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión correspondiente.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor Romero ha requerido que se dirijan, en su nombre, los siguientes oficios:



1) A los señores General Director de Carabineros, General Jefe de la Quinta Zona Policial y Prefecto de Carabineros de Aconcagua, reiterando solicitud de aumento de dotación policial para Llaillay y que se eleve su actual Destacamento al nivel de Comisaría.


2) A los señores Intendente de la V Región, Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante y Capitán de Puerto de Quintero, requiriendo información sobre la creación de un parque submarino en Los Molles, comuna de La Ligua, y sus eventuales efectos en el ecosistema de la zona.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del aludido Honorable Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PROTECCIÓN Y CONSERVACIÓN DE TORTUGAS MARINAS

(6394-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, de fecha 3 de noviembre de 2008.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 15 de julio de 2009, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.

A la sesión en que se analizó el proyecto de Acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Director del Departamento de Medio Ambiente, Antártica y Asuntos Marítimos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Fernando Danús, y el Jefe de la División Administrativa Pesquera de la Subsecretaría de Pesca, señor Francisco Ponce.
- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.




2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que la Convención Interamericana para la Protección y Conservación de las Tortugas Marinas y sus Anexos, fueron adoptados en Caracas, Venezuela, el 1 de diciembre de 1996.





Expresa el Ejecutivo que la presente Convención es el único tratado internacional dedicado exclusivamente a las tortugas marinas, estableciendo parámetros para la conservación de estos animales y sus hábitats en actual peligro de extinción.




Indica el Gobierno que este tratado fue propuesto inicialmente por la Organización Latinoamericana de Desarrollo Pesquero (OLDEPESCA) y varios gobiernos del hemisferio occidental que, motivados por el embargo a la importación de camarones provenientes de países que no usaban métodos de protección de estos anfibios, decidieron promover la protección, conservación y recuperación de las poblaciones de tortugas marinas y de los hábitats de los cuales dependen.




Agrega que el instrumento internacional en estudio se abrió a la firma entre el 1 de diciembre de 1996 hasta el 31 de diciembre de 1998, y entró en vigor el 2 de mayo de 2001.


3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 4 de marzo de 2009, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 17 de marzo de 2009 y aprobó, por la unanimidad de los presentes, el proyecto en informe. Posteriormente, con fecha 2 de junio de 2009, la Comisión de Hacienda aprobó este proyecto también por unanimidad.

Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 14 de julio de este año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (90 votos a favor).

4.- Instrumento Internacional.- El Convenio internacional en informe consta de un Preámbulo, 27 artículos y 4 anexos.





El artículo I de la Convención establece ciertas definiciones básicas para la aplicación de la misma, entre ellas: “tortuga marina”, “hábitat de tortugas marinas”, “Partes” y, “Estados en el continente americano”.




A su turno, el artículo II consigna el objetivo de la Convención, cual es promover la protección, conservación y recuperación de las poblaciones de tortugas marinas y de los hábitats de los cuales dependen.




El artículo III se refiere al ámbito de aplicación espacial de la Convención, señalando que el “área de la Convención” abarca el territorio terrestre de cada una de las Partes en el continente americano, así como las áreas marítimas del Océano Atlántico, el Mar Caribe y el Océano Pacífico, respecto a los cuales cada una de las Partes ejerce soberanía, derechos de soberanía o jurisdicción sobre los recursos marinos vivos, de acuerdo con el derecho internacional, tal como se refleja en la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar.




Seguidamente, el artículo IV regula la obligación de las Partes de tomar las medidas apropiadas y necesarias para la protección, conservación y recuperación de las poblaciones de tortugas marinas y de sus hábitats en su territorio terrestre y en las áreas marítimas respecto a las cuales ejerce soberanía, derechos de soberanía o jurisdicción, comprendidas en el área de la Convención y en áreas de alta mar, con respecto a las embarcaciones autorizadas a enarbolar su pabellón.




Dichas medidas comprenderán, entre otras, las siguientes:




- Prohibición de la captura, retención o muerte intencionales de las tortugas marinas, así como del comercio doméstico de las mismas, de sus huevos, partes o productos;




- Cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES) en lo relativo a tortugas marinas, sus huevos, partes o productos;




- Restricción de las actividades humanas que puedan afectar gravemente a las tortugas marinas, sobre todo durante los períodos de reproducción, incubación y migración;




- Protección, conservación y, según proceda, la restauración del hábitat y de los lugares de desove de las tortugas marinas, así como el establecimiento de las limitaciones que sean necesarias en cuanto a la utilización de esas zonas;




- Fomento de la investigación científica relacionada con las tortugas marinas, con sus hábitats y con otros aspectos pertinentes, que genere información fidedigna y útil para la adopción de las medidas referidas en este artículo;




- Promoción de esfuerzos para mejorar las poblaciones de tortugas marinas, incluida la investigación sobre su reproducción experimental, cría y reintroducción en sus hábitats con el fin de determinar la factibilidad de estas prácticas para aumentar las poblaciones, evitando ponerlas en riesgo, y





- La promoción de la educación ambiental y la difusión de información, con miras a estimular la participación de las instituciones gubernamentales, organizaciones no gubernamentales y del público en general en cada Estado.




No obstante, las Partes podrán permitir excepciones para satisfacer necesidades económicas de subsistencia de comunidades tradicionales, teniendo en cuenta las recomendaciones del Comité Consultivo, siempre y cuando dichas excepciones no menoscaben los esfuerzos para lograr el objetivo de la Convención.





El artículo V trata de las reuniones de las Partes, clasificándolas en ordinarias y extraordinarias. En ellas las Partes deberán evaluar la aplicación de las disposiciones de la Convención; examinar los informes y considerar las recomendaciones del Comité Consultivo y del Comité Científico; adoptar las medidas adicionales de conservación y ordenación que se consideren apropiadas para lograr el objetivo de la Convención; considerar y, en su caso, adoptar enmiendas a la Convención; y examinar los informes de actividades y sobre asuntos financieros que presente el Secretariado.




Luego, el artículo VI se refiere al Secretariado y sus funciones. Entre ellas, las de prestar asistencia para la convocatoria y organización de las respectivas reuniones; recibir de las Partes los informes anuales y ponerlos a disposición de las demás Partes y de los Comités Consultivo y Científico; publicar y difundir las recomendaciones y decisiones adoptadas en las reuniones de las Partes; y difundir y promover el intercambio de informaciones y materiales educativos sobre los esfuerzos desarrollados por las Partes.




El artículo VII trata sobre el Comité Consultivo de Expertos, el cual tendrá las siguientes funciones:




- Revisar y analizar los informes anuales así como cualquier otra información relacionada con la protección y conservación de las poblaciones de tortugas marinas y sus hábitats;




- Solicitar de cualquier Parte informaciones adicionales y pertinentes con respecto a la implementación de las medidas previstas en esta Convención o adoptadas de acuerdo con ella;




- Examinar informes concernientes al impacto ambiental, socioeconómico y cultural en las comunidades afectadas por la aplicación de las medidas previstas en esta Convención o adoptadas de acuerdo con ella;




- Evaluar la eficacia de las diferentes medidas propuestas para reducir la captura y mortalidad incidental de tortugas marinas, así como la eficiencia de diferentes modelos de dispositivos excluidores de tortugas (DETS), y




- Presentar a las Partes un informe sobre su trabajo, incluyendo, cuando sea apropiado, recomendaciones relativas a medidas adicionales de conservación y ordenación.





Por su parte, el artículo VIII se refiere al Comité Científico, el cual estará integrado por representantes designados por las Partes y se reunirá, de preferencia, previamente a las reuniones del Comité Consultivo. Sus funciones serán:





- Examinar informes de investigaciones sobre las tortugas marinas objeto de esta Convención, incluyendo investigaciones sobre su biología y la dinámica de sus poblaciones, y, según proceda, realizarlas;





- Evaluar el impacto ambiental sobre las tortugas marinas y sus hábitats, de actividades tales como las operaciones de pesca y de explotación de los recursos marinos, desarrollo costero, dragado, la contaminación, el asolvamiento de estuarios y el deterioro de arrecifes, entre otras, así como el eventual impacto resultante de las actividades que se realizan como excepciones a las medidas contempladas en esta Convención;





- Analizar los informes de investigaciones relevantes realizadas por las Partes; formular recomendaciones sobre la protección y conservación de las tortugas marinas y de sus hábitats;





- Formular recomendaciones en materia científica y técnica, a petición de cualquiera de las Partes, sobre temas específicamente relacionados con la Convención, y




- Desempeñar las demás funciones de carácter científico que le fueren asignadas por las Partes.





A su vez, el artículo IX considera los programas de seguimiento que deberían desarrollar las Partes para asegurar el monitoreo de la aplicación de las medidas de protección y conservación de las tortugas marinas y de sus hábitats. Estos incluirán según proceda, mecanismos y arreglos para la participación de observadores, designados por cada una de las Partes o por acuerdo entre ellas, en las actividades de seguimiento. Se prevé, asimismo, que en su ejecución cada Parte podrá actuar con el apoyo o la cooperación de otros Estados interesados y de las organizaciones internacionales pertinentes, así como de organizaciones no gubernamentales.





El artículo X consagra el compromiso que adquiere cada Parte de asegurar, en el área de la Convención, el cumplimiento efectivo de las medidas para la protección y conservación de la tortuga marina y de sus hábitats.




A continuación, el artículo XI consigna la obligación de cada Parte de preparar un informe anual sobre los programas que ha adoptado para proteger y conservar las tortugas marinas y sus hábitats, así como sobre cualquier programa que pudiera haber adoptado para el aprovechamiento de estas especies.





El artículo XII prescribe, con respecto a la cooperación internacional, que serán las Partes las encargadas de promoverla mediante acciones, tanto a nivel bilateral como multilateral. Entre estas acciones figuran: la capacitación de asesores y educadores; el intercambio y capacitación de técnicos, administradores e investigadores en asuntos relacionados con la tortuga marina; el intercambio de información científica y de materiales educativos; el desarrollo de programas conjuntos de investigación, estudios, seminarios y talleres; y otras actividades que las Partes acuerden.





Luego, el artículo XIII trata de los recursos financieros, incluyendo la constitución de un fondo especial con el propósito de sufragar los gastos que pudiese demandar el establecimiento del Secretariado, y la asistencia a las Partes que son Estados en desarrollo para el cumplimiento de sus obligaciones de conformidad con esta Convención.




El artículo XIV, bajo el título de coordinación, señala que las Partes deberán procurar coordinar sus actividades con las organizaciones internacionales pertinentes, sean globales, regionales o subregionales.





En el ámbito comercial, el artículo XV establece el compromiso de las Partes de actuar, en el cumplimiento de la Convención, conforme a las disposiciones del Acuerdo que estableció la Organización Mundial de Comercio, incluyendo sus anexos.





A su vez, el artículo XVI regula las controversias que pudieran surgir respecto de la interpretación o aplicación de la presente Convención, estableciendo un mecanismo de consultas para resolverlas. En el caso de que no lleguen a una solución satisfactoria dentro de un plazo razonable, las Partes podrán elegir cualquier procedimiento pacífico de solución de controversias, de conformidad con el derecho internacional, incluidos, según proceda, los previstos en la Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar.





El artículo XVII establece, igualmente, una importante disposición para salvaguardar los derechos de las Partes, indicando que ninguna disposición de la Convención podrá ser interpretada de manera tal que perjudique o menoscabe la soberanía, derechos de soberanía o jurisdicción ejercidos por las Partes de conformidad con el derecho internacional, como tampoco podrán ser interpretadas de manera tal que faculten a una Parte para reivindicar o ejercer soberanía, derechos de soberanía o jurisdicción en contravención del derecho internacional.




Seguidamente, el artículo XVIII regula la obligación de las Partes de adoptar medidas en su legislación nacional con el fin de aplicar las disposiciones de esta Convención y asegurar su cumplimiento efectivo, mediante políticas, planes y programas para la protección y conservación de las tortugas marinas y sus hábitats.





En relación con los Estados no Partes de la presente Convención, el artículo XIX contiene una serie de mecanismos para alentar a otros Estados a que se incorporen a la Convención o a un Protocolo complementario de ésta.





A su turno, el artículo XX prevé que las Partes negocien con Estados que no pueden ser Partes de esta Convención un Protocolo o Protocolos complementarios, coherentes con el objetivo de esta Convención, con el fin de promover la protección y conservación de las especies de tortugas marinas fuera del área de la Convención.





Seguidamente, los artículos XXI a XXVII establecen las cláusulas finales clásicas en esta clase de instrumentos internacionales, relativas a la firma y ratificación, entrada en vigor y adhesión, reservas, enmiendas, denuncia, condición de los anexos y autenticidad de los textos.





Finalmente, cabe precisar que la Convención posee 4 anexos, los que forman parte integrante de la misma. Ellos se refieren, respectivamente, a las especies de tortugas protegidas; a la protección y conservación de los hábitats de las tortugas marinas; al uso de dispositivos excluidores de tortugas, y al contenido de los informes anuales de las Partes acerca de sus programas para proteger y conservar las tortugas marinas y sus hábitats.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, puso en discusión el proyecto y ofreció la palabra al Director del Departamento de Medio Ambiente, Antártica y Asuntos Marítimos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Fernando Danús.

El señor Danús indicó que existen siete especies de tortugas marinas, de las cuales seis se encuentran en el continente. Añadió que cuatro de ellas habitan en nuestras aguas: verde, laud, cabezona y olivácea.


Manifestó que el Convenio en estudio es importante para nuestro país, ya que el Gobierno de Estados Unidos, presionado por grupos ambientalistas, expresó que podría impedir la entrada de pez espada capturado por Chile a su mercado, por cuanto algunas especies de tortugas marinas se verían afectadas, en forma incidental, producto de la pesca del citado pez.


Agregó que nuestro país ha adoptado diversas medidas para evitar la mortandad de las tortugas, producto de la referida captura incidental.


Por su parte. el Jefe de la División Administrativa Pesquera de la Subsecretaría de Pesca, señor Francisco Ponce, expresó que nuestro país se encuentra bien preparado para responder a los requerimientos de la Convención, pues desde hace algunos años, producto de algunas acusaciones de que fue objeto, ha elaborado una serie de medidas tendientes a preservar a las tortugas.

Recordó que Estados Unidos prohibió el ingreso de camarones a su mercado, pues su captura afectaba a la población de tortugas. Destacó que nuestro país demostró fehacientemente que la captura nacional no afectaba a dicha especie. Advirtió que similar situación ocurrió con el pez espada.


Informó que, producto de esas campañas de grupos ambientalistas, se ha dictado una normativa nacional tendiente a preservar a las tortugas, la que ha tenido mucho éxito. Resaltó que, en dicha campaña, ha tenido una gran participación el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP).


Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero.
----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





"Artículo único.- Apruébase la “Convención Interamericana para la Protección y Conservación de las Tortugas Marinas” y sus Anexos, adoptada en Caracas, Venezuela, el 1 de diciembre de 1996.”.

----------


Acordado en sesión celebrada el día 18 de agosto de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto (Presidente), Jaime Gazmuri Mujica, Hernán Larraín Fernández y Sergio Romero Pizarro.

Sala de la Comisión, a 18 de agosto de 2009.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PROTECCIÓN Y CONSERVACIÓN DE TORTUGAS MARINAS

(6394-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la Presidenta de la República.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Jefe del Departamento de Asuntos Marítimos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor José Fernández, y el representante de la Organización Internacional de Conservación Marina, Oceana, señor Maximiliano Bello.
- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO 

Promover la protección, conservación y recuperación de las poblaciones de tortugas marinas y de los hábitats de los cuales dependen.

- - -

ANTECEDENTES 


Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS





- Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje indica que la Convención Interamericana para la Protección y Conservación de las Tortugas Marinas y sus Anexos, fueron adoptados en Caracas, Venezuela, el 1 de diciembre de 1996.





Expresa que la presente Convención es el único tratado internacional dedicado exclusivamente a las tortugas marinas, estableciendo parámetros para la conservación de estos animales y sus hábitats en actual peligro de extinción.




Señala el Gobierno que este tratado fue propuesto inicialmente por la Organización Latinoamericana de Desarrollo Pesquero (OLDEPESCA) y varios gobiernos del hemisferio occidental que, motivados por el embargo a la importación de camarones provenientes de países que no usaban métodos de protección de estos anfibios, decidieron promover la protección, conservación y recuperación de las poblaciones de tortugas marinas y de los hábitats de los cuales dependen.




Finalmente, agrega que el instrumento internacional en estudio se abrió a la firma entre el 1 de diciembre de 1996 hasta el 31 de diciembre de 1998, y entró en vigor el 2 de mayo de 2001.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El Jefe del Departamento de Asuntos Marítimos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Fernández, manifestó que la Convención a la que se refiere el proyecto de acuerdo es importante para el Gobierno en la perspectiva de protección al medio ambiente, especialmente por referirse a una especie en extinción. Añadió que de las siete variedades de tortugas marinas existentes, cuatro se encuentran en las aguas de nuestro país, principalmente en la zona norte, aunque algunas han llegado hasta la zona de Magallanes.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó cómo se protege a las tortugas de la actividad pesquera.

El representante de la Organización Internacional de Conservación Marina, Oceana, señor Bello, indicó que el mayor peligro para las tortugas lo representa la flota pesquera albacorera, y la mayor protección consistiría en cambiar los espineles de pesca por unos que no las atraigan tanto y que además terminen con una forma más redonda, de manera que sean más fáciles de retirar y sean menos dañinos.

El Honorable Senador señor Sabag inquirió si existe algún interés comercial en la captura de las tortugas marinas.

El representante de Oceana, señor Bello, sostuvo que no existe un interés comercial en su captura, y por ello ya se está trabajando con las pesqueras para efectuar el cambio de los referidos espineles.

Se hizo presente que el informe financiero indica que, respecto de Chile, se resolvió una contribución voluntaria de 8.000 dólares anuales para financiar los gastos asociados a la Convención, los que serán solventados con cargo al presupuesto del Ministerio de Relaciones Exteriores. 





Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
- - -

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 30 de abril de 2009, señala, de manera textual, lo siguiente:

“La Convención Interamericana para la Protección y Conservación de las Tortugas Marinas (CIT) se adoptó el 1° de diciembre de 1996, y tiene por objetivo promover la protección, conservación y recuperación de las poblaciones de tortugas marinas y de los habitantes de los cuales dependen.

En la primera reunión extraordinaria de las Partes se resolvieron las contribuciones voluntarias para el financiamiento de la CIF, que en el caso de Chile se definieron en US$ 8.000 anuales, la que será financiada con cargo al presupuesto regular del Ministerio de Relaciones Exteriores.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -





En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





"Artículo único.- Apruébase la “Convención Interamericana para la Protección y Conservación de las Tortugas Marinas” y sus Anexos, adoptada en Caracas, Venezuela, el 1 de diciembre de 1996.".

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 18 de noviembre de 2009 con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Carlos Ominami Pascual y Hosaín Sabag Castillo.




Sala de la Comisión, a 18 de noviembre de 2009.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO Y MUÑOZ ABURTO, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE Y SANCIONA LA EXPOSICIÓN Y DIFUSIÓN DE MENSAJES QUE INDUZCAN A ERROR AL CONSUMIDOR RESPECTO DE SUS DERECHOS

(6768-03)

Honorable Senado:

Introducción:

La Ley del Consumidor se basa en la idea de proteger a la parte más débil en una relación jurídica determinada, como es la relación de consumo. Así tenemos a un proveedor de bienes y servicios, que es la parte económicamente más fuerte, y al consumidor, la parte económicamente más débil. Esta relación de desigualdad da origen a una serie de abusos que son prohibidos y reprimidos por la ley, en beneficio del consumidor.
En el fondo la ley del consumidor viene a corregir las desigualdades de /acto, mediante mecanismos jurídicos de iure. Es decir, la ley empeora jurídicamente al consumidor para relacionarse en igualdad con el proveedor.
Esta desigualdad económica viene a manifestarse en muchos aspectos, como las cláusulas abusivas, la propaganda engañosa, los intereses, etc. Pero un punto capital donde se manifiesta en toda su fuerza es en la información. El mercado no es perfecto en realidad. Las desigualdades en la información deben abordarse integralmente en la ley. Es lo que venimos a corregir mediante este proyecto de ley.
Particularmente, creemos que los carteles o anuncios de cualquier tipo que induzcan a error a los consumidores respecto al ejercicio de sus derechos como consumidores, es un abuso que en la actual ley no se encuentra prohibido ni sancionado expresamente, por lo que estos mensajes siguen utilizándose impunemente en el comercio.
II. CASOS RELATIVOS A CARTELES EXPUESTOS.
Tenemos varios ejemplos de esto:
a) "Esta empresa no se hace responsable de robos"
Este tipo de cartel o anuncio también es uno de aquellos que engaña o induce a error a los consumidores, pues estos siempre tienen derecho a ser resarcidos en cualquier acto de consumo. Así lo establece el mismo artículo 3 de la ley del consumidor:
"Son derechos y deberes básicos del consumidor:
e) El derecho a la reparación e indemnización adecuada y oportuna de todos los daños materiales y morales en caso de incumplimiento de cualquiera de las obligaciones contraídas por el proveedor, y el deber de accionar de acuerdo a los medios que la ley le franquea"
Muchas veces vemos cómo estos carteles se muestran en estacionamientos de automóviles, supuestamente impunes, cuando justamente los consumidores arriendan estos espacios para prevenir robos.
En un caso tramitado contra una empresa concesionaria del servicio de estacionamiento, que alegó en su favor la "existencia de carteles que informan al público que la empresa no se hace responsables por daños, hurtos o accidentes dentro del local", el juez de Policía Local sentenció que "cuando los consumidores ingresan con sus vehículos a un estacionamiento de este tipo, están celebrando un contrato de adhesión que se entiende firmado por el sólo hecho de retirar el vale o comprobante. (...) Por otra parte, determinó que un servicio de estacionamientos tiene que comprender el resguardo de los vehículos frente a la acción de terceros"[1].

El tribunal condenó a la empresa en segunda instancia al pago de 5 UTM (mas de $ 160.000) por falta de cuidado y negligencia en la prestación del servicio, pero nada dijo acerca de la misma existencia del cartel. Es decir, tenemos medida de sanción caso a caso, cuando ocurre algún robo, pero la mera existencia del cartel es impune.
También los vemos en los estacionamientos de los supermercados, lo que también induce a error o engaña a los consumidores, pues el acto jurídico de consumo es un acto jurídico complejo, que no se agota en la mera compra de un producto o servicio, sino que envuelve a los servicios anexos que atraen a los clientes a un determinado negocio, como son los servicios de estacionamiento, que permiten adquirir tales productos o servicios con comodidad.
b) "La empresa no se hace responsable de accidentes"
Este tipo de carteles puede verse en empresas de dos tipos:
• Parques de diversiones (generalmente pequeñas empresas que funcionan algunas semanas en periodos de vacaciones, y de manera itinerante).
• Empresas de turismo extremo o aventura, en sus especialidades denominadas canopy, benji, rafting, embarcaciones pequeñas y otras (generalmente de pequeña escala, itinerantes, y que también funcionan escasos meses en periodo de vacaciones).
Claramente se puede ver el peligro de esta información, pues se engaña al consumidor informándole que los peligros que acompañan a estas actividades son de "su" riesgo.
Pero como la doctrina jurídica tradicional y el texto expreso de la ley establecen que los proveedores de servicios tienen un deber de seguridad a favor de los consumidores.
Así lo dispone el artículo 3 de la ley 19.496, que establece como derecho del consumidor:
"d) La seguridad en el consumo de bienes o servicios, la protección de la salud y el medio ambiente y el deber de evitar los riesgos que puedan afectarles"
El hecho de exhibir esta información engañosa no está prohibido expresamente por la ley.
c) "Se reserva el derecho de admisión"
Aquel cartel que señala "Se reserva el derecho de admisión". Este cartel tiene por fin el ocultar el derecho del consumidor a no ser discriminado establecido en el artículo 3 de la Ley 19.496. Tal como señala este artículo:
"Son derechos y deberes básicos del consumidor:
c) El no ser discriminado arbitrariamente por parte de proveedores de bienes y servicios";
Ya hemos visto juicios ganados por consumidores que son discriminados e ejercicio de este supuesto "derecho de admisión", que no hace son ocultar veladas discriminaciones arbitrarias.
Hemos tenido alguna noticia de que la mera existencia de carteles de este tipo han motivado multas, pero nos parece extraño que este no sea un hecho generalizado, lo que se puede explicar por la falta de fundamento en la ley actual de tal sanción. Creemos que el Juzgado de Policía Local respectivo puede estirar la aplicación de algunas normas de la ley del consumidor, lo que junto a la mala defensa jurídica de algunos proveedores podría dar lugar a alguna sanción, justa, pero mal aplicada [2].
III. NATURALEZA DE LA INFORMACIÓN SOBRE DERECHOS.
La información sobre los derechos de los consumidores, entregada bien o mal, conforme a derecho o de manera ilegal, por parte del proveedor, no ha sido calificada aún por el legislador.
Claramente es información, pero no queda claro cuales son los dispositivos jurídicos para sancionar la inducción a engaño, a error respecto de ella.
Términos generales, el artículo 39 de la Ley 19.496 dispone:

"Son derechos y deberes básicos del consumidor:
b) El derecho a una información veraz y oportuna sobre los bienes y servicios ofrecidos, su precio, condiciones de contratación y otras características relevantes de los mismos, y el deber de informarse responsablemente de ellos;"
Podía pensarse que la información sobre los derechos del consumidor cabe en las "condiciones de contratación", pero no queda claro que ello sea así, pues ello parece referirse más bien a cláusulas de contratación, más que a las condiciones impuestas por la ley en el contrato.
El artículo 1 de la ley del Consumidor define en su número 3 la Información básica comercial como:
"Los datos, instructivos, antecedentes o indicaciones que el proveedor debe suministrar obligatoriamente al público consumidor, en cumplimiento de una norma jurídica.
Tratándose de proveedores que reciban bienes en consignación para su venta, éstos deberán agregar a la información básica comercial los antecedentes relativos a su situación financiera, incluidos los estados financieros cuando corresponda.
En la venta de bienes y prestación de servicios, se considerará información comercial básica, además de lo que dispongan otras normas legales o reglamentarias, la identificación del bien o servicio que se ofrece al consumidor, así como también los instructivos de uso y los términos de la garantía cuando procedan. Se exceptuarán de lo dispuesto en este inciso los bienes ofrecidos a granel.
La información comercial básica deberá ser suministrada al público por medios que aseguren un acceso claro, expedito y oportuno. Respecto de los instructivos de uso de los bienes y servicios cuyo uso normal represente un riesgo para la integridad y seguridad de las personas, será obligatoria su entrega al consumidor conjuntamente con los bienes y servicios a que acceden".
Pero ocurre que no existe norma jurídica alguna que obligue a un proveedor a dar información sobre los derechos de los consumidores, ni sobre la forma de aplicarlos o hacerlos efectivos, por lo que esta información no se ajusta a la definición de "información básica comercial".
Podría pensarse que estos carteles, anuncios, o mensajes que inducen a error o engaño respecto de los derechos del consumidor (inclusive incluidos en dípticos o folletos) pueden constituir "publicidad", que el artículo 1 define en su punto 4 como:
"la comunicación que el proveedor dirige al público por cualquier medio idóneo al efecto, para informarlo y motivarlo a adquirir o contratar un bien o servicio, entendiéndose incorporadas al contrato las condiciones objetivas contenidas en la publicidad hasta el momento de celebrar el contrato. Son condiciones objetivas aquellas señaladas en el artículo 28".
Pero los anuncios o mensajes con tal contenido no caben en tal definición, toda vez que las condiciones objetivas que "se entienden incorporadas al contrato de consumo", no incluyen a la información sobre derechos de los consumidores o la forma de aplicarlos de acuerdo a la ley. Queda ello claro de la simple lectura del artículo 28 de la misma ley:
"Comete infracción a las disposiciones de esta ley el que, a sabiendas o debiendo saberlo y a través de cualquier tipo de mensaje publicitario induce a error o engaño respecto de:
b) la idoneidad del bien o servicio para los fines que se pretende satisfacer y que haya sido atribuida en forma explícita por el anunciante;
c) las características relevantes del bien o servicio destacadas por el anunciante o que deban ser proporcionadas de acuerdo a las normas de información comercial;
d) El precio del bien o la tarifa del servicio, su forma de pago y el costo del crédito en su caso, en conformidad a las normas vigentes;
e) Las condiciones en que opera la garantía, y
f) Su condición de no producir daño al medio ambiente, a la calidad de vida y de ser reciclable o reutilizable".
En suma, estamos ante un vacío legal que debe ser satisfecho, pues estos mensajes contenidos en carteles, anuncios, afiches, u otros soportes, desinforman a los consumidores, constituyen una violación flagrante al principio de buena fe en el comercio, implican una burda mentira, un "dolo malo" desde la perspectiva del Derecho Civil, la tolerancia de una deshonradez, y un germen de alejamiento progresivo e inmoral del ideal del mercado perfecto, donde, de acuerdo a Adam Smith, todos los agentes del mercado acceden a la misma información, de la misma calidad, supuesto en el cual nadie podría engañar a nadie.
Portante, vengo en proponer el siguiente:
Proyecto de Ley

Agrégase el siguiente nuevo artículo 33 bis a la Ley 19.496,
"Prohíbese la exposición y difusión de toda clase de mensajes, instructivos, carteles, anuncios y propaganda que desinforme, engañe o induzca a error a los consumidores en cuanto al contenido y aplicación de la presente ley y de sus derechos, como por ejemplo, "Se reserva el derecho de admisión" o "Esta empresa no se hace responsable de robos". Tal hecho motivará la imposición de una multa de una a 50 unidades tributarias mensuales".
(Fdo.): Alejando Navarro Brain, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO y NAVARRO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE OBLIGACIÓN DEL TRIBUNAL DE DEFENSA DE LA LIBRE COMPETENCIA DE DISPONER UNA NUEVA LICITACIÓN CUANDO ACTOS DE COLUSIÓN HAN INCIDIDO EN LA CONCESIÓN O ENTREGA A CUALQUIER TÍTULO DE UN BIEN NACIONAL

(6770-03)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1°, 5°, 19° y 63° numeral 3) de la Constitución Política de la República y en el DFL N° 1 del año 2005 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DL N° 211 de 1973.
Considerando.-
1.- Que la organización de la vida en sociedad ha motivado que el Estado sea dueño y administre, en nombre de toda la comunidad, determinados bienes, sean estos materiales o intangibles, con el objeto de cautelar su adecuado uso y su orientación al bien común.
2.- Que, entre ellos, cabe indicar la existencia de bienes inmuebles nacionales, sean o no de uso público, la reserva constitucional de la propiedad de cierta clase de minerales e hidrocarburos y, también, el espectro radioeléctrico.
3.- Que, respecto a este último, imprescindible para la emisión y difusión de señales de telefonía, radio y televisión, su adecuado uso no sólo implica rentabilizar, bajo parámetros económicos, la utilización de un bien escaso, sino, además, el resguardo de otro tipo de principios, incluso de rango constitucional y legal, como el pluralismo informativo y la libertad de expresión.
4.- Que, con este objeto, la normativa que rige su utilización ha establecido procedimientos concúrsales transparentes y públicos de modo que todos los interesados puedan postular a ocuparlos, de acuerdo a las potencialidades de su proyecto técnico, cuestión que es decidida por las autoridades competentes.
5.- Que tan razonables y adecuados propósitos pueden ser vulnerados por acciones irregulares por parte de los oferentes, quienes pudieran coludirse para minimizar el riesgo en las licitaciones, predeterminando su resultado, como ha quedado de manifiesto en investigaciones en curso por los organismos a cargo de cautelar la libre competencia.
6.- Que nuestra legislación contempla, en la letra a) del inciso segundo del Artículo 26° del DFL N° 1 del año 2005 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DL N° 211 de 1973, la posibilidad, de que el Tribunal competente, para hechos de esta naturaleza, pueda poner término a los actos o contratos contrarios a la libre competencia.
7.- Que, sin embargo, se trata de una decisión facultativa del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, dentro del amplio abanico de posibilidades que el artículo 26° le señala.
8.- Que, en el caso de la concesión de bienes nacionales, tales como inmuebles o las concesiones de servicios de Telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión, el daño provocado a la fe pública y al uso igualitario de bienes que pertenecen a todos los chilenos, sólo será reparado eficazmente a través de la anulación del acto en que se ha incurrido en una práctica atentatoria de la libre competencia.
9.- Que, por tanto, los senadores que suscriben vienen en proponer incorporar en el D.L. 211, una modificación que obligue - y no sólo faculte - al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia a anular el acto administrativo en que incide la práctica irregular y disponer que la entidad competente proceda a una nueva licitación.
Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:
PROYECTO DE LEY
Artículo Único.- Agréguese el siguiente inciso final al artículo 26° del DFL N° 1 del año 2005 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DL N° 211 de 1973:
"Cuando la ocurrencia de cualquiera de los hechos descritos en el artículo 3° haya incidido en la concesión o entrega, a cualquier título, del dominio, posesión o tenencia, de bienes nacionales, sean estos materiales o inmateriales, tales como inmuebles o el espectro radioeléctrico, el Tribunal deberá siempre poner término al acto respectivo y ordenar, cuando corresponda, una nueva licitación a su respecto."
(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejando Navarro Brain, Senador.-
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO Y MUÑOZ ABURTO, POR MEDIO DE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA LA CELEBRACIÓN DE ACUERDOS DISCRIMINATORIOS ENTRE UNA EMPRESA Y SECTORES DE LA COMUNIDAD AFECTADA CON MOTIVO DE UN PROCESO DE EVALUACIÓN DEL IMPACTO AMBIENTAL

(6771-12)

Honorable Senado:

Es de público conocimiento el desastre ambiental y ecológico provocado por los desechos industriales vertidos por la empresa Celco Valdivia, de la rama de la producción de celulosa, en el Río Cruces.
Justo en esa zona, sitio Ramsar, es decir, protegido por instrumentos internacionales referidos a humedales, especialmente aquellos que albergan aves migratorias, se solía reproducir una colonia de cisnes, la que se vio diezmada por los efectos de los residuos.
La responsabilidad de la empresa Celco es ya indesmentible, y probó no sólo la debilidad de nuestra institucionalidad ambiental, sino también la patrimonial, pues el lugar de los hechos era además Santuario de la Naturaleza de acuerdo a la Ley N217.288 de Monumentos nacionales.
Luego de la intervención de diversas autoridades políticas, judiciales y administrativas, Celco buscó un lugar alternativo al Río Cruces para derramar sus RILES. Ubicaron entonces un sector cercano a la caleta de pescadores de Mehuín - Mississippi, lugar tradicional de extracción de pesca a baja escala por parte de mapuche - lafkenche de la zona, y por pescadores artesanales.
No obstante, la empresa Celco sufrió un duro revés al intentar ejecutar los estudios de impacto ambiental en esta nueva zona, pues los pescadores artesanales y los pescadores indígenas se aliaron contra cualquier intento en este sentido.
Ante esta oposición ciudadana, imágenes de video dieron testimonio de la intervención de la misma Armada de Chile, algunos de cuyos efectivos dispararon tiros contra los pescadores en "resistencia civil" contra Celco y nuestra débil institucionalidad ambiental.
Como nueva estrategia de la empresa mencionada ante la oposición ciudadana, vemos con extremo asombro las consecuencias de acuerdos celebrados entre la empresa y parte de los sectores organizados renuentes al ducto, al punto que los mismos que protestaban unidos hoy se atacan entre ellos.
Imágenes de video nos muestra como una turba violenta armada con piedras y hondas de los pescadores de Mehuín atacó, a inicios de 2007, la sede de los "Defensores del Mar". Al mismo tiempo, un Vocero de los "Defensores del Mar" fue obligado a renunciar por los dirigentes de manera violenta. Estas situaciones no han sido aisladas, y todo indica que la defensa de los pescadores artesanales pasa por las grandes cantidades de dinero desembolsadas o comprometidas por Celco.
Una de las contrapartes, Joaquín Vargas, Presidente del Sindicato de Pescadores Artesanales de Mehuín, reveló ante las pantallas de Televisión nacional [1] la cuantía de los acuerdos:
1. 3 millones de pesos iniciales a todo evento, para cada pescador.
2. A la primera incursión un millón un medio más.
3. A la segunda incursión otro millón y medio mas.
4. Al aprobarse el Estudio de Impacto Ambiental, un millón mas.
5. Al tirarse los primeros Residuos industriales líquidos, un millón más.

6. Más, 2 ingresos mínimos mensuales por 10 años, hereditarios, De salir mal los informes, los dos ingresos mínimos se pagan igual.

7. Finalmente, la empresa paga cerca de 300.000 pesos mensuales por 10 años asegurados para quien "se comprometa a no oponerse al proyecto".
En total son como 40 millones de pesos por cada pescador. Una suma jugosa y en extremo irrechazable para los humildes pescadores, y mucho más barata que el reemplazo del ducto por tecnologías de punta y no contaminantes.
Iván Flores, Intendente de la Región de los Ríos señaló que estaban preocupados por estos hechos, pero "no pueden detener un acuerdo entre privados".
No obstante, los hechos de violencia provocados por esta división en la ciudadanía local se han repetido constantemente. Así, en diciembre de 2008 se denuncia la agresión en contra de Estanis Paillan Pacheco, un miembro del Comité de Defensa del Mar, brutalmente golpeado por cuatro personas, frente a testigos. Los reportes de prensa señalan "A los pocos minutos, y ante el alboroto generado por los gritos, salió en su defensa el werken lafquenche y vocero del Comité de Defensa del Mar, Boris Hualme. Al instante, los cuatro individuos agresores arrancaron hasta perderse en la noche. "Por las características y la situación de los hechos, esto nos da claras señales que este nuevo ataque estaba totalmente planificado, ya que al otro día, en la mañana había una actividad relevante para quienes negociaron con la Celulosa", dijo Boris Hualme. Sin embargo, los hechos continuaron. Cuando iban saliendo de Mississippi, tuvieron que detenerse ante un grupo de personas que portaban piedras, quienes increparon a Carabineros por llevar detenidos a dos sujetos "pro-Celco"."[2]
A nuestro juicio, los hechos suscitados en Mehuín - Mississippi podrían repetirse en cualquier parte del país, pues sin perjuicio del resultado final de una evaluación de impacto ambiental, su preparación, desarrollo o ejecución, es decir, todo el "Iter" o camino de un proyecto, no puede verse distorsionado por acuerdos patrimoniales que perturben el proceso de fiscalización ciudadana ambiental, particularmente en lo que dice relación con la participación ciudadana.
Menos una empresa puede presionar indebidamente los estándares ambientales y entregar a parte de un sector de la ciudadanía condiciones y beneficios superiores a quienes no quieren pactar con ellos la renuncia a sus derechos.
El derecho a vivir en un medio ambiente limpio y libre de contaminación es un derecho humano. La renuncia a este derecho implica aceptar la renuncia a la dignidad humana y una grave fisura a la institucionalidad ambiental.
Todo ello implica aceptar, asimismo, una suerte de "coima privada", en la cual lo ciudadanos se ven tentados por sumas jugosas para no fiscalizar el medio ambiente, para aceptar la contaminación sin reproche alguno. Estas mordazas económicas, la permisión del silencio pagado, nos parecen inaceptables.
Por tanto, vengo en proponer en siguiente
Proyecto de Ley
Agregase el siguiente nuevo artículo 23 bis a la Ley N? 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente:
“Las condiciones, requerimientos o requisitos impuestos por la autoridad en los estudios de impacto ambiental, o los compromisos ambientales voluntarios asumidos por el responsable o titular del proyecto o actividad productiva no podrán jamás abarcar parcialmente a un sector de la población directamente afectada, tal que se provoque una discriminación arbitraria u odiosa entre estos y los otros miembros del mismo sector.
Serán nulas todas las prestaciones económicas encaminadas a dividir a la comunidad afectada, o celebradas para entorpecer la participación o la fiscalización ciudadana de los proyectos evaluados ambienta I mente".
La celebración de tales convenciones en contravención a las normas anteriores, incluso durante el proceso de evaluación ambiental, serán sancionadas de acuerdo al artículo 64 de esta ley. El mantenerlas en secreto se sancionará con la revocación de la resolución de calificación ambiental".
(Fdo.): Alejando Navarro Brain, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES CANTERO, GAZMURI, NAVARRO, PÉREZ VARELA, ROMERO, RUIZ-ESQUIDE Y VÁSQUEZ, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EVALUAR LA POSIBILIDAD DE ENVIAR AYUDA HUMANITARIA A LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR, EN AUXILIO DE DAMNIFICADOS POR RECIENTES TEMPORALES OCURRIDOS EN LA REGIÓN

(S 1211-12)

Honorable Senado:

1. Que intensas lluvias han azotado cinco de los 14 departamentos de El Salvador entre el sábado y el domingo pasado (14 y 15 de noviembre) a raíz de un sistema de baja presión sobre el Pacífico, que se vio incrementado por el paso del huracán 'Ida' por el Caribe. En la zona del volcán de San Vicente, la zona más afectada, se registraron 355 mm de lluvias en sólo cuatro horas. Durante el huracán Mitch cayeron más de 400 mm en cuatro días, una cantidad casi similar esta vez se precipitó en sólo 4 horas.
2. Que no es la primera vez que El Salvador es afectado seriamente por fenómenos supuestamente naturales. En 1998, el huracán Mitch provocó un fuerte crecimiento del rio Lempa lo que obligó a abrir las compuertas de una represa provocando fuertes inundaciones. Y en el 2005, el huracán Stan, al igual que Ida una depresión en el Océano Pacífico, afectó directamente al país.
3. Que las autoridades sanitarias de ese país han reforzado los controles en los 129 albergues habilitados para evitar la propagación de enfermedades como el dengue, la gripe A y el paludismo, así como otras que puedan transmitir los roedores. Hasta ahora se reportan 10 fallecidos por dengue, 5.210 enfermos con el tipo clásico y 83 con el hemorrágico. Además, hay 25 muertos y 803 casos confirmados de gripe A.
4. Que como consecuencia de las lluvias, se han registrado 176 deslizamientos, 13 grandes inundaciones y 123 desbordamientos de ríos, que afectaron a 1.779 viviendas y destruyeron otras 220. Asimismo, resultaron afectados 24 puentes en distintos puntos del país.
5. Que hasta ahora la cantidad de víctimas asciende a 192 los muertos, siendo el departamento más afectado el de San Vicente, con 90 muertos debido, principalmente, a que se desprendió parte del volcán Chinchontepec provocando un alud de tierra que enterró a cientos de personas y destruyó decenas de viviendas. Por su parte el departamento de San Salvador contabiliza 84 muertos. Que además de las víctimas fatales el huracán 'Ida' ha dejado 70 desaparecidos.
6. Que hay más de 14.000 personas alojadas en 117 albergues acondicionados por las autoridades salvadoreñas, mientras la ayuda humanitaria sigue llegando a ese país proveniente de países como México, Venezuela y la Unión Europea.
7. Que el Parlamento de El Salvador aprobó el pasado jueves utilizar 150., millones de dólares (100 millones de euros) del plan anticrisis para atender la emergencia ocasionada por 'Ida', respondiendo una propuesta realizada por el presidente Mauricio Funes.
8. Que aunque el Presidente Mauricio Funes decretó emergencia nacional el gobierno de San Salvador se ha visto obligado a pedir ayuda internacional. Brasil y Guatemala han sido los primeros en responder.
9. Que el gobierno también ha anunciado la creación del Comité de Rehabilitación y Reconstrucción para dar respuesta a los damnificados por el paso de la tormenta. E¡ comité será dirigido por el Secretario de la Presidencia. El enfoque del trabajo de este comité busca dotar a las labores de reconstrucción de una "visión de medio y largo plazo desde el principio" que tenga en cuenta la prevención, la reconstrucción y la mitigación.
10. Que se prevé que un primer informe de la CEPAL esté listo el 5 de diciembre. Esta evaluación permitirá también al ejecutivo conocer mejor las necesidades de financiamiento y valorar las ofertas realizadas por los organismos internacionales de crédito. Hasta tener ese informe todas las valoraciones de daños serán provisionales. Según cálculos preliminares los cíanos materiales podrían superar los 1.000 millones de dólares (667 millones de euros).
11. Que la llegada de una misión de la CEPAL y del Banco Mundial que, en colaboración con técnicos locales realizará una evaluación exhaustiva de los daños, permitirá comenzar primero con la fase de rehabilitación (viviendas temporales, restablecimiento de servicios básicos, recuperación de la conectividad en el país) y posteriormente de reconstrucción definitiva de las infraestructuras dañadas.
12. Que el gobierno ha sido claro en señalar que no se comenzarán a reconstruir asentamientos hasta que se haya evaluado convenientemente la situación de las mismas "porque sabemos que la gente que se queda en casas temporales en los mismos lugares en que ocurrió el desastre son las víctimas del próximo desastre".
13. Que la Fundación Panamericana para el Desarrollo, organismo creado por la Organización de Estados Americanos para responder a los desastres en la región, pidió ayuda urgente para los damnificados por el huracán "Ida", pues según dijo en un comunicado, son más de 10.000 sobrevivientes del huracán en ese país que necesitan ayuda urgente en alimentos, medicinas y abrigo. Añadió que las donaciones se están recibiendo en estos momentos a través de su sitio en internet www.PanAmericanRelief.org, e informó que está trabajando en la asistencia para los damnificados con la Cámara de Comercio de Estados Unidos en El Salvador para coordinar las tareas de ayuda humanitaria.
El Senado acuerda:
Solicitar a la Sra. Presidenta de la República, Michelle Bachelet Jeria, evalúe la posibilidad de enviar ayuda humanitaria, con carácter de urgente, para ir en apoyo de los miles de damnificados que, además de los millonarios daños materiales, han dejado las intensas lluvias y temporales en El Salvador, que se han visto agravadas por el paso del huracán 'Ida' por el Caribe.
(Fdo.): Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Jaime Gazmuri Mujica, Senador.- Alejando Navarro Brain, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Sergio Romero Pizarro, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.- 
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, DE PRESUPUESTOS DEL SECTOR PÚBLICO PARA EL AÑO 2010

(6707-05)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto sobre Presupuestos del Sector Público para el año 2010, con excepción de las siguientes, que ha desechado:

PARTIDA 09 MINISTERIO DE EDUCACIÓN


La que consiste en adecuar, en todos los capítulos y programas de esta Partida,  los gastos variables disminuidos a $ 1 miles, a las cifras que originalmente estuvieron contempladas en el Informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, debiendo modificarse  los rubros superiores de agregación.

Capítulo 01 Programa 02

Glosa 06


La incorporación de los incisos nuevos.
Capítulo 01 Programa 03

Glosa 05


El inciso tercero, nuevo, que se agrega.

Capítulo 09 Programa 02


La Glosa 06, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 167.
Capítulo 09 Programa 03

Glosa 10


El reemplazo del inciso segundo.
****


Hago presente a V.E. que los gastos variables de la partida 09 del Ministerio de Educación han sido rebajados $ 1 miles, siendo traspasados los montos respectivos al subtítulo Saldo Final de Caja de dicha Partida; debiendo entenderse corregido en iguales montos el resumen de gastos consignado en el artículo primero del proyecto.

****


Asimismo, ha designado a los señores Diputados que más adelante se indican, para que formen parte, en representación de esta rama del Congreso Nacional, de la Comisión Especial Mixta encargada de proponer un proyecto de solución para zanjar las divergencias surgidas entre ese H. Senado y la Cámara de Diputados:

- H. Diputado Marcos Espinosa Monardes
- H. Diputado José Antonio Kast Rist

- H. Diputado José Miguel Ortiz Novoa

- H. Diputada Karla Rubilar Barahona

- H. Diputada  Ximena Vidal Lázaro
****


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 959/SEC/09, de 18 de noviembre de 2009.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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